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Algo más de cinco meses han pasado desde que nos 
reunimos en Punta Cana, República Dominicana, fue 
en abril y parece un poema. Y más allá de las sesiones 
de trabajo cumplidas a cabalidad, con resultados fe-
hacientes de la labor cumplida por las comisiones que 
conforman la Comisión de Asuntos Americanos, y de 
los proyectos promovidos en función de la mejora con-
tinua del servicio notarial en nuestro continente, nos 
encontramos en el dialogo que propuso el primer nú-
mero de Notariados de América, revista de la CAAm de 
la Unión Internacional del Notariado.

Descubrimientos, conversación y debate promovió con 
éxito Notariados de América 1, al publicar artículos y 
ensayos acerca del trabajo, la historia, el devenir, pro-
yecciones y modelos de gestión de diferentes notaria-
dos nacionales de las tres Américas; el pensamiento, 
puntos de vista, propuestas y visiones de más de dos 
decenas de autores, notarios y notarias, profesionales 
del derecho, académicos y expertos en la ciencia nota-
rial, también de España.

Éxito, palabra que se dice fácil, que abraza la participa-
ción activa, profesional, humanista y solidaria, de muje-
res y hombres de bien, sirviendo, enseñando, ayudan-
do y colaborando día a día en el desarrollo sostenido, 
equitativo y pacífico de los Estados que representan y, 
por ende, de cada uno de sus compatriotas, y a la vez 
no dejan proponer mejoras en modelos de gestión de 
los notariados: unidad y sostenimiento en el continen-
te y el mundo, ahora y en adelante.

Éxito en su recepción, en la acogida entusiasta en His-
panoamérica, no solo en el ámbito notarial sino aca-
démico de otras asignaturas, organismos públicos 
relacionados y, más aún, de ciudadanos usuarios del 

servicio notarial. Éxito, porque Notariados de América 
cumple con su deber de difundir y aportar, y represen-
ta, sin lugar a dudas, el liderazgo, honestidad, profesio-
nalismo, sentido de justicia, lealtad y fe de cada uno de 
los notarios y notarias que conformamos el gran nota-
riado americano y mundial.

Es un honor, y me llena de gratitud y regocijo, presen-
tarles el segundo número de Notariados de América, 
volumen que reúne a destacados autores que tratan, 
proponen y abren a debate diversos temas relaciona-
dos con el servicio notarial, no solo acerca de su acti-
vidad técnica y científica sino de la filosofía que nos 
mueve, de las virtudes que nos impulsan a trabajar, de 
posibles sesgos que podrían distorsionar nuestra labor 
ciudadana, y alertas necesarias para proteger a la ciu-
dadanía, a los notariados y a nuestros países.

Este número colocó como punto central de diálo-
go y debate: Avances tecnológicos en los modelos de 
gestión y de servicio notarial: 1er. cuarto del siglo XXI; 
estudiados y planteados desde aristas diferentes: tec-
nología, deontología, seguridad jurídica, archivos y ci-
berseguridad, protocolos, sin dejar de observar acerca 
de las nociones de la verdad y el Derecho, la inteligen-
cia artificial, los derechos de las personas y temas in-
herentes: los notariados nacionales y la ciudadanía a la 
que servimos.

Sin más, abramos las páginas del Notariados de Amé-
rica 2, entremos en la aldea universal de la tecnología, 
visitemos algunos de nuestros pueblos a través del 
pensamiento de sus autores. Sigamos conversando y 
aprendiendo los unos de los otros.

Hasta el siguiente número,

Homero López Obando
Presidente de la Comisión de 

Asuntos Americanos de la UINL, 
legislatura 2023-2025.     

Carta a los 
notarios 
y notarias 
de América 
y España
Avanzamos a tiempo y construimos el futuro al 
responder con oportunidad los retos del presente, 
cimentados en la historia del servicio notarial.
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La historia es una disciplina y no es equiparable a la 
memoria que es una facultad. La memoria atañe al 
mundo de los recuerdos, es una cualidad de los se-
res humanos, que pueden tener con mayor o menor 
intensidad, en función de sus cualidades personales, 
edad, salud, cultura, incluso puede verse tamizada por 
creencias e ideologías, sensibilidad, opiniones, educa-
ción, experiencias y otros muchos factores. Por ello, 
la memoria hace referencia, más que a lo que fue en 
realidad, a cómo se recuerda o rememora el pasado 
desde un singular punto de vista: el de la persona que 
recuerda. Incluso la vinculación de la persona con los 
hechos y sus protagonistas pueden afectar a sus re-

cuerdos o a cómo apreciar, repudiar o justificar los he-
chos. Por ello el testigo puede ser tachado por razones 
de vínculos familiares, dependencia, amistad, enemis-
tad, interés en el asunto, circunstancias que ponen en 
duda la veracidad u objetividad de sus declaraciones1. 
El valor subjetivo de la memoria, fundamenta la facul-
tad que tienen tribunales «de valorar la fuerza proba-
toria de las declaraciones de los testigos conforme a 
las reglas de la sana crítica, tomando en consideración 
la razón de ciencia que hubieren dado, las circunstan-
cias que en ellos concurran y, en su caso, las tachas 
formuladas y los resultados de la prueba que sobre 
éstas se hubiere practicado»2.

1 Art. 377 Ley Enjuiciamiento Civil.
2Art. 376 Ley de Enjuiciamiento Civil.

“Quien controla el presente controla el pasado. 
Y quien controla el pasado controlará el futuro” 

(George Orwel “1984”)

“La verdad os hará libres” (San Juan 8:31-47)

EL DERECHO A 
LA VERDAD*

1. Memoria e historia
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Los recuerdos, por tanto, pueden ser más o menos 
acertados, ajustados o contrarios a la realidad, inclu-
so pueden ser olvidados. Son los recuerdos que acu-
den a ella los que dan el contenido de la memoria. 
Por tanto, no están en un mismo plano memoria e 
historia, pues no son equivalentes, ni tienen el mis-
mo valor, de ahí que pueden existir discrepancias 
entre la historia, que busca ser objetiva, y la memo-
ria, que es subjetiva. La historia como ciencia ha de 
estar sometida a la investigación, a la búsqueda de 
la verdad, mientras que la memoria lo está al re-
cuerdo y a los sentimientos. La memoria, en tanto 
que es una condición personal del que conmemo-
ra, puede discrepar con el recuerdo de otro, aunque 
hayan sido testigos directos de un mismo aconte-
cimiento. El historiador trata de alcanzar la verdad 
de los hechos del pasado, que ha de indagar e in-
terpretar, por lo que quedan sometidos al estudio, 
trabajo y a los descubrimientos de los investigado-
res. Así, un concepto íntimamente relacionado con 
historia, es el de la indagación de la verdad, que se 
convierte en la meta. La historia, como ciencia, tiene 
por objetivo revelar la verdad y dar luz sobre lo acon-
tecido en el pasado.

Tan variopinta como la memoria individual puede 
ser la memoria colectiva, que no siempre coincide 
con los resultados que obtenga el investigador, e in-
cluso puede ser contraria a ellos. La verdad no viene 
determinada por el número de los que la conocen o 
aceptan, no es cuestión de mayorías o de minorías, 
ni siempre se identifica con lo que es generalmente 
aceptado como cierto por un grupo, pueblo o na-
ción. La memoria colectiva puede ser verdadera o 
falsa. Los ejemplos de memoria colectiva quimérica, 
apartada de la verdadera historia, es especialmente 
evidente tras guerras o conflictos donde el vencedor 
trata de forjar una memoria colectiva que justifique 
su acceso al poder y apuntale su futura permanencia. 
Con frecuencia la memoria colectiva de las naciones 
llega a convertir los acontecimientos pasados en au-
ténticos mitos y leyendas, creando el imaginario co-
lectivo, en terminología de Edgar Morín. También la 
memoria o imaginario colectivo es amnésico con los 
hechos y acontecimientos que no interesa al poder 
sean conocidos y recordados. Por ello en la historia 
de los pueblos o naciones encontramos ejemplos 
de transformación o reelaboración de esa memoria 
histórica, especialmente evidentes e intensos tras un 
cambio de régimen. En la historia son muy frecuen-
tes, ya desde la más remota antigüedad, el intento 
de modelar la memoria colectiva para favorecer los 
intereses del gobernante de turno o de la ideología 
predominante. De ello tenemos ejemplo en los gra-
bados del templo de Abu Simbel, donde la batalla de 
Qadesh (1274 a. c.), que enfrentó a egipcios e hititas y 
que constituyó una humillante derrota para el faraón, 
es presentada como una gran victoria de Ramsés II. 
Otro ejemplo, sin salir del antiguo Egipto, es el del 10º 
faraón de la XVIII dinastía, Akenatón, cuyo recuerdo 
intentó borrarlo el faraón Horemheb, llegando al ex-
tremo de destruir completamente la ciudad de Aje-
latón o Aketatón (Tell El Amarna), fundada por aquél. 
También en otros pueblos encontramos ejemplos, e 
igualmente en el ámbito del derecho. Así, en la an-
tigua Roma se aplicaba la condena de la damnatio 
memoriae que implicaba relegar al olvido al conde-
nado, entre ellos muchos emperadores, eliminando 

España 								         Notariados de América

En la historia son muy 
frecuentes, ya desde la más 
remota antigüedad, el intento 
de modelar la memoria colectiva 
para favorecer los intereses del 
gobernante de turno o de la 
ideología predominante. De ello 
tenemos ejemplo en los grabados 
del templo de Abu Simbel, donde 
la batalla de Qadesh (1274 a. 
c.), que enfrentó a egipcios e 
hititas y que constituyó una 
humillante derrota para el faraón, 
es presentada como una gran 
victoria de Ramsés II. 
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toda clase de inscripciones, monumentos e imáge-
nes. Pero tal vez uno de los casos más flagrante de 
falseamiento y manipulación de la memoria históri-
ca es la leyenda negra contra España, propaganda 
política elaborada principalmente por ingleses y ho-
landeses a partir del siglo XVI, que, si bien no resis-
te a un estudio serio, ha tenido, y tiene todavía, un 
impacto negativo enorme al haber sido asumida por 
las propias víctimas de la mentira, no solamente en 
el continente americano, sino también en el actual 
territorio español. Su aceptación acrítica ha tenido 
graves consecuencias, ya que, al ser creídas acientí-
ficamente por una gran parte de los habitantes de 
los territorios hispanos y, lo que es más grave, al ser 
divulgada en los centros de enseñanza, ha generado 
entre la población de estos países de Hispanoamé-
rica una especie de complejo letal y melancolía que 
les hace renegar de un pasado imaginario y por tan-
to del propio ser, lo que ha condicionado su pasado, 
su presente y su futuro.  

El historiador tradicionalmente se enfrenta con el 
discurrir del tiempo, con la naturaleza, que entierra 
ciudades y civilizaciones que hay que redescubrir, 
con documentos, olvidados en archivos y museos, 
con monumentos, ruinas, con tradiciones orales y 
otros elementos. Pero desde hace siglos, ni el tiem-
po, ni el olvido, ni la naturaleza han sido los principa-
les enemigos del historiador, sino que su principal 
adversario son los poderes económicos, políticos e 
ideológicos, a los que no siempre les interesa que 
se conozca la verdad de los hechos, especialmente 
cuando no le son favorables o contrarían el relato 
oficial que les justifica y facilita sus propósitos. Des-
de hace siglos la divulgación histórica es sustituida 
por propaganda al servicio del comercio, la política 
o la guerra. Esto ha sido el origen de mitos, leyendas 
negras y leyendas rosas en las que se denigra o en-
salza a conveniencia a personas, grupos humanos o 
naciones alcanzando cimas o abismos fantásticos o 
míticos, en contra o a favor, según los intereses del 
divulgador o de su mandante. Estos relatos, en los 

que la verdad no es el objetivo, se convierten en ver-
dades oficiales dirigidas a las masas, como medio 
de engaño o manipulación, a fin de imponer intere-
sadamente una visión parcial, incluso distorsionada, 
de la historia, fijando lo que ha de recordarse u ol-
vidarse, o como ha de ser recordado. Esas ficciones 
históricas no son inocuas, ya que han tenido con-
secuencias permanentes al crear y fomentar ape-
gos o desapegos, orgullos o complejos nacionales 
que afectan al devenir de los países y a la afección 
o desafección de los ciudadanos con su nación. La 
rememoración de la Historia afecta a la identidad 
de los grupos sociales. La memoria colectiva forta-
lece o destruye a un grupo o nación. Nadie quiere 
identificarse con un pasado vergonzante y todos se 
sienten orgullosos de un pasado glorioso del que 
quieren ser sus herederos. La memoria colectiva 
es usada como arma estratégica por los enemigos 
externos e internos, en las contiendas partidarias, 
ideológicas o nacionales. En un grupo social o na-
ción, una memoria degradada, además de medio 
de dominación, puede ser causa de rencores, de-
seos de venganza y un obstáculo para la paz.

El historiador se convierte, por tanto, en la prime-
ra víctima de esas políticas, al coartarle su libertad 
de cátedra para sujetarlo al gobierno, partido, mo-
vimiento o ideología, de modo que deje de lado la 
investigación o búsqueda de la verdad objetiva y se 
aliste al apuntalamiento de la verdad oficial. En este 
marco, al cronista se le ve como un aliado o como 
un peligro, un partidario o un adversario, un pane-
girista o como un detractor, un amigo o un enemi-
go, por lo que el poderoso desconfía de él y trata 
de sujetarlo con políticas o normas que allanen el 
sometimiento de los historiadores, periodistas y  di-
vulgadores, que son mantenidos con premios o con 
amenazas, bajo un continuo control y vigilancia a 
través del aparato del propio estado, con la creación 
de órganos o instituciones, en muchos casos al ser-
vicio de la mentira, similares al orwelliano Ministerio 
de la Verdad.

Notariados de América				    España
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La formación de la conciencia en verdad es requisi-
to de auténtica libertad, pues es la que nos permite 
ejercer con prudencia y responsablemente nuestra 
facultad de decisión o elección. Decía Aristóteles 
que “todos los hombres desean saber” (Metafísica 
I, 1), es decir, existe una aspiración humana al cono-
cimiento de la verdad, por ello la sabiduría va es-
trechamente unida a la verdad, así la definía Santo 
Tomás de Aquino “veritas est adaequatio res et in-
telectus” (S. Th. I, q. 16, a 5). En este punto podemos 
preguntarnos: ¿existe un derecho al conocimiento 
y un derecho a conocer en verdad? ¿son derechos 
dignos de protección?

Dignidad, libertad y verdad van de la mano. La dig-
nidad de la persona se vincula a su naturaleza de 
ser libre. Dignidad y libertad son cualidades innatas 
a cada persona individual. Por ello un ordenamien-
to jurídico justo debe respetar, reconocer y garan-
tizar estas cualidades, que son anteriores al mismo 
ordenamiento positivo. Ahora bien, la libertad no es 
absoluta o ilimitada, la libertad puede ser limitada 
o regulada cuando su ejercicio afecta a otros dere-
chos dignos de protección o a la libertad de los de-
más. La libertad encuentra sus límites en el bien de 
la persona y en el de la sociedad. No se es libre para 
causar mal, para lesionar los derechos de los demás 
o para perjudicar a la sociedad. 

El ordenamiento jurídico, al ser un mecanismo al 
servicio de la persona y del grupo social, debe pro-
teger la libertad individual y su ejercicio, y al tiempo, 
en beneficio de las demás personas y de la sociedad, 
ha de determinar cuáles son sus límites. Por ello es 
natural que el Código civil señale como límites a la 
autonomía de la voluntad la ley, la moral y el orden 

público. La libertad no debe ser entendida por tanto 
como el poder de la persona de hacer lo que le venga 
en gana, cuando quiera o como quiera, ya que está 
sujeta a múltiples limitaciones: la propia naturaleza 
de las cosas (los actos imposibles); los derechos de los 
demás y el bien común; la existencia de ciertos de-
rechos irrenunciables (por ejemplo, nadie es libre de 
hacerse esclavo de otro), pues la propia dignidad de 
la persona pone límites a su libertad, en tanto que to-
dos los hombres tienen un mínimo de dignidad hu-
mana al que no pueden renunciar voluntariamente3.

La libertad, para que sea auténtica, necesita de la 
verdad. La potencialidad natural que tiene todo ser 
humano de buscar la verdad es la que fundamenta 
su dignidad y es lo que le diferencia de otros seres y 
es precisamente la verdad quien sustenta su liber-
tad. La facultad de entender y de conocer posibilita 
tomar decisiones libres, auténticamente queridas, 
y, por ello, responsables. Solo el conocimiento infor-
mado, cuando coincide con la verdad, permite a la 
persona la elección y la toma de decisiones respon-
sables, es el que hace que sea auténticamente libre. 
Por el contrario, cuando se actúa por error, ignoran-
cia o engaño no puede sostenerse que la persona 
haya actuado con libertad, ya que, de haber conoci-
do la verdad de las cosas, posiblemente su elección 
habría sido otra, no hubiese actuado, o lo hubiese 
hecho de otro modo.  De ahí que la mentira, el en-
gaño, el fraude, la manipulación deben ser consi-
derados como un atentado contra la dignidad del 
ser humano, que es el fundamento de la libertad e 
igualdad de la persona. La verdad lógica se mani-
fiesta en el intelecto o entendimiento cuando cono-
ce las cosas tal como son. Por el contrario, cuando 
no es así, se está en el error. 

España 								         Notariados de América

2. Verdad, dignidad y libertad

3 Cfr. Alfonso Cavallé Cruz. El Notario como garante de los derechos de la persona. (Ponencia tema II de la XIV Jonada Notarial Iberoamericana. Pun-
ta Cana, República Dominicana, 10 – 12, de junio, 2010). Publicado en: Juristas Editores, Lima, 2012. ISBN 13 978-612-4066-87-0 ISBN 10 612-4066-87-4

La libertad no debe ser entendida por tanto como el poder de la 
persona de hacer lo que le venga en gana, cuando quiera o como 
quiera, ya que está sujeta a múltiples limitaciones...
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La veracidad es la conducta del que actúa conforme 
con la verdad. Desde el punto de vista de la ética, la 
verdad se formula cuando lo que se expone es con-
forme con lo que sabemos, creemos o pensamos; 
es, por tanto, la conducta del que actúa con vera-
cidad. La palabra es el mecanismo que tiene por 
objeto dar a conocer a los demás nuestra voluntad, 
pensamientos o ideas. Actuar con veracidad es un 
deber ético y jurídico que exige la confianza recí-
proca y es necesario para el correcto desarrollo de 
las relaciones interpersonales, colectivas y sociales. 
El deber de veracidad es correlativo con el derecho 
de los demás a que me comporte con ellos de for-
ma veraz. La mentira no sólo se produce con el len-
guaje, hablado o escrito, también con el comporta-
miento o simulación, que se perpetra con hechos. 
Es despreciado aquel al que se le niega la verdad a 
través del engaño.

El mérito o la culpa de cualquier acto se funda-
menta en su voluntariedad, y esta a su vez para que 
sea tal necesita de libertad. Consecuencia del acto 
consciente y libremente realizado surge la respon-
sabilidad de su autor.  El que es veraz obra según 
su conciencia, pero, esto no significa que sea autén-
ticamente libre. Para que sus actos sean ajustados 
a lo verdaderamente querido, su conciencia ha de 
estar correctamente formada e informada, es decir 
necesita conocer la verdad.  

La veracidad no solo ha de ser el proceder ético de 
los individuos, necesario para el buen desarrollo de 
las relaciones sociales y la convivencia, también es 
una exigencia de respeto al destinatario de las pala-
bras o comportamiento y un derecho de la persona 
o institución que podría ser víctima de las palabras 
o comportamientos falsos o engañosos. Por ejem-
plo, en el ámbito de las relaciones jurídico privadas, 
en la contratación en masa con consumidores, son 
contrarios al deber de veracidad los contratos con 
cláusulas ambiguas, abusivas u oscuras, lo que oca-
siona gran daño a la economía, a las personas y ha 
sido fuente de innumerables conflictos judicializa-
dos, especialmente cuando la víctima es un consu-
midor. En estos casos el consumidor tiene derecho 
a conocer la verdad sobre lo que contrata.

También ser veraces es un deber ético de los infor-
madores, periodistas, divulgadores y medios de co-
municación, públicos o privados. Lamentablemente 
vemos que con frecuencia se utilizan estos medios 
de difusión de información como herramientas 
para manipular a la ciudadanía. El deber de veraci-
dad también en la política se hace imprescindible 
pues afecta a derechos fundamentales, como es el 
derecho a la participación ciudadana o el derecho 
al voto, que solo podrán ejercitarse con auténtica li-
bertad cuando el político actúa con veracidad. No 
puede afirmarse que el elector ejerza libremente su 
derecho al voto cuando ha sido víctima del engaño, 
el fraude o la manipulación. Esto ocurre cuando una 
cosa se afirma en el programa electoral y luego se 
hace la contraria al alcanzar el poder o en la oposi-
ción. En estos casos se comete un fraude y se pone 
en riesgo la misma democracia ya que, si los políti-
cos, las autoridades o los medios de comunicación 
mienten o manipulan, se impide al ciudadano ejer-
cer su derecho con libertad, al no conocer la verdad 
de su opción, con lo que en su elección está siendo 
víctima del engaño.

El derecho a conocer la verdad no significa que se 
tenga un derecho ilimitado a conocer todo indiscri-
minadamente. Así, ese conocimiento queda limita-
do por la intimidad y esfera personal del otro, que 
además ha de salvaguardarse de la curiosidad mal-
sana, de abusos y de la delincuencia. En otros casos 
el derecho a conocer la verdad puede verse limitado 
por el deber que tienen algunas personas de guar-
dar secreto, por ejemplo, en el secreto profesional 
de los abogados, notarios o del médico. También en 
muchos ámbitos de la organización de los estados 
el interés general impone un deber de guardar se-
creto a autoridades y funcionarios en ciertos asun-
tos de estado.

3. La veracidad
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La mentira no sólo se 
produce con el lenguaje, 

hablado o escrito, también con 
el comportamiento o simulación, 

que se perpetra con hechos.
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4 Quintana, Claudio. Historia del delito de prevaricación: Origen, desarrollo y recepción 
en el sistema jurídico chileno. Revista de Estudios de la Justicia. Nº 38 (2023). Pag.29-60.
5Art. 205 CP.
6 Art. 208 CP
7 Arts. 390 a 399 CP.
8 Art. 456 CP.
9 Art. 458 CP.
10 Art. 459 CP
11 Art. 461 CP.
12 Art. 502.3 CP.
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El derecho a la verdad, como derecho subjetivo, 
tiene como contrapartida el deber de veracidad 
del otro. Encontramos en el ordenamiento jurídico 
ejemplos de normas que protegen este derecho.

En el derecho penal encontramos un elenco de ti-
pos delictivos cuya característica común es atentar 
contra la verdad. Entre otros encontramos los si-
guientes ejemplos:

La vinculación de la verdad con el delito de preva-
ricación la encontramos en las legislaciones desde 
antiguo. Así, el Liber iudiciorum o Lex Visigothorum, 
imponía la pena de azotes al juez que por tuerto o 
a sabiendas juzgara en contra de la verdad (Libro II, 
titulo 2, Ley 19)4. Esta relación también la encontra-
mos en las legislaciones penales actuales. Así, en el 
delito de calumnia, definida como «es calumnia la 
imputación de un delito hecha con conocimiento 
de su falsedad o temerario desprecio hacia la ver-
dad»5, en la injuria, cuando se la define como «la ac-
ción o expresión que lesionan la dignidad de otra 
persona, menoscabando su fama o atentando con-
tra su propia estimación» y añade «las injurias que 
consistan en la imputación de hechos no se con-
siderarán graves, salvo cuando se hayan llevado a 
cabo con conocimiento de su falsedad o temerario 
desprecio hacia la verdad»6. Igualmente la vincu-

lación con la verdad es manifiesta también en los 
delitos de falsificación de documentos7, en la acu-
sación y denuncia falsas y la simulación de delitos; 
en el de «los que, con conocimiento de su falsedad 
o temerario desprecio hacia la verdad, imputaren a 
alguna persona hechos que, de ser ciertos, consti-
tuirían infracción penal»8, o el del «testigo que falta-
re a la verdad en su testimonio en causa judicial»9, el 
de «los peritos o intérpretes que faltaren a la verdad 
maliciosamente en su dictamen o traducción»10; o 
el de «que presentare a sabiendas testigos falsos o 
peritos o intérpretes mendaces»11; en «el que convo-
cado ante una comisión parlamentaria de investi-
gación faltare a la verdad»12; entre otros delitos que 
atentan contra el valor verdad.

En todos estos delitos el nexo común es atentar 
contra la verdad a través de conductas, acciones 
u omisiones que define cada tipo, si bien pueden 
ser diferentes los medios y fines del que falta a la 
verdad. La legislación penal en estos supuestos, si 
bien puede sostenerse que no protege la verdad en 
abstracto, podría mantenerse que el bien protegido 
común de todos ellos es el derecho a la verdad o el 
derecho a no ser engañados, que tienen las víctimas 
del delito frente al que intenta perjudicarles en as-
pectos concretos personales, familiares, profesiona-
les, patrimoniales, económicos o cualquier otro.

4. Algunas manifestaciones positivas del 
derecho a la verdad
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13 Art. 25. 2 CC.
14 Art. 76 CC.
15 Art. 141 CC.
16 Art. 756 causas 3ª y 5ª CC.
17 Art. 763 CC.
17 Art. 674 CC.
18 Art. 674 CC.

¿Existe en el ámbito penal un derecho del inves-
tigado a mentir? No existe tal derecho, como im-
propiamente se dice en ocasiones. La mentira en 
si misma es un mal y no existe un derecho a hacer 
el mal. Como sostiene el Tribunal Constitucional en 
la Sentencia  142/2009 de 15 de junio de 2009, «es 
cierto que este Tribunal ha afirmado que el imputa-
do en un proceso penal no está sometido a la obli-
gación jurídica de decir la verdad, sino que puede 
callar total o parcialmente o incluso mentir, en vir-
tud de los derechos a no declarar contra sí mismo 
y a no confesarse culpable (…) Ahora bien, de todo 
lo anterior no puede concluirse —como hacen los 
recurrentes— que los derechos a no declarar contra 
sí mismos y no declararse culpables en su conexión 
con el derecho de defensa consagren un derecho 
fundamental a mentir, ni que se trate de derechos 
fundamentales absolutos o cuasi absolutos, como 
se llega a sostener en la demanda, que garanticen 
la total impunidad cualquiera que sean las manifes-
taciones vertidas en un proceso, o la ausencia abso-
luta de consecuencias derivadas de la elección de 
una determinada estrategia defensiva». 

También en el ámbito del derecho privado encon-
tramos ejemplos. «La sentencia firme que declare 
que el interesado ha incurrido en falsedad, oculta-
ción o fraude en la adquisición de la nacionalidad 

española produce la nulidad de tal adquisición»13;  
«en los casos de error, coacción o miedo grave sola-
mente podrá ejercitar la acción de nulidad [del ma-
trimonio] el cónyuge que hubiera sufrido el vicio»14; 
«la acción de impugnación del reconocimiento [de 
la filiación] realizado mediante error, violencia o in-
timidación corresponde a quien lo hubiere otorga-
do»15; «son incapaces de suceder por causa de in-
dignidad (…) el que hubiese acusado al causante de 
delito para el que la ley señala pena grave, si es con-
denado por denuncia falsa (…) el que, con amenaza, 
fraude o violencia, obligare al testador a hacer tes-
tamento o a cambiarlo»16;  «será nulo el testamento 
otorgado con violencia, dolo o fraude»17; «el que con 
dolo, fraude o violencia impidiere que una persona, 
de quien sea heredero abintestato, otorgue libre-
mente su última voluntad, quedará privado de su 
derecho a la herencia, sin perjuicio de la responsabi-
lidad criminal en que haya incurrido»18;  «el que con 
dolo deje de presentar el testamento cerrado que 
obre en su poder dentro del plazo fijado en el ar-
tículo anterior [diez días siguientes a aquel en que 
tenga conocimiento del fallecimiento del testador], 
además de la responsabilidad que en él se determi-
na, perderá todo derecho a la herencia, si lo tuviere 
como heredero abintestato o como heredero o le-
gatario por testamento» y «en esta misma pena in-
currirán el que sustrajere dolosamente el testamen-
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to cerrado del domicilio del testador o de la persona que lo tenga en guarda o 
depósito y el que lo oculte, rompa o inutilice de otro modo, sin perjuicio de la 
responsabilidad criminal que proceda»19; «La partición hecha con preterición 
de alguno de los herederos no se rescindirá, a no ser que se pruebe que hubo 
mala fe o dolo por parte de los otros interesados; pero éstos tendrán la obliga-
ción de pagar al preterido la parte que proporcionalmente le corresponda»20; 
«quedan sujetos a la indemnización de los daños y perjuicios causados los que 
en el cumplimiento de sus obligaciones incurrieren en dolo»21; «la responsabi-
lidad procedente del dolo es exigible en todas las obligaciones. La renuncia de 
la acción para hacerla efectiva es nula»22; «en caso de dolo responderá el deu-
dor de todos los [daños y perjuicios] que conocidamente se deriven de la falta 
de cumplimiento de la obligación»23; «son rescindibles: (…) los celebrados en 
fraude de acreedores, cuando éstos no puedan de otro modo cobrar lo que se 
les deba»24; «los acreedores, después de haber perseguido los bienes de que 
esté en posesión el deudor para realizar cuanto se les debe, (…); pueden tam-
bién impugnar los actos que el deudor haya realizado en fraude de su dere-
cho»25; «Será nulo el consentimiento prestado por error, violencia, intimidación 
o dolo»26; «para que el error invalide el consentimiento, deberá recaer sobre la 
sustancia de la cosa que fuere objeto del contrato, o sobre aquellas condicio-
nes de la misma que principalmente hubiesen dado motivo a celebrarlo»27; 
«hay dolo cuando, con palabras o maquinaciones insidiosas de parte de uno 
de los contratantes, es inducido el otro a celebrar un contrato que, sin ellas, no 
hubiera hecho»28 ; «el que hubiese adquirido de mala fe las cosas enajenadas 
en fraude de acreedores, deberá indemnizar a éstos de los daños y perjuicios 
que la enajenación les hubiese ocasionado, siempre que por cualquier causa 
le fuera imposible devolverlas»29; etcétera.

19 Art. 713 CC.
20 Art. 1080 CC.
21 Art. 1101 CC.
22 Art. 1102 CC.
23 Art. 1107 CC.
24 Art. 1291.3ª CC.
25 Art. 1111 CC.
26 Art. 1265 CC.
27 Art. 1266 CC.
28 Art. 1269 CC.
29 Art. 1298 CC.
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Dice el Papa Francisco: «la realidad simplemente es, 
la idea se elabora.» Y en consecuencia «la realidad es 
superior a la idea. Esto supone evitar diversas formas 
de ocultar la realidad: los purismos angélicos, los to-
talitarismos de lo relativo, los nominalismos declara-
cionistas, los proyectos más formales que reales, los 
fundamentalismos ahistóricos, los eticismos sin bon-
dad, los intelectualismos sin sabiduría». (Papa Fran-
cisco. Evangelii Gaudium)

Con frecuencia la verdad es desfigurada por las ideo-
logías.  La ocultación por fines ideológicos de la ver-
dad es perversa pues busca la manipulación y, por 
tanto, utilización de las personas. La imposición de la 
ideología y su mantenimiento, una vez ha sido insti-
tucionalizada, se hacen ocultando la realidad por lo 
que la mentira se convierte en una forma de some-
timiento, incluso en una forma de gobernar, donde 
lo que predomina es el interés personal o del grupo, 
que queda escondido tras la máscara ideológica, que 
es adornado de ideas aparentemente altruistas. A 
uno de los maestros en el uso la manipulación y del 
engaño a gran escala con fines políticos, Goebbels, se 
le atribuye la frase «una mentira repetida mil veces 
acaba convirtiéndose en verdad» y a Lenin y Trotsky 
la frase «la mentira es un arma revolucionaria», por 
tanto, una herramienta al servicio del partido. Estos 
paladines de la instrumentalización de la mentira an-
teponen la ideología a la verdad. 

La ideología, como cualquier creación huma-
na, es más o menos acertada, y en todo caso es 
susceptible de cambio, transformación, adecua-
ción, alteración y, en general, de cualquier va-
riación, a diferencia de la verdad que, aunque 
pueda ser contemplada desde distintos puntos 
de vista y mejorado su conocimiento, es la que 
es. La ideología no pasa de ser una opinión, una 
elaboración, que suele encerrar un proyecto de 
futuro, una deseable ilusión, que, dependiendo 
del autor o del promotor, puede ser tenida como 
una propuesta o como una imposición. La prác-
tica totalidad de las dictaduras se autojustif ican 
en base a una ideología que promete un mundo 
mejor, pero la realidad demuestra, las más de las 
veces, que cuando llega la oportunidad de llevar 
la teoría a la práctica no llega a alcanzarse ese 
mundo idílico, y el sueño deseable pasa a con-
vertirse en pesadilla. Son numerosos los ejem-
plos vividos a lo largo de los siglos XX y XXI, en 
los que la imposición en la práctica de una ideo-
logía ha sido causa de gran sufrimiento para 
muchos pueblos y naciones y ha servido para 
justif icar genocidios y los crímenes más execra-
bles, para alcanzar ese mundo mejor que jamás 
llegó.  Pero el ideólogo, el promotor de la idea, 
o el ideologizado, cuando carecen de humildad, 
nunca aceptarán su equivocación por más evi-
dente que esta pueda ser.

5. Verdad e ideologías
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«la realidad simplemente es, la idea se elabora.» Y en consecuencia «la 
realidad es superior a la idea. Esto supone evitar diversas formas de ocultar 

la realidad: los purismos angélicos, los totalitarismos de lo relativo, los 
nominalismos declaracionistas, los proyectos más formales que reales, los 

fundamentalismos ahistóricos, los eticismos sin bondad, los intelectualismos 
sin sabiduría». (Papa Francisco. Evangelii Gaudium)
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Los intentos de alcanzar la paz han de apoyarse 
en la verdad. «Un diálogo en el que se busquen la 
paz social y la justicia es en sí mismo, más allá de 
lo meramente pragmático, un compromiso ético 
que crea nuevas condiciones sociales. Los esfuerzos 
en torno a un tema específico pueden convertirse 
en un proceso en el que, a través de la escucha del 
otro, ambas partes encuentren purificación y enri-
quecimiento. Por lo tanto, estos esfuerzos también 
pueden tener el significado del amor a la verdad.» 
(Francisco. Evangelii Gaudium)

Los actos basados en un cabal conocimiento de la 
verdad se perfeccionan cuando van acompañados 
de la bondad. La verdad desnuda, despojada de va-
lores éticos, solo es un frío dato, sin duda necesa-
rio, pero que puede ser bien o mal utilizado. La ver-
dad desnuda puede ser vehículo para un sinfín de 
sentimientos destructivos: tristeza, vanidad, rencor, 
ansias de venganza. También en sentido contrario 
puede ser el camino que conduzca a sentimientos 
deseables como el arrepentimiento, el perdón y, por 
ambos, a la reconciliación.

En las últimas décadas se considera como un obje-
tivo deseable, especialmente en las sociedades que 
han estado afectadas por guerras civiles u otros con-
flictos internos, la reconciliación y la recuperación 
de la paz perdida. A la hora de valorar la actuación 
de los contendientes en un conflicto la culpa no se 
puede repartir al cincuenta por ciento. Tampoco es 
cierto el dicho “dos no pelean si uno no quiere”. In-
tentar en un conflicto repartir las culpas o los mé-
ritos no es tarea fácil. La culpa puede proceder de 
una parte o de las dos, y en este caso con distinta 
intensidad. El conocimiento del pasado interesa al 
especialmente a la víctima de la injusticia y a sus 
descendientes.

Verdad y bondad son necesarios para la superación 
de los conflictos de forma definitiva y perdurable. La 
reconciliación de cualquier relación personal o so-
cial requiere, además de la verdad, ser restaurada 
con la caridad. La justicia sin verdad es injusticia y la 
verdad sin caridad puede convertirse en venganza. 
La reconciliación solo es posible si el victimario reco-
noce su culpa y existe un sincero arrepentimiento. 
Este es un primer paso imprescindible para resta-

blecer la paz, para una reconciliación definitiva, que 
sólo puede apoyarse en la asunción de la verdad. El 
recuerdo de los acontecimientos, fielmente ajusta-
dos a la verdad, es imprescindible para la reconci-
liación y reconstrucción de la paz. El conocimiento 
de la verdad se perfecciona con el arrepentimiento, 
que es un ejercicio de humildad, y con el perdón, 
que es un ejercicio de la virtud de la caridad, de bon-
dad hacia el otro. El conocimiento de la verdad de 
los hechos no puede limitarse a la víctima y victima-
rio, sino que ha saberse por la sociedad. Solo de esa 
forma se recuperará la dignidad de ambos.

Perdonar no implica olvidar el pasado y los aconte-
cimientos injustos. El olvido impide que se apren-
dan las lecciones del pasado y hace que los errores 
se repitan. El olvido no ha confundirse con el perdón 
y la reconciliación, al contrario, el perdón necesita 
de la memoria, saber exactamente qué se perdo-
na y a quién se perdona. El perdón es un antídoto 
que, frente al recuerdo doloroso, pone la razón por 
encima de los sentimientos. Anteponer la razón al 
sentimiento demanda un esfuerzo que se ve com-
pensado por la paz que se alcanza con el perdón. 
El perdón requiere generosidad y supone un ejerci-
cio de fortaleza. Por el contrario, el odio y el resenti-
miento, que busca la venganza, pone de manifiesto 
debilidad e infelicidad, antepone el sentimiento por 
encima del intelecto. La razón recomienda tomar 
la decisión más favorable, que, en estos casos, sin 
duda, es el perdón que conduce a recuperar el or-
den, la tranquilidad y la vida en paz, mientras que 
la venganza conduce a un círculo vicioso sin fin, a 
un continuar atado en el recuerdo amargo y en el 
sufrimiento.

Estos ejercicios deseables y convenientes de recon-
ciliación no son sencillos, requieren un esfuerzo tan-
to de la víctima como del victimario. Lo contrario al 
arrepentimiento y perdón, a ese ejercicio de humil-
dad y bondad, es el rencor y el odio, que clama ven-
ganza, que es incompatible con la paz, hace imposi-
ble la reconciliación y perpetúa el conflicto. 

Y, por último, no es suficiente con el perdón de la víc-
tima, hace falta también el resarcimiento del daño. 
La reconciliación tiene que ir de la mano de la justicia 
y de la reparación, sin las que habría impunidad. 

6. Verdad, paz, perdón y reconciliación
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La justicia necesita de la verdad, pues la justicia sin 
verdad es injusticia. «Tratándose de situaciones con-
flictivas, en las que sus protagonistas mantienen dis-
tintas versiones de los hechos, la verdad necesitará 
ser probada cumplidamente. Por tal razón hay que 
distinguir entre una verdad material, que hace refe-
rencia a cómo ha sido el acontecer de los hechos en 
la realidad, y una verdad procesal, que necesita ser 
alegada y probada en el procedimiento. Por tanto, 
pueden no ser coincidentes la verdad material y la 
verdad procesal, por falta de alegación o por falta de 
pruebas»30. En estos casos, como señala DÍEZ-PICA-
ZO: “El jurisconsulto y el juez no operan nunca sobre 
unos hechos como reales. No han presenciado nun-
ca el acontecer de tales hechos, sino que éstos per-
tenecen al pasado...  los hechos no constituyen una 
experiencia personal, sino una serie de afirmaciones 
(o de negaciones), de las que son receptores por vía 
de una comunicación31” O como añade: “así como 
el control de la legalidad del fallo es relativamente 
sencillo, el control de la facticidad es siempre muy 
difícil y, a veces, rigurosamente imposible.32” 

Con el instrumento público notarial los estados 
ofrecen a los ciudadanos una útil herramienta con 
la que dejar recuerdo de la verdad material, cristali-
zada y coincidente con la verdad documental. En el 
instrumento público notarial, «el notario opera sobre 
hechos presentes, que tienen lugar en su presencia, 
y de los que quedará recuerdo para el futuro»33. Por 
ello los documentos públicos autorizados por Nota-
rio «gozan de fe pública y su contenido se presume 
veraz e íntegro» (art. 17 bis de la Ley Orgánica del 
Notariado). Con los efectos sustantivos, probatorios 
y ejecutivos que el ordenamiento jurídico atribuye 
al documento notarial, no sólo se evitan los conflic-
tos, sino que llegado el caso se presta, como señala 
RODRÍGUEZ PIÑERO Y BRAVO FERRER34, “un ser-
vicio fundamental a la Administración de justicia”. 
Y añade: “la actuación del notario como fedatario 
público complementa y apoya la actuación judicial, 
coadyuvando al mismo fin que ésta: la solución jurí-
dica, previsible y lógica, de las pretensiones a través 
de las cuales se articulan los intereses sociales”. Por 
tanto, el instrumento público notarial, partiendo de 
la verdad, contribuye eficazmente a hacer realidad 
la justicia en la normalidad y a facilitar la labor juris-
diccional en caso de conflicto.

El instrumento público notarial circula en el tráfico 
jurídico con el sello o garantía oficial de que se ajus-
ta a verdad, a la voluntad libremente expresada de 
los otorgantes y que es acorde con el ordenamiento 
jurídico y por tanto haciendo realidad el valor justi-
cia en las relaciones jurídicas entre los particulares 
y frente a los terceros. La inmediación del notario 
con los otorgantes, el asesoramiento equilibrador, 
el control de legalidad y la redacción técnica son 
el fundamento de la presunción iuris tantum de la 
veracidad y legalidad del instrumento público. El 
ordenamiento jurídico, por ello concede al docu-
mento autorizado por notario, las presunciones de 
veracidad e integridad como resulta del art. 1218 Có-
digo Civil, y arts. 1, 17 bis y 24 de la Ley del Notariado. 
Así, el artículo 17 bis de la Ley del Notariado, dispone 
que los documentos autorizados por notario “gozan 
de fe pública y su contenido se presume veraz e ín-
tegro de acuerdo con lo dispuesto en esta u otras 
leyes”; conforme al artículo 1 LN, su contenido es 
«conforme a las leyes» y según el artículo 24 LN, «los 
notarios, en su consideración de funcionarios pú-
blicos, han «velar por la regularidad no sólo formal 
sino material de los actos o negocios jurídicos que 
autoricen o intervengan». «De los art. 17 LN, arts. 1, 
144, 145 RN, resulta que el otorgamiento del instru-
mento público ha de ajustarse a la voluntad expre-
sada por las partes, y la dación de fe conlleva las pre-
sunciones de legalidad, veracidad e integridad que 
solo cabe desvirtuar en virtud del correspondiente 
procedimiento judicial» (resolución de la Dirección 
General de Seguridad Jurídica y Fe Pública, sistema 
notarial, de 20 de enero de 2020).

7. Verdad y justicia
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Con los efectos sustantivos, 
probatorios y ejecutivos que el orde-
namiento jurídico atribuye al docu-

mento notarial, no sólo se evitan los 
conflictos, sino que, llegado el caso, 

se presta, como señala Rodríguez 
Piñero y Bravo Ferrer , “un servicio 

fundamental a la Administración de 
justicia”. 

30 Cavallé Cruz, Alfonso, Fundamentos de deontología notarial. Editorial Kinnamon 2020.
31 Díez-Picazo, Luis. Experiencias jurídicas y Teoría del Derecho. Pág. 226. Barcelona 1993 (reimpresión 1999). 
32 Díez-Picazo, Luis.  Experiencias jurídicas y Teoría del Derecho. Pág. 230. Barcelona 1993 (reimpresión 1999). 
33 Cavallé Cruz, Alfonso, Fundamentos de deontología notarial. Editorial Kinnamon 2020.
34 Rodríguez-Piñero Y Bravo-Ferrer, Miguel. La fé pública como valor constitucional. LA FE PÚBLICA. VV.AA., Madrid 1994.

* Este trabajo coincide, salvo en el último apartado, con el publicado en la obra colectiva “Prospectiva de la justicia transaccional en la cons-
trucción de la paz” publicada por la Conferencia de Ministros de Justicia de Iberoamérica – COMJIB
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INFANCIAS 
VULNERABLES, 

INTELIGENCIA ARTIFICIAL 
Y RESPONSABILIDAD 4.0:
Primeras aproximaciones

A lo largo del último siglo, la inteligencia artificial1 
(en adelante IA), ha logrado desarrollar tecnolo-
gías que abren nuevos caminos y horizontes en 
nuestro sistema económico, social y cultural, y 
que actúa como un catalizador de la investigación 
y la innovación, haciendo de la generación, alma-
cenamiento y procesamiento masivo de datos 
un sector económico independiente. Mas allá del 
efecto transformador económico, la IA ha impac-

tado en todos los sectores de la sociedad como 
telecomunicaciones, servicios financieros, distri-
bución, energía, industria, medios de comunica-
ción, administración, entre otros; pero especial 
análisis y profundización merecen, por su cuestio-
namiento ético y su impacto sobre los derechos 
humanos, los efectos que produce en los sectores 
sensibles y estratégicos de la sociedad tales como 
sanidad, educación, justicia y seguridad.

1. Introducción

1 No existe aún una definición formal y universalmente aceptada de Inteligencia Artificial. La Comisión Europea se ha referido recientemente a la IA 
como “sistemas de software (y posiblemente también hardware) diseñados por humanos que, ante un objetivo complejo, actúan en la dimensión 
física o digital, percibiendo su entorno, a través de la adquisición e interpretación de datos estructurados o no estructurados, razonando sobre el 
conocimiento, procesando la información derivada de estos datos y decidiendo las mejores acciones para lograr el objetivo dado. Los sistemas de IA 
pueden usar reglas simbólicas o aprender un modelo numérico, y también pueden adaptar su comportamiento al analizar como el medio ambien-
te se ve afectado por sus acciones previas”.
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El proceso de digitalización y disrupción tecnológi-
co debe ir acompañado de una fuerte protección de 
las desigualdades sociales, con el fin de eliminar las 
múltiples brechas que hoy persisten en la sociedad, 
identificando los grupos más vulnerables cuya si-
tuación se intensifica por el avance tecnológico. Así, 
se deben aumentar las competencias digitales de 
la población, en especial la de las personas en situa-
ción de exclusión social, caso contrario, la tecnología 
se transformará en otro mecanismo de poder y do-
minación social. Se debe impulsar el debate a nivel 
nacional e internacional sobre el desarrollo tecnoló-
gico de valores humanistas centrado en los objeti-
vos sociales de cada proyecto o avance tecnológico, 
priorizando a las personas y creando redes de cono-
cimiento y protección colaborativas. En este sentido, 
la IA representa un desafío para los Estados, ya que 
plantea desde el inicio un posicionamiento desigual 
de la sociedad frente a la tecnología. 

La IA tiene un enorme potencial, se puede usar para 
el bien, pero también se puede utilizar para crear 
grupos de influencia y manejo de otros grupos, en 
particular, y en lo que focalizaremos en este estudio, 
infancias que se presentan frente a la tecnología 
desprovistas de herramientas de protección por su 
escaso conocimiento de los vicios y riesgos tecno-
lógicos. El avance de las tecnologías de la comuni-
cación y la información y la IA, ha dado nacimiento 

a una nueva estructura de desigualdad social, ca-
racterística de la era digital: la vulnerabilidad social 
frente al desarrollo tecnológico. 

La pandemia mundial COVID-19 ha demostrado 
tanto lo vulnerables que somos, como lo interconec-
tados que estamos, por ello, debemos asegurarnos 
de tener mayor resiliencia y mejor preparación. El 
éxito dependerá de las herramientas y de las redes 
de protección que formemos para garantizar el ple-
no goce de los derechos fundamentales. Para ello, 
es primordial crear una comunidad multidisciplina-
ria de investigadores que comprendan realmente 
tanto los beneficios de la tecnología para el desa-
rrollo de una sociedad como la variedad de daños 
que derivan de los sistemas de IA y cómo comba-
tirlos con éxito. El desarrollo de un músculo colec-
tivo y resistente para la supervisión e identificación 
responsable de las discordancias y los sesgos, que 
procure la prevención del daño tecnológico es, sin 
lugar a dudas, uno de los desafíos de esta nueva 
era. A veinte años de la masificación de internet, del 
enamoramiento ciego de la libertad de expresión, y 
del pretendido efecto democratizador de la digita-
lización, internet se presenta hoy como un desafío 
para la protección de los derechos humanos, por-
que enquista y amplifica nuevas formas de poder, 
control, vigilancia, influencia, sesgo, manipulación y 
pérdida de autogobierno. En este escenario es indis-
pensable educar y educarse en la creación de una 
conciencia social de lo que significa el alfabetismo 
digital crítico que interactúe con las nuevas reglas 
del juego. Nuestros problemas son humanos, no 
podemos culpar a la tecnología y esperar a que nos 
salve de nosotros mismos, pero tampoco podemos 
especular con la autorregulación. La tecnología es 
agnóstica, no es buena ni mala, pero su creación es 
humana y su uso puede tener fines u objetivos que 
no propendan al bien común, que no tengan como 
objetivo fundamental el respeto y la defensa de los 
derechos humanos. El uso de la tecnología puede 
constituirse en un problema o en una posibilidad; 
puede alienar, cosificar, destruir, marginar o puede 
potenciar la superación, el progreso, el confort y el 
bienestar. Por ello, necesitamos usarla para el bien 
común y así equilibrar el impacto tremendo que 
está teniendo en manos privadas.

La IA tiene un enorme 
potencial, se puede usar para 
el bien, pero también se puede 
utilizar para crear grupos de 
influencia y manejo de otros 
grupos. (...) El avance de las 
tecnologías de la comunicación 
y la información y la IA, ha 
dado nacimiento a una nueva 
estructura de desigualdad social, 
característica de la era digital: 
la vulnerabilidad social frente al 
desarrollo tecnológico.
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La reforma constitucional de 1994, al otorgar jerar-
quía superior a los tratados de derechos humanos 
consagrados en el art. 75 inciso 22, robusteció la no-
ción de persona2 en cuanto reconoce expresamente 
el derecho de todo ser humano a la vida, a la liber-
tad y a la integridad de su persona (física, psíquica 
y moral) así como la protección de su honra, su re-
putación y su vida privada, y su salud. Se trata de 
“derechos y garantías que son inherentes al ser hu-
mano, que tiene derecho al reconocimiento de su 
dignidad”. Las XIII Jornadas Nacionales de Derecho 
Civil (Buenos Aires, 1991) declararon en este sentido 
que “en el Derecho moderno, prospectivamente, la 
inviolabilidad de la persona irá reemplazando a la 
concepción de la inviolabilidad de patrimonio”; ello, 
porque “la sociedad contemporánea tiende a susti-
tuir la lógica propietaria” por otra conectada “con la 
posición jurídica de la persona en el ámbito de la so-
ciedad.3” De la inviolabilidad de la persona humana 
resulta la reparabilidad del daño como multifacética 
realidad existencial que no se reduce a lo meramen-
te económico, sino que combina naturaleza y espí-
ritu, animalidad y libertad implantada en la raciona-
lidad, y tiene como eje, su proyecto vital, libremente 
elegido, según el llamado de su vocación4.

La persona humana es el centro del ordenamiento 
jurídico y el eje de protección de los Estados quienes 
basan el reconocimiento de los derechos humanos 
en la dignidad humana como factor determinante 
del respeto de la igualdad, la no discriminación, la 
tolerancia y la libertad. Los derechos civiles, econó-
micos, sociales y culturales están profundamente 
conectados y constituyen una red multifuncional de 
garantía y justicia5. 

El estudio de la vulnerabilidad social se ha desarro-
llado desde un enfoque multidisciplinar, lo que brin-
da la posibilidad de estudiar los grupos vulnerables 
desde diferentes perspectivas metodológicas, y a 
distintas escalas, apareciendo así numerosas líneas 
de investigación que se abordan desde este enfo-
que6. El vocablo “vulnerabilidad” expresa tanto la ex-
posición al riesgo como la medida de la capacidad 
de cada persona para enfrentarlo a través de una 
respuesta7 inmediata. 

En una primera aproximación, podríamos decir que 
la vulnerabilidad es una condición humana frente 

2. Derechos humanos y vulnerabilidad objetiva    

2 Alterini, Atilio A., Rumbos Actuales del Derechos Daños, LL, 2008-E, 1295.
3 Alpa Guido, y Bessone, M., I fatti illecitti, en Rescigno, P., “Trattato di Diritto Privato”, t.VI, Torino, 1985, p.1. 
4 Fernández Sessarego, C., Nuevas tendencias en el Derecho de las Personas, Lima, 1990, p. 276; Deslinde conceptual entre daño a la 
persona, daño al proyecto de vida y daño moral, en Espinoza Espinoza, J. (director), “Responsabilidad Civil. Nuevas tendencias, unificación y 
reforma. Veinte años después”, Lima, 2005, p- 107.
5 Salierno, Karina Vanesa, Vulnerables Digitales en “Derecho y Tecnología. Aplicaciones Notariales”, Ed. Ad Hoc, 2020. 
6 Diego Sánchez-González y Carmen Egea-Jiménez, Enfoque de vulnerabilidad social para investigar las desventajas socio ambientales. Su 
aplicación en el estudio de los adultos mayores, http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S1405-74252011000300006
7 http://hum.unne.edu.ar/revistas/geoweb/Geo2/contenid/vulner6.htm

En una primera aproximación, 
podríamos decir que la 

vulnerabilidad es una condición 
humana frente a la cual, algunos 
tienen herramientas de reacción, 

recuperación y reconstrucción 
y otros no , porque presentan 
dificultades para alcanzar la 
resistencia frente a factores 

de riesgo, y no les basta con la 
libertad e igualdad declamada 

para todos sino que son necesarias 
medidas extraordinarias de 

compensación del desequilibrio 
que sufren.
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a la cual, algunos tienen herramientas de reacción, 
recuperación y reconstrucción y otros no, porque 
presentan dificultades para alcanzar la resistencia 
frente a factores de riesgo, y no les basta con la liber-
tad e igualdad declamada para todos sino que son 
necesarias medidas extraordinarias de compensa-
ción del desequilibrio que sufren. 

Una persona se encuentra en situación de vulnera-
bilidad cuando, por una causa o por una conjunción 
de causas, no está en condiciones de igualdad real 
frente a otras, para ejercer con plenitud sus dere-
chos8. La realidad nos muestra que existen distin-
tos grupos en la sociedad que se encuentran al-
canzados no sólo por una causa de exclusión, sino 
por muchas, que se presentan como capas que se 
superponen, que derivan de las relaciones sociales, 
históricas, económicas y culturales y que en definiti-
va operan como estructuras del poder. 

Entonces, en este análisis, utilizaremos el criterio 
de interseccionalidad9 para reflexionar sobre como 
la tecnología contribuye al desarrollo de una capa10 
más de vulnerabilidad en ciertos grupos ya margi-
nales y al nacimiento de una calidad objetiva o au-
tónoma en grupos ajenos a este conflicto. Entonces 
diremos que hay grupos vulnerables, que por sus 
condiciones socioculturales, su origen étnico, su gé-
nero, su edad, su discapacidad o enfermedad o bien, 
por una combinación de factores, se encuentran en 
mayor grado de exposición y desprotección frente 
al riesgo tecnológico porque viven una realidad con 
mayores impedimentos para el disfrute igualitario 
y pleno de sus derechos fundamentales en iguales 

condiciones con los demás. En definitiva estos gru-
pos presentan ineptitud para identificar el riesgo 
tecnológico y enfrentar y prevenir el daño, lo que 
supone una incapacidad de respuesta inmediata o 
inhabilidad subjetiva para adaptarse rápidamente.
Las personas pueden ser vulnerables por factores 
endógenos o por factores exógenos o por su com-
binación de dos o más causas que las hace aún más 
endebles y por ello, susceptibles de mayor protec-
ción11. Son personas vulnerables por su condición 
física o personal: los niños12 por su fragilidad física 
y su inmadurez (física y jurídica) a la que se puede 
sumar su fragilidad social, si pertenecen a un grupo 
minoritario, detenido o migrante o en un conflicto 
armado; las mujeres13 cuya vulnerabilidad se incre-
menta si son niñas, o pertenecen a comunidades 
indígenas; las personas con capacidad restringida o 
discapacidad14;  los adultos mayores15, los que perte-
necen a minorías sexuales16, y las pertenecientes a 
pueblos originarios o minorías raciales. 

Pero también son vulnerables, independientemen-
te de su pertenencia a uno o más de los grupos 
mencionados, todas aquellas personas que se rela-
cionan con internet, ya que la percepción sensorial 
del mundo analógico se encuentra tamizada por 
una determinada realidad digital cuya característi-
ca principal es la masificación del procesamiento de 
datos de forma ilimitada cuyo objetivo económico 
se encuentra enmascarado detrás de la pretendida 
gratuidad del servicio. Así, se crean nuevos riesgos, 
nuevas formas de poder y en consecuencia, de sa-
tisfacción desigual de necesidades fundamentales 
y en definitiva, de exclusión y de marginación.

8 Concepto de persona en situación de vulnerabilidad en 100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en situación de vul-
nerabilidad. XIV Cumbre Judicial Iberoamericana, 4 al 6 de marzo de 2008.
9 La interseccionalidad es un término acuñado por primera vez en 1989, por la abogada feminista y defensora de los derechos humanos 
Kimberlé Williams Crenshaw, que es profesora de la Escuela de Derecho de UCLA y de la Facultad de Derecho de Columbia especializada 
en cuestiones de raza y género. Nació́ en Cantón, Ohio, en 1959, recibió́ un BA de Cornell en 1981, un JD de Derecho de Harvard en 1984, una 
Maestría en Derecho de la Universidad de Wisconsin-Madison en 1985, y ha sido parte de la Universidad de California, Escuela de Los Ángeles 
de Facultad de Leyes desde 1986.
10 Decimos entonces que la interseccionalidad es el término que se utiliza para describir la “simultaneidad de la opresión”, el “solapamiento de 
opresiones”,  o el “entrelazamiento de opresiones” .
11 Armella, Cristina N., Salierno, Karina V. y otros, El notario. Ciencia, técnica y arte al servicio de las personas más vulnerables. UINL, Primer 
Premio de Investigación Jurídica de la UINL sobre personas con discapacidad, personas mayores, inmigrantes, infancia, refugiados u otros 
grupos que se encuentran en situación de vulnerabilidad. FEN, 2019. 
12 Corte IDH, OC-17/02, Corte IDH, Masacre de las Dos Erres vs. Guatemala; Corte IDH, Rosendo Cantú et al. vs. México, Corte IDH, Instituto de 
Reeducación del Menor vs. Paraguay; Corte IDH, Bulacio vs. Argentina; Corte IDH, Hermanos Gómez Paquiyauri vs. Perú́; Corte IDH, Masacre 
de Santo Domingo vs. Colombia; Corte IDH, Masacre de las Dos Erres vs. Guatemala, Corte IDH, Masacres de Ituango vs. Colombia,
13  Corte IDH, Rosendo Cantú vs. México, Corte IDH, González et al. (Campo Algodonero) vs. México; Corte IDH, Masacre de las Dos Erres vs. 
Guatemala; Corte IDH, Gelman vs. Uruguay, Corte IDH, Niñas Yean y Bosico vs. República Dominicana, Corte IDH, Rosendo Cantú vs. México, 
; Corte IDH, Masacres de Rio Negro vs. Guatemala; Corte IDH, Plan de Sánchez vs. Guatemala, Corte IDH, González et al. (Campo Algodonero) 
vs. México, Corte IDH, Rosendo Cantú vs. México, ; Corte IDH, TiuTojin vs. Guatemala, 
14  Corte IDH, Ximenes Lopes vs. Brasil, Corte IDH, Furlán y familia vs. Argentina, Corte IDH, Artavia Murillo (Fecundación in vitro) vs. Costa Rica.
15 Sentencia Poblete Vilches y familiares vs. Chile. 2018. 
16 CIDH Atala Rifo. Vs. Chile. o Cantú vs. México.
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El desarrollo tecnológico impulsa al pensamiento ju-
rídico a edificar una teoría del derecho vinculada con 
la tecnología, pero comprometida con los derechos 
humanos. Esta coyuntura reclama de los profesiona-
les del derecho, una “consciencia tecnológica”, tér-
mino acuñado por Vittorio Frosini17 para apelar a una 
actitud reflexiva, crítica y responsable ante los nuevos 
problemas que, en las diversas esferas del acontecer 
social, suscita la tecnología, y ante los que ni el dere-
cho, ni quienes lo aplican o lo estudian, pueden per-
manecer insensibles. En palabras de Guido Alpa:

…El espacio cibernético y los sistemas de navegación 
dentro de él no parece diferir, salvo en la técnica y en 
la materia, de otros espacios a los que se ha dedi-
cado el jurista, tales como el espacio marítimo, o el 
aéreo, o el espacial …

Sin embargo, las características específicas del obje-
to de estudio, su potencial masificación y expansión 
transfronteriza de intercambios económicos a nivel 
mundial, no permiten una reducción positiva y pue-
den llegar a ser cuna de una verdadera codificación 
digital o del denominado cyberlaw mundial, que es 
el que marcará el horizonte jurídico de internet. 

Es necesario, sin lugar a dudas, un cambio en la ela-
boración y proyección normativa que sea más ágil y 
que acompañe el crecimiento exponencial de las ac-
tividades automatizadas que las nuevas tecnologías 
propician, como una verdadera red de contención, 
contrapesos y garantías frente a la situación de vul-
nerabilidad de los derechos humanos ante el avance 
del poder tecnológico. Este camino, debe ir acom-
pañado de alfabetización digital para una sociedad 

ligada a la traducción digital-analógica, con el fin de 
unificar y hacer más comprensible tanto el vocabu-
lario y el léxico, como la propia semántica y sintaxis 
regulatorias de cuanto tiene que ver con la lógica al-
gorítmica en que se basa la IA. Debemos romper con 
preconceptos que vinculan la regulación y el derecho 
como un freno al avance tecnológico e insistir en una 
mayor reflexión sobre la estocástica en clave episte-
mológica y de la ética como base de construcción de 
la “conciencia tecnológica”. Dentro de los objetivos 
de la estrategia nacional de IA de España18 se esta-
blece con la denominación de “IA inclusiva y sosteni-
ble”, la necesidad de potenciar la IA como vector tras-
versal para afrontar los grandes desafíos de nuestra 
sociedad, específicamente para reducir la brecha de 
género, la brecha digital, apoyar la transición ecoló-
gica y la vertebración territorial. Este objetivo está en 
línea con la Agenda19 2030 adoptada por la Asamblea 
General de Naciones Unidas y con la recomendación 
de la organización para la Cooperación y el Desarro-
llo Económicos (OCDE), para que la acción pública 
integre las esferas económica, social y ambiental. En 
esta línea, incorpora la necesidad de que el diseño de 
estos sistemas sea robusto, seguro e imparcial, para 
avanzar hacia una IA fiable, explicativa, transparente 
e inclusiva que asegure el cumplimiento de los de-
rechos fundamentales y de la regulación aplicable, 
así como el respeto de los principios y valores funda-
mentales, y tenga en cuenta las aspiraciones colecti-
vas de la ciudadanía. 

Indudablemente, la actividad tecnológica impacta 
en el progreso de toda sociedad, pero su carácter co-
mercial la proyecta hacia la satisfacción de intereses 
de determinados grupos, que utilizan la información 

3.	 Desarrollo tecnológico, procesamiento 		
	 de datos y vulnerabilidad objetiva

17 Frosini, Vittorio, L’orizzonte giuridico dell’internet, en “Il diritto dell’informazione e dell’informatica” , año XVI, fasc. 2, 2000, pp. 271-280. Tra-
ducido del italiano por Juan F. Sánchez Barrilao. https://www.ugr.es/~redce/REDCE28/articulos/08_FROSINI.htm
18 https://www.ciencia.gob.es/portal/site/MICINN/menuitem.26172fcf4eb029fa6ec7da6901432ea0/?vgnextoid=70fcdb77ec929610VgnVCM-
1000001d04140aRCRD
19 La Agenda implica un compromiso común y universal, no obstante, puesto que cada país enfrenta retos específicos en su búsqueda del 
desarrollo sostenible, los Estados tienen soberanía plena sobre su riqueza, recursos y actividad económica, y cada uno fijará sus propias metas 
nacionales, apegándose a los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), dispone el texto aprobado por la Asamblea General.
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recolectada para direccionar conductas humanas, lo 
cual degenera en un marcado consumismo que deja 
atrás las necesidades prioritarias de la mayoría de los 
seres humanos, una mayoría que queda marginada 
y sin posibilidades de acceso a todo aquello que se 
presenta como nuevo20. La creciente disponibilidad y 
diversidad de datos accesibles en línea es uno de los 
mayores impulsores de la IA. Es necesaria una gran 
cantidad de datos para nutrir a los softwares y darles 
autonomía. Vivimos en una economía de datos que 
absorbe casi cualquier aspecto de la información per-
sonal, nombre, teléfono, dirección, historial de nave-
gación, correos electrónicos, mensajes de voz, huella 
dactilar, reconocimiento facial, ubicación en tiempo 
real, etc. Estos datos conforman una unidad procesa-
ble que se transforma en un producto comercializable 
en los mercados emergentes de predicción y modi-
ficación del comportamiento humano. Las aplicacio-
nes recolectan datos personales, religiosos, políticos, 
de ocio, de salud, datos de ayer, de hoy y de mañana, y 
tienen acceso a nuestra autocensura, conocen lo que 
se envía a la papelera, lo que nos gusta y disgusta, el 

tiempo que pasamos prestando atención, los libros 
que leemos, las películas que vemos, los intereses que 
tenemos, tienen acceso a nuestra identidad en sen-
tido amplio, a nuestra geolocalización, nuestras co-
midas, y nuestras salidas. Como lo explica el profesor 
Cass Susntein21, lo que le sucede al ser humano es una 
cuestión de inconsciente elección, es decir, elegimos 
no elegir, cuando aceptamos los servicios en línea de 
forma predeterminada, o los términos y condiciones 
de la suscripción de un servicio en línea; o permane-
cer geo localizados constantemente, y cuando acep-
tamos compartir nuestra ubicación, etc., en definitiva, 
aceptamos no elegir. 

Comprender el valor de la libertad de elección, tam-
bién es un desafío que nos plantea el desarrollo tec-
nológico. La libertad de elegir y el valor que tiene la 
posibilidad de elegir, representa alejarnos de la como-
didad de no pensar y seguir un instinto de aceptación. 
Nuestra capacidad para tomar decisiones es funda-
mental para la elección del plan de vida como sus-
tento de nuestra libertad y es esencial para los valores 
políticos de las naciones que la protegen. 

Al seguir nuestras opciones predeterminadas, nos 
ahorramos los costos de tomar decisiones activas. 
Al establecer esas opciones, los gobiernos y las cor-
poraciones dictan los resultados para cuando deci-
damos por defecto. Esta es una de las formas más 
importantes en las que afectan el cambio social, 
pero apenas estamos comenzando a comprender 
el poder y el impacto de las reglas predeterminadas. 
Cuando Google, Facebook y otros algoritmos22 se 
conviertan en oráculos omniscientes, bien podrían 
evolucionar para convertirse en representantes y fi-
nalmente en soberanos23. Inicialmente el algoritmo 
se nos presenta como oráculo, pero el éxito de su 
evolución dependerá de cuanto pueda controlar 
nuestras decisiones. Estamos frente a una cultura 
de sobre exposición de datos sensibles, así cedemos 
parte de nuestra autonomía a un tercero, estamos 
frente al alumbramiento de un grupo homogéneo 

20   https://www.redalyc.org/pdf/4418/441846104007.pdf
21 Sunstein, Cass. R., Choosing not to choose. Understandig the value of choise, Oxford University Press, New York, 2015.
22 Los algoritmos son un conjunto de instrucciones para solucionar un problema. Los mismos han ido haciéndose más complejos con el 
tiempo, pasando de ser estáticos, en el sentido de que los programadores diseñaban ya en los mismos los criterios para tomar las decisiones, 
a ser dinámicos, en el sentido de que los algoritmos denominados de aprendizaje automático (machine learning) tienen la capacidad de 
aprender con el tiempo de los datos y experiencias para tomar decisiones por sí mismos, generando sus propias instrucciones que ya no son 
las iniciales del programador. Granero, Horacio, R., Inteligencia Artificial y Justicia Predictiva (¿puede la inteligencia artificial determinar si 
tengo razón o no en un juicio?, e “Inteligencia Artificial y Derecho, un reto social”, Ed. elDial.com, 2020.
23 Bostrom, Nick, Superintelligence: Paths, Dangers, Strategies, Oxford, Oxford University Press, 2014. 
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de vulnerables digitales que deciden no decidir 
frente a las elecciones predeterminadas que ofre-
ce internet. No hay duda que las redes sociales y los 
motores de búsqueda son un colector inagotable 
de datos de nuestra vida en línea.

Y esto es solo el principio. Pronto los libros nos 
leerán mientras los leemos. Y mientras nosotros 
olvidamos rápidamente la mayor parte de los 
que leímos, Amazon nunca olvidará nada. Di-
chos datos le permitirán elegir libros para el lec-
tor con pasmosa precisión. También le permitirá 
saber con exactitud quienes somos, y cómo co-
nectarnos y desconectarnos24.

La privacidad de los datos parece cada vez más un 
bien escaso y la transferencia de la autoridad de los 
humanos a los algoritmos está sucediendo como 
una decisión consciente e inconsciente. La comple-
jidad y extensión de los términos y condiciones de 
las suscripciones de servicios en línea tienen como 
consecuencia la aceptación tácita de todo el conte-
nido. El mercado de la inteligencia artificial está cre-
ciendo exponencialmente, y las empresas requieren 
de este tipo de servicios porque le brindan el mayor 
campo de predicción de comportamiento humano. 
La identificación facial disponible en nuestros telé-
fonos celulares para el acceso al dispositivo o para 
configurar un perfil en un juego en línea, significa 
incorporar a la red datos biométricos que sumados 
a nuestros movimientos en línea, configuran hue-
llas digitales constantes de nuestras preferencias, 
gustos y disgustos. En este aspecto, por ejemplo, 
los teléfonos inteligentes tienen aproximadamen-
te 14 sensores incluidos (accelerometer, gyroscope, 
magnetometer, proximity, ligth sensor, barometer, 
touch Sense, GPS, Wifi, Bluetooth, GSM Cell, Near 
Field, Camera front, Camera Back), que bajan y 
actualizan nuestra información de manera cons-
tante. De esta forma estamos siendo preseleccio-
nados, etiquetados y colocados en un tipo de perfil 
de consumidor, el algoritmo aprende estrategias de 

márketing, basados en gustos personales que van 
delineando un perfil de consumo. La inteligencia 
artificial es un paraguas de algoritmos que inclu-
ye, biometría, reconocimiento facial, predicción de 
comportamientos e intervención en toma de deci-
siones humanas.

En este proceso es necesario identificar el riesgo 
de discriminación y de parcialidad que representan 
estas herramientas que ponen en peligro la satis-
facción plena de los derechos humanos fundamen-
tales. Por ello, en todo desarrollo tecnológico tanto 
los Estados como los particulares deben enfocarse 
en el respeto de los derechos humanos, la no dis-
criminación, la calidad, seguridad, transparencia en 
la inteligencia artificial y en el principio de autogo-
bierno o autodeterminación informativa, en el con-
sentimiento informado dinámico del usuario o con-
sumidor y, en definitiva, en el uso de la tecnología 
bajo estrictos controles de seguridad informática. Es 
responsabilidad de los sectores privados desarrollar, 
diseñar e implementar, sistemas de algoritmos que 
deben ejercitar diligentemente el respeto de los de-
rechos humanos.    

Al decir de Corvalán citado por Granero25:
… para que el desarrollo de la IA sea realmente 
compatible con un “modelo de derechos hu-
manos”, es preciso impulsar una regulación que 
incorpore una serie de principios que en gran 
medida se vinculan con tres categorías: digni-

24   Harari, Yuval Noah, Homo Deus, breve historia del mañana, traducción de Joandomenec Ros, 14 ed. Penguin Random House Grupo 
Editorial, 2020. 
25  Granero, Horacio R. Un futuro de participación entre humanos y algoritmos inteligentes, capítulo 15, en, “El Derecho de las TIC en Ibe-
roamérica Obra Colectiva de la Federación Iberoamericana de Asociaciones de Derecho e Informática” página 1133.

La complejidad y extensión 
de los términos y condiciones 

de las suscripciones de 
servicios en línea tienen como 

consecuencia la aceptación 
tácita de todo el contenido. 

Notariados de América 2024				    Argentina



28

dad algorítmica, identidad algorítmica y vulne-
rabilidad algorítmica como una derivación de 
la denominada dignidad digital (que a su vez se 
integra por la identidad digital) de las personas 
humanas en el mundo digital. Se trata, en esen-
cia, de hacer más robusto el sistema de protec-
ción a partir de incorporar al bloque de juridici-
dad una serie de principios generales tendientes 
a regularla…

La economía de datos se basa en un modelo de 
negocio poco ético, sin ningún límite y que hemos 
dejado que prolifere a su gusto, sin consecuencias. 
Es tan difícil guardar de forma segura los datos y 
tan fácil usarlos mal que es muy ingenuo pensar 
que toda esa información siempre se usará para 
el bien. Stephen Hawking advirtió de que la inte-
ligencia artificial (IA) podría significar el fin de la 
civilización. Pero, para muchos investigadores de 
inteligencia artificial, estos debates parecen estar 
a la deriva. La IA ya está evaluando a los candida-
tos para puestos de trabajo, diagnosticando enfer-
medades e identificando a sospechosos de delitos. 

Pero en vez de ayudar a que estas decisiones sean 
más eficaces o justas, a menudo perpetúa los ses-
gos de los humanos en cuyas opiniones se entrenó. 
Las amenazas se superponen, independientemen-
te de si se trata de vigilancia predictiva y evaluación 
de riesgos a corto plazo, o de sistemas más avanza-
dos y escalados a largo plazo. Frente a este escena-
rio, nos preguntamos ¿Cómo se diseña un sistema 
capaz de comprender y aplicar los valores de una 
sociedad? ¿Quién tiene la responsabilidad de esta-
blecer esos valores? 

La inclusión de la ética en la IA debe ser un fin priori-
tario de las empresas y de los Estados. Fruto de esta 
preocupación, el Parlamento Europeo realizó un in-
forme sobre robótica en 2017 llamado Código Ético 
de Conducta y, recientemente (diciembre de 2018), 
ha publicado el primer borrador de la Guía Ética para 
el uso responsable de la Inteligencia Artificial. 52 
expertos han escudriñado y exprimido los rincones 
de la problemática, centrándose en el ser humano 
siempre bajo la luz de la defensa de los derechos fun-
damentales.

En principio, la brecha digital en materia de acceso 
a internet y al efectivo goce de los servicios que brin-
da la nueva tecnología, como también el acceso al 
software y al hardware,  sigue siendo un problema 
de política pública. No cabe duda que en la última 
década el acceso a internet y a los dispositivos se ha 
incrementado, pero no resulta suficiente. Los niños 
no tienen las mismas condiciones de acceso a inter-
net en todos los lugares del mundo, lo que provoca 
entonces una brecha digital que impide que todos 
los niños satisfagan sus necesidades en línea de la 
misma forma y con las mismas herramientas.

En el cuarto trimestre de 2019, se registró que el 
60,9% de los hogares urbanos tiene acceso a com-
putadora y el 82,9%, a internet. Además, los datos 
muestran que, en la Argentina, 84 de cada 100 per-
sonas emplean teléfono celular y 80 de cada 100 uti-
lizan internet26. El uso de internet se extiende en la 
población urbana de los distintos aglomerados, ya 
que, en promedio, 80 de cada 100 personas utilizaron 
internet en los últimos 3 meses. Algunos niños que 
se conectan en línea por primera vez, descubren un 
espacio digital en el que su idioma, su cultura y sus 
preocupaciones son notables por su ausencia. Según 

4.	 Desarrollo tecnológico, vulnerabilidad 	
	 subjetiva, IA e infancias vulnerables

26   Acceso y uso de tecnologías de la información y la comunicación. EPH. Principales indicadores del Módulo de acceso y uso de tecnologías 
de la información y la comunicación. Cuarto trimestre de 2019. https://www.indec.gob.ar/uploads/informesdeprensa/mautic_05_20A36A-
F16B31.pdf
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datos de la Unión Internacional de Telecomunicacio-
nes (UIT), la agencia de Naciones Unidas para la co-
municación y las nuevas tecnologías, tan solo un 51% 
de la población mundial está conectado a internet: 
más del 85% en las regiones desarrolladas (Europa, 
Norteamérica), pero menos del 40% en regiones más 
pobres (como África). El avance de la tecnología en 
este sentido, ha transferido las categorías de inclu-
sión y exclusión a otras dimensiones. Entre los obje-
tivos de desarrollo sostenible (ODS) elaborados en el 
marco de la agenda 2030 de la ONU, se incluye en el 
Objetivo 9 de Industria, innovación e infraestructura:

Trabajar para reducir la brecha digital y garantizar el 
acceso igualitario a la información y el conocimiento 
que se transmite por las redes.

Las principales razones que explican la desigualdad 
en la conexión a internet están relacionadas con la 
falta de recursos económicos: muchos países y re-
giones no disponen de una infraestructura de tele-
comunicaciones adecuada (especialmente en las 
zonas rurales).  Sin embargo, también es importante 
invertir en la formación de personal cualificado que 
sepa gestionar esta infraestructura, hacer funcio-
nar los equipos de nuevas tecnologías y, sobre todo, 
transmitir este conocimiento y habilidades tecnoló-
gicas a otras personas. La falta de igualdad en el ac-
ceso a las TIC es una preocupación clave en materia 
de derechos humanos en muchos países del mundo. 
Estas desigualdades persistentes deben ser motivo 
de gran preocupación, para hacer frente a los inmen-
sos desafíos del siglo XXI hace falta toda la ciencia y 
energía necesaria, por lo que el mundo no puede pri-
varse del potencial, la inteligencia y la creatividad de 
miles de personas. 

La pandemia mundial ha impactado en factores am-
bientales, sociales y económicos, y en la infancia, y el 
cierre de los colegios produjo la transición a entornos 
de aprendizaje virtuales. Así, aumentó el tiempo que 
los niños pasan en internet y se transformó en lugar 
común para divertirse, socializar y estudiar. Esta si-
tuación fue terreno fértil para el cyberbullying, el ci-
beracoso, el perfilamiento y el adoctrinamiento. Los 
niños, niñas y adolescentes representan el tercio de 

los usuarios online y son los más vulnerables frente a 
la tecnología, ya que en etapa de desarrollo, la inteli-
gencia artificial moldea la educación de los niños, a 
través del lenguaje (interacción con Alexa o con Siri) y 
los sistemas de recomendación de YouTube o TikTok, 
que terminan ofreciendo “una” visión del mundo. El 
paso del oráculo al soberano, como explica Harari27, 
es aún más preocupante en la infancia, ya que las he-
rramientas de reacción y resistencia, recién se están 
desarrollando en la personalidad de cada niño. Los 
niños podrían abandonar sus propios juicios psicoló-
gicos o decisiones importantes y confiar en la deci-
sión tomada por la IA. Es por ello que UNICEF creó 
un conjunto de recomendaciones diseñadas para 
ayudar a los gobiernos y a las empresas a desarrollar 
políticas de IA que tengan en cuenta en especial las 
condiciones y necesidades de los niños, en donde se 
complementaron los documentos existentes en ma-
teria de desarrollo de la IA, la Convención de los De-
rechos del Niño y los tratados de derechos humanos, 
y los adaptó a la infancia. Asimismo, la Academia de 
Inteligencia Artificial de Pekín publicó en septiembre 
de 2020, un conjunto de principios de inteligencia ar-
tificial para niños28, un año después de que se pre-
sentaran los Principios sobre la IA de Pekín, en donde 
China empezó a preocuparse por la ética de la IA. En 
este documento se afirmó que el desarrollo de la IA 
en niños debe respetar los siguientes valores: digni-
dad, desarrollo evolutivo, confianza y prioridad. La in-
vestigación, desarrollo y uso de la IA debe priorizar las 
necesidades y los intereses particulares de los niños 
y una adecuada protección de sus derechos funda-
mentales. 

La idea de que la conectividad digital transforma la 
educación abrió las puertas a nuevas posibilidades. 
Las empresas ponen a prueba y tratan de ampliar 
nuevos productos y servicios digitales en el sector 
educativo. Los niños consideran la conectividad digi-
tal como una parte enormemente positiva para sus 
vidas. Su entusiasmo, fascinación y motivación a la 
hora de conectarse es un reflejo del poder y el poten-
cial claros que estas herramientas ofrecen, no solo 
para mejorar su vida cotidiana sino también para 
ampliar sus posibilidades de un futuro mejor. Para 
los niños que viven con discapacidades, la conectivi-

Principios sobre la IA de Pekín, en donde China empezó a preocuparse 
por la ética de la IA. En este documento se afirmó que el desarrollo de la IA 
en niños debe respetar los siguientes valores: dignidad, desarrollo evolutivo, 
confianza y prioridad.

27  AHarari, Yuval Noah, op. cit. p. 12.
28  https://www.baai.ac.cn/ai-for-children.html
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dad puede significar un salto cualitativo y significar 
la diferencia entre la exclusión social y la igualdad de 
oportunidades. Para otros puede significar mante-
nerse en contacto con los miembros de su familia y 
mayores posibilidades de encontrar empleo y opor-
tunidades educativas en un país extranjero. Las he-
rramientas tecnológicas pueden equilibrar condicio-
nes, pero también pueden intensificar riesgos, como 
es el caso de uso y abuso de datos personales, perfi-
les sexuales, delitos contra la dignidad e integridad 
sexual de los menores.

Internet es todas estas cosas, que reflejan y amplifi-
can lo mejor y lo peor de la naturaleza humana. Es 
una herramienta que siempre se usará para hacer 
el bien y para hacer el mal. Nuestra labor consiste 
en mitigar los daños y ampliar las oportunidades 
que la tecnología digital hace posible … Al proteger 
a los niños contra lo peor que la tecnología digital 
puede ofrecerles, y al ampliar su acceso a lo mejor, 
podemos inclinar la balanza hacia una experiencia 
de mayor calidad29.

La decisión 276/1999CE, del Parlamento Europeo y 
del Consejo Europeo, del 25 de enero de 1999, apro-
bó un plan plurianual de acción comunitaria para 
propiciar la mayor seguridad en la utilización de in-
ternet mediante la lucha contra contenidos ilícitos o 
nocivos para niños en las redes mundiales. Luego fue 
ampliada por la decisión 1151/2003/CE por la cual se 
amplió el plan por dos años y se incluyeron medidas 

destinadas a fomentar el intercambio de información 
transfronteriza. Por su parte, la directiva 2000/31/CE 
del 8 de junio de 2000, contempla algunos aspectos 
referidos a la protección de los menores y la dignidad 
humana. Finalmente la recomendación 2006/952/CE 
de diciembre de 2006, recomendó adoptar las me-
didas necesarias para garantizar la protección de los 
menores y de la dignidad humana en el conjunto de 
los servicios audiovisuales y de información en línea, 
promoviendo acciones que permitan a los menores 
utilizar de forma responsable estos servicios, median-
te una mejor sensibilización de los padres, maestros 
y formadores sobre el potencial de los servicios y los 
medios adecuados de protección. El programa de 
Estrategia Nacional de Inteligencia Artificial (ENIA) 
española, parte de una posición favorable para abor-
dar la IA como requisito necesario para abordar la 
integración de los activos económicos e industriales 
de los actuales desarrollos y plataformas estratégi-
cas, pero para ello establece como necesidad la pro-
moción y el desarrollo de capacidades digitales y el 
establecimiento de un marco ético normativo que 
refuerce la protección de los derechos individuales 
y colectivos, a efectos de garantizar la inclusión y el 
bienestar social.  Asimismo, en el ámbito del derecho 
a la protección de datos, el nuevo Reglamento Ge-
neral de Protección de Datos Europeo 2016/67930 ha 
establecido una regulación concreta para aquellos 
procedimientos que tomen decisiones basadas úni-
camente en el dictamen emitido por una máquina. 
Entre sus objetivos fundamentales estableció:

29  Anthony Lake, Director Ejecutivo de UNICEF, estado mundial de la infancia 2017, Niños en un mundo digital. https://www.unicef.org/me-
dia/48611/file
30 https://www.boe.es/doue/2016/119/L00001-00088.pdf
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Los niños merecen una protección específica de 
sus datos personales, ya que pueden ser menos 
conscientes de los riesgos, consecuencias, garan-
tías y derechos concernientes al tratamiento de 
datos personales. Dicha protección especifica 
debe aplicarse en particular, a la utilización de da-
tos personales de niños con fines de mercadotec-
nia o elaboración de perfiles de personalidad o de 
usuario, y a la obtención de datos personales rela-
tivos a niños cuando se utilicen servicios ofrecidos 
directamente a un niño. El consentimiento del titu-
lar de la patria potestad o tutela no debe ser nece-
sario en el contexto de los servicios preventivos o de 
asesoramiento ofrecidos directamente a los niños.

Asimismo agrega:
El interesado debe tener derecho a no ser objeto de 
una decisión, que puede incluir una medida, que 
evalúe aspectos personales relativos a él, y que se 
base únicamente en el tratamiento automatizado 
y produzca efectos jurídicos en él o le afecte signifi-
cativamente de modo similar, como la denegación 
automática de una solicitud de crédito en línea o 
los servicios de contratación en red en los que no 
medie intervención humana alguna. Este tipo de 
tratamiento incluye la elaboración de perfiles con-
sistente en cualquier forma de tratamiento de los 
datos personales que evalúe aspectos personales 
relativos a una persona física, en particular para 
analizar o predecir aspectos relacionados con el 
rendimiento en el trabajo, la situación económica, 
la salud, las preferencias o intereses personales, la 
fiabilidad o el comportamiento, la situación o los 
movimientos del interesado, en la medida en que 
produzca efectos jurídicos en él o le afecte signi-
ficativamente de modo similar. Sin embargo, se 
deben permitir las decisiones basadas en tal tra-
tamiento, incluida la elaboración de perfiles, si lo 
autoriza expresamente el Derecho de la Unión o 
de los Estados miembros aplicable al responsable 
del tratamiento, incluso con fines de control y pre-

vención del fraude y la evasión fiscal, realizada de 
conformidad con las reglamentaciones, normas y 
recomendaciones de las instituciones de la Unión 
o de los órganos de supervisión nacionales y para 
garantizar la seguridad y la fiabilidad de un ser-
vicio prestado por el responsable del tratamiento, 
o necesario para la conclusión o ejecución de un 
contrato entre el interesado y un responsable del 
tratamiento, o en los casos en los que el interesado 
haya dado su consentimiento explicito. En cual-
quier caso, dicho tratamiento debe estar sujeto a 
las garantías apropiadas, entre las que se deben 
incluir la información específica al interesado y el 
derecho a obtener intervención humana, a expre-
sar su punto de vista, a recibir una explicación de 
la decisión tomada después de tal evaluación y a 
impugnar la decisión. Tal medida no debe afectar 
a un menor. 

Así vemos como el desarrollo de la IA debe hacerse 
en sintonía con la legislación y los principios constitu-
cionales, respetando la equidad de acceso, la preven-
ción contra la discriminación, como la satisfacción de 
los derechos fundamentales en el mundo digital. En 
este sentido, el diseño e implementación de los algo-
ritmos debe conseguir el equilibrio entre la calidad y 
eficiencia con capacidad de identificación de sesgos 
discriminatorios. Los niños están desproporcionada-
mente afectados por los peligros en línea, incluida 
la pérdida de privacidad y la utilización de sus datos 
sensibles. Tienen menos posibilidades de compren-
der los riesgos y es más probable que sean víctimas 
de los daños. Esta vulnerabilidad concreta arroja luz 
sobre el momento en que el riesgo se convierten un 
daño real para los niños. Estos riesgos no son del todo 
nuevos, pero ahora, las redes sociales permiten una 
impunidad tecnológica derivada de la despersona-
lización en la comunicación y en la sustitución de 
las identidades digitales, que permite intensificar el 
daño en todo momento y en todo lugar. el daño en 
todo momento y en todo lugar.
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En el ámbito de la responsabilidad civil, los factores 
subjetivos y objetivos de la responsabilidad son la 
justificación jurídica para imputar la causación de 
un daño a su responsable. El factor objetivo de atri-
bución de responsabilidad que prescinde de la valo-
ración de la conducta del agente,  siempre ha segui-
do un criterio restrictivo, por lo que, a falta de norma 
expresa, la culpa actúa como el factor residual apli-
cable. Históricamente los principios clásicos del li-
beralismo31, con foco en la punición, evolucionaron 
hacia la reparación de todo daño injustamente su-
frido (art. 1113 CC modificado por la Ley 17.711, BO 
26/4/1968 y art. 1757 CCCN), en donde se incluye el 
daño derivado de toda actividad riesgosa. Los daños 
ocasionados por las actividades riesgosas generan 
el deber de reparar por la responsabilidad objetiva 
existente por el daño ocasionado (riego-provecho). 
En este sentido, el riesgo en el procesamiento de 
datos es inherente a la actividad, el que desarrolla la 
actividad posee certeza sobre peligros conocidos y 
desconocidos. La amenaza es permanente. Por ello, 
la prevención tiene un sentido profundamente hu-
manista, pero a la vez es económicamente eficiente, 
porque la evitación del daño no solo es valiosa des-
de la perspectiva ética, sino también desde el punto 
de vista macroeconómico32. 

Conforme lo explica Lamanna Guiñazú33 , “… las XX-
VII Jornadas Nacionales de Derecho Civil (2019), 
celebradas en la provincia argentina de Santa Fe, 
depararon una sorpresa mayúscula, al incluir como 
actividades riesgosas (enumeración ejemplificativa, 
no taxativa, por lo que en el futuro se podrían incluir 
otras) a la utilización de algoritmos, las actividades 
cibernéticas, las plataformas digitales y los siste-
mas operados por inteligencia artificial (y ello vota-
do por unanimidad). También se reconoció que los 
arts. 1757 y 1758 CCyC deben ser reconocidas como 
la normativa genérica a aplicar a este tipo de activi-
dades riesgosas o peligrosas, lo que no obstaculiza 
la presencia de otra normativa experta, destinada a 
casos especiales, como las señaladas por el art. 40 
de la Ley de Defensa del Consumidor, o la del propio 
art. 1767 CCyC …”.

De acuerdo al informe 2017 elaborado por UNICEF, 
actualmente los investigadores clasifican los riesgos 
que aparecen en línea en tres categorías34:

a)	 Riesgos de contenido: Cuando un niño está 
expuesto a un contenido no deseado e inapro-
piado. Esto puede incluir imágenes sexuales, 
pornográficas y violentas; algunas formas de 
publicidad; material racista, discriminatorio o 
de odio; y sitios web que defienden conductas 
poco saludables o peligrosas, como autolesio-
nes, suicidio y anorexia.

b)	 Riesgos de contacto: Cuando un niño par-
ticipa en una comunicación arriesgada, como 
por ejemplo con un adulto que busca contacto 
inapropiado o se dirige a un niño para fines se-
xuales, o con personas que intentan radicalizar a 
un niño o persuadirlo para que participe en con-
ductas poco saludables o peligrosas.

c)	 Riesgos de conducta: Cuando un niño se 
comporta de una manera que contribuye a que 
se produzca un contenido o contacto riesgoso. 
Esto puede incluir que los niños escriban o ela-
boren materiales odiosos sobre otros niños, in-
citen al racismo o publiquen o distribuyan imá-
genes sexuales, incluido el material que ellos 
mismos produjeron.

A esta clasificación podemos adicionarle la catego-
ría de “riesgo soberano”, es decir aquellas infancias 
que crecen moldeadas por los sesgos informáticos 
y las opciones predeterminadas de los algoritmos, 
frente a la paralización y falta de reacción de los pro-
genitores, educadores y formadores. De oráculos a 
soberanos, estos algoritmos representan la esclavi-
tud digital en la infancia. En este sentido, todos los 
niños tienen la potencialidad de sufrir daños deri-
vados del uso de la tecnología.  Por ello, se vuelve 
esencial “comprender por qué el riesgo se traduce 
en daño real para ciertos niños, … Nos abre los ojos a 
las vulnerabilidades subyacentes en la vida del niño 
que pueden ponerlo en mayor situación de riesgo. 

31  AFaliero, Johanna C. La protección de datos personales. Reestructuración teórica de las aristas tuitivas: Redefinición de “dato sensible”, 
tutela dinámica del derecho de autodeterminación informativa y abordaje jurídico de la fuga de información” Buenos Aires, Ad-Hoc, 2019. 
32 Mishan, E. J, Falacias económicas populares, Trad. R. Pérez Pita, Buenos Aires, 1984, p. 93. 
33 Lamanna Guiñazú, E. (2020). Reflexiones en torno a la responsabilidad civil en la revolución industrial 4.0. Desafíos de la normativa sobre 
prevención y reparación del daño en la Argentina digital 4.0”. Revista Perspectivas de las Ciencias Económicas y Jurídicas. Vol. 10, N° 2 (ju-
lio-diciembre). Santa Rosa: FCEyJ (UNLPam); EdUNLPam; pp. 87-124. ISSN 2250-4087, e-ISSN 2445-8566 DOI http://dx.doi.org/10.19137/perspec-
tivas2020-v10n2a05
34  https://www.unicef.org/media/48611/file

5. Actividad riesgosa y responsabilidad 4.0
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En la infancia, el ejercicio de la responsabilidad pa-
rental como deber-derecho derivado de una pater-
nidad responsable, exige un esfuerzo por la alfabeti-
zación digital de los adultos que lleve a una correcta 
educación de los niños, niñas y adolescentes sobre 
navegación en la red, uso del correo electrónico, uso 
de mensajería instantánea, uso de blogs, fotologs, 
páginas personales y redes sociales, uso de redes 
para compartir contenidos, redes P2P, juegos en 
red y uso de celulares. El colectivo de la niñez y la 
adolescencia presenta una gran vulnerabilidad digi-
tal al estar expuestos a graves riesgos tales como, la 
violación a la intimidad, el robo y la suplantación de 
la identidad, el abuso emocional y la violencia digi-
tal, la exposición a material inadecuado o engañoso, 
el acoso o cyberbulling. La identificación de estos 
riesgos digitales, requiere una actuación inmediata 
de los progenitores o del menor adolescente, que 
les permita pre constituir una prueba rápida y efi-
caz para defender sus derechos fundamentales. El 
ciberacoso es una forma de violencia que no puede 
pasar desapercibida. Si no se actúa a tiempo puede 
dejar marcas emocionales que repercuten en la sa-
lud física y emocional, en las relaciones interperso-

nales, rendimiento escolar y que en casos extremos 
puede llevar a atentar contra la propia vida35. La ley 
26.388 incorporó al Código Penal en delito de groo-
ming. El art. 131 del Código Penal lo define como la 
acción deliberada de un adulto de contactar a una 
persona menor de edad, a través de medios electró-
nicos y cualquier otra tecnología de transmisión de 
datos, con el objeto de ganar su confianza y come-
ter un delito contra la integridad sexual de la mis-
ma. En estos casos, la Defensoría del Pueblo de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en el Informe 
institucional del año 201936, recomienda no borrar 
ningún contenido del dispositivo que se haya reci-
bido; ya que las conversaciones, las imágenes y los 
videos que fueron intercambiados con el acosador 
serán guardadas como prueba. Para ello se indica 
que es necesario fotografiar o capturar la pantalla, 
y almacenar esta información en algún otro dispo-
sitivo. Asimismo, se sugiere no denunciar al perfil 
acosador en las redes sociales, ya que al bloquear 
al usuario se puede perder información necesaria 
para una eventual investigación. Además, porque el 
abusador puede crear un nuevo perfil y continuar 
realizando estas acciones.

Al comprender y abordar estas vulnerabilidades, 
podemos proteger mejor a los niños tanto en línea 
como fuera de línea, y facilitar que disfruten de las 
oportunidades que surgen al estar conectados en 
un mundo digital”.

Como señala la Declaración conjunta sobre libertad 
de expresión e internet de 2011 que incluyó a la ONU 
y a la OEA, “El acceso a internet también es necesario 
para asegurar el respeto de otros derechos, como el 
derecho a la educación, la atención de la salud y del 
trabajo, derecho de reunión y asociación, y el derecho 

a elecciones libres”. Del otro lado, en el ecosistema di-
gital se vulneran de manera masiva derechos y liber-
tades, especialmente los de la personalidad. Internet 
es campo fértil de violación de un sinnúmero de de-
rechos fundamentales. Datos personales, imagen, 
voz, intimidad, propiedad intelectual, derechos mar-
carios, derechos del consumidor, autodeterminación 
informativa, etc. El daño informático es incontenible, 
multiplicable, expansivo y sumamente invasivo. Es 
persistente e instantáneamente peligroso. La virali-
zación que alimenta internet potencia el daño per-
petuando la violencia y la discriminación.

6. La responsabilidad parental 

35  https://www.bbc.com/mundo/noticias-internacional-37380350  Tiziana Cantone había luchado durante meses para que se retirara de inter-
net un video en el que se la veía teniendo relaciones sexuales. Pero las imágenes nunca dejaron de estar disponibles en la red, siendo vistas 
por cientos de miles de internautas en páginas de pornografía y dando incluso pie a parodias. Tiziana incluso decidió cambiar de nombre y 
trató de empezar una nueva vida, pero la historia la seguía persiguiendo. Tiziana ganó judicialmente el “derecho a ser olvidada” y la justi-
cia ordenó que el video fuera eliminado de varios sitios y buscadores, incluyendo Facebook. Pero también se le ordenó pagar 20.000 euros 
(US$22.500) por los costos legales, sanción que los medios locales calificaron como un “insulto final”. Tiziana dejó su trabajo, se mudó a la 
Toscana (al norte de Roma) y estaba en proceso de cambiar su nombre. Pero seguía siendo víctima de acoso. Finalmente, la joven de 31 años 
se suicidó en la casa de una tía en Mugnano, cerca de Nápoles, Italia, el martes 13 de septiembre de 2016.

36 Observatorio de Derechos en Internet del Centro de Protección de Datos Personales del Centro de Ciberseguridad del Gobier-
no de la Ciudad de Buenos Aires (BA-CSIRT). Marzo 2019. http://cpdp.defensoria.org.ar/wp-content/uploads/sites/5/2019/03/Violencia-con-
tra-la-mujer-Cuadernillo.pdf
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La Cámara de Mendoza, Sala B, tuvo oportunidad 
de expedirse el 24 de mayo de 2019, en el expedien-
te “P.A.E. c/ Facebook Argentina SRL s/medida au-
tosatisfactiva”, ordenando la (…) “ eliminación de las 
publicaciones en las que se hace uso de imágenes y 
del nombre de los menores S.E.P.o, NNRP P y MPM, 
en el perfil de esa red social denominado “JF”, I; 
como así también de las publicaciones en las que se 
hace uso de imágenes correspondientes a actuacio-
nes judiciales donde se nombra a MPM en el perfil 
denominado “MMF”. Asimismo, ordenó a los perfiles 
de esa red social denominados “JF”, y “MMMFs”, abs-
tenerse de habilitar el uso de enlaces, blogs, foros, 
grupos, sitios de fans o cualquier otro espacio web 
dentro de esa red social en los que se menoscabe o 
afecte de cualquier manera el nombre, imagen, in-
timidad y/o integridad de los menores en los térmi-
nos de la presente (…).” La Cámara reitera la doctrina 
de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en los 
casos María Belén Rodríguez y Carolina Giambutas 
en materia de responsabilidad de los proveedores 
de contenido en redes y buscadores de internet, en 
donde se cristaliza la tensión entre la libertad de ex-
presión y el derecho al honor y la imagen y confor-
ma la responsabilidad subjetiva de los motores de 
búsqueda. En este sentido la Corte expresó:

(…) Nadie debiera estar sujeto a responsabilidad por 
un contenido en internet del que no sea su autor. 
Pero hay responsabilidad si toma conocimiento 
y no toma medidas. (…) En ausencia de una regu-
lación legal específica, conviene sentar una regla 

que distinga nítidamente los casos en que el daño 
es manifiesto y grosero, a diferencia de otros en 
que es opinable, dudoso o exige un esclarecimien-
to. (art.16 Dec. Ley 7/2004 Portugal). Son manifies-
tas las ilicitudes respecto de contenidos dañosos, 
como pornografía infantil, datos que faciliten la co-
misión de delitos, apología del genocidio, racismo 
o discriminación, incitación a la violencia, al suici-
dio, desbaratamiento de investigaciones judiciales, 
contenidos que importen lesiones contumeliosas al 
honor, montaje de imágenes notoriamente falsos o 
que en forma clara e indiscutible, importen viola-
ciones graves a la privacidad exhibiendo imágenes 
de actos que por su naturaleza deben ser priva-
dos, aunque no sean necesariamente de conteni-
do sexual. La naturaleza ilícita de estos contenidos 
es palmaria y resulta directamente de consultar la 
página señalada en una comunicación fehaciente 
del damnificado, sin requerir ninguna otra valora-
ción ni esclarecimiento (…) Por el contrario, en los 
casos en que el contenido dañoso, importe even-
tuales lesiones al honor, o de otra naturaleza, pero 
que exijan un esclarecimiento que deba debatirse 
o precisarse en sede judicial o administrativa para 
su efectiva determinación, cabe entender que no 
puede exigirse del “buscador” que supla la función 
de la autoridad competente ni menos aún la de los 
jueces. Por tales razones, en estos casos correspon-
de exigir la notificación judicial o administrativa 
competente, no bastando la simple comunicación 
del particular que se considere perjudicado y me-
nos la de cualquier persona interesada (…).
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El último de los valores que el derecho realiza es la justicia en los indivi-
duos, la sensación y el convencimiento de que sus derechos han de ser 
respetados, y de que no ha de alterarse la estabilidad y permanencia de 
las situaciones jurídicas, constituyendo así un efecto del orden social y de 
la paz37. El avance tecnológico significó un cambio en las herramientas 
de desarrollo y elaboración, pero no de las relaciones intersubjetivas que 
deben mantenerse incólumes frente al desafío que plantea el entorno 
digital. En esa utilización de los componentes tecnológicos, los operado-
res jurídicos tenemos el desafío de un pacto social, lo que denominamos 
“conciencia tecnológica”, es decir, del uso responsable de la tecnología a 
través de amplio conocimiento de las herramientas con las que contará 
y un profundo análisis de los presupuestos de fondo necesarios para ello. 
Este nuevo contrato social exige la formulación de una legislación mo-
derna y dinámica, la observancia de principios éticos sólidos, y la alfabe-
tización digital que permita adquirir nuevas habilidades a los individuos 
que interactúan con seguridad en el nuevo entorno38. En este desarrollo 
del conocimiento reflexivo y crítico deberá ponderar el efecto que pro-
duce en la sociedad, el uso de las tecnologías de la información y comu-
nicación y el reconocimiento de la persona humana como un colectivo 
objetivamente vulnerable, constituyéndose en garante de los derechos 
humanos frente al desarrollo tecnológico. 

7.   Conclusiones

37  Mouchet, Carlos y Zorraquín Becú, Ricardo, Introducción al Derecho, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1959, p.74
38 Reyes Olmedo, Patricia., Algoritmocracia,  elDial on line DC2943
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B O L
I V I

A

LA CONSERVACIÓN 
DE LOS DOCUMENTOS 

NOTARIALES Y LA 
CIBERSEGURIDAD

A lo largo de la historia del notariado Boliviano, se 
pueden identificar tres momentos de trascenden-
tal importancia: el 05 marzo de 1858 aprobación de 
la primera Ley del Notariado, el 25 de enero de 2014 
aprobación de la Ley del Notariado Plurinacional y 
el 15 de junio de 2022 Implementación Tecnológica 
en el servicio notarial.

En el Año 2022 en Bolivia, los notarios de fe públi-
ca implementan en el Servicio Notarial una plata-
forma informática denominada SINPLU (sistema 
informático del notariado Plurinacional), que 
permite  gestionar la información y emitir docu-

mentos notariales en soporte digital y f ísico, me-
diante mecanismos técnicos y operativos que 
permiten verificar la autenticidad y temporalidad 
de los documentos notariales digitales y su con-
trastación mediante interoperabilidad para su ve-
rificación, constituyéndose en una herramienta de 
trabajo sine qua non para la autorización de docu-
mentos notariales. 

El nuevo sistema informático se empezará a imple-
mentar, paulatinamente, en las notarías de las ciuda-
des capitales, hasta abarcar la totalidad de notarías 
desde las capitales, provincias, cantones y fronteras.
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Medidas de seguridad: el SINPLU cuenta con cinco 
medidas de seguridad en todos sus documentos no-
tariales: el código QR, código de seguridad, código de 
contenido, firma digital, y la firma y sello físicos.

Beneficios: se destaca la verificación en línea de los 
documentos notariados, mayores medidas de segu-
ridad informática, interoperabilidad con instituciones 
del Estado para verificar datos de identidad, registros 
de empresas y muy pronto registros de la propiedad, 
la centralización y  registro de las últimas voluntades 
(testamentos), registro y habilitación de notarías de 
fe pública vigentes a vista de la ciudadanía, agilidad 
y seguridad en los tramites notariales, identifica-
ción de falsos notarios o suplantadores, prevención 
e identificación de documento falsificados; entre los 
beneficios para los propios notarios están: la elabo-
ración y desarrollo de documentos notariados con 
características uniformes, respetando la autoría del 
notario, uso de plataforma de pago en línea, verifica-
ción de requisitos por interoperabilidad, generación 
automática de reportes índices diarios, mensuales y 
anuales,  solicitud en línea de suspensiones volunta-
rias por descanso, capacitaciones, etc. 

El diseño de la plataforma, fue esbozada con la parti-
cipación y aporte de la dirigencia notarial, en la cual, 
la suscrita notaria, en su condición de Consejera del 
Notariado Boliviano, proporcionó datos necesarios 
de la función y quehacer notarial, que con la habili-
dad, ingenio y conocimiento de los expertos en área 
informática, hoy se traduce en una Plataforma Di-
gital para Notarios, la información y aporte brinda-
do para la distribución, calificación de documentos, 
categorización, ilustración normativa, redacción del 
instrumento notarial, fueron sumamente valiosos 
para la construcción del instrumento notarial.  

Implicando que hoy en día, la otorgación de Fe Pú-
blica y la autorización de documentos se realiza a 
través de una plataforma informática única, de uso 
obligatorio, que proporciona al notario de Bolivia la 
seguridad informática en la generación y verificación 
de documentos notariales.

La aplicación de medidas y técnicas diseñadas para 
proteger la confidencialidad, integridad y autentici-
dad de los documentos notariales en formato digi-

tal, facilita su contrastación, verificación de vigencia 
entre otros aspectos importantes como son la inte-
roperabilidad de datos con diferentes instituciones 
del estado.

Los documentos notariales son registros legales im-
portantes que contienen acuerdos, contratos, ad-
quisiciones, manifestaciones y transacciones que 
requieren un alto nivel de seguridad para evitar la 
alteración no autorizada, la divulgación indebida y 
el acceso no autorizado. 

Para garantizar la seguridad de estos documentos, 
se emplean prácticas como la encriptación, genera-
ción de código de barra, la autenticación, el control 
de acceso y la firma digital, junto con políticas y pro-
cedimientos rigurosos que deben cumplir con leyes 
y regulaciones aplicables. La seguridad informática 
en documentos notariales es esencial para preservar 
la confianza y la validez de los registros legales en el 
entorno digital.

La imperiosa necesidad que requieren los documen-
tos notariales jurídicos públicos, en la guarda custo-
dia y seguridad, documentos que son autenticados 
por el profesional notario de fe pública, quien da fe 
de los hechos y lo que manifiestan los comparecien-
tes en asuntos de derecho privado, con la finalidad 
de darle forma y constituir prueba plena para los in-
teresados frente a la comunidad en general.

La digitalización de archivos importantes se refiere al 
proceso de convertir documentos físicos en forma-
tos digitales, lo que permite un acceso más eficien-
te, almacenamiento seguro y fácil distribución de la 

Implicando que hoy en día, 
la otorgación de Fe Pública y la 
autorización de documentos se 

realiza a través de una plataforma 
informática única, de uso obligatorio, 

que proporciona al notario de 
Bolivia la seguridad informática 

en la generación y verificación de 
documentos notariales.
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información. Este proceso implica la conversión de 
documentos en papel, fotografías u otros medios 
analógicos en archivos electrónicos que pueden ser 
almacenados y administrados en dispositivos elec-
trónicos como computadoras o servidores en la nube. 
Los beneficios clave de la digitalización de archivos 
importantes incluyen: Los archivos digitales son más 
fáciles de buscar y acceder en comparación con los 
documentos físicos. Las herramientas de búsqueda 
permiten encontrar información dentro de archivos 
específicos en cuestión de segundos. 

La ciberseguridad es el conjunto de prácticas, pro-
cesos, medidas técnicas y estrategias diseñadas 
para proteger sistemas informáticos, redes, dispo-
sitivos y datos contra amenazas cibernéticas y ata-
ques maliciosos. 

Su objetivo principal es asegurar la confidencialidad, 
integridad y disponibilidad de la información digital, 
así como prevenir o minimizar los posibles daños cau-
sados por actividades maliciosas.  (Kaspersky, 2023)

En un mundo cada vez más interconectado y depen-
diente de la tecnología, la ciberseguridad es esencial 
para garantizar la seguridad de la información y las 
operaciones en línea. La ciberseguridad abarca una 
amplia gama de áreas y enfoques, que incluyen la 
Protección de Datos, La encriptación y otras medidas 
de seguridad se utilizan para proteger la confiden-
cialidad de los datos, de modo que solo las personas 
autorizadas puedan acceder a ellos. 

La ciberseguridad tiene sus raíces en el desarrollo de 
las tecnologías de la información y la comunicación 
(TIC) y en la creciente interconexión de sistemas in-
formáticos. A medida que la tecnología avanzaba y 
se volvía más omnipresente en la sociedad, surgieron 
amenazas a la seguridad y la necesidad de proteger 
los sistemas y datos contra ataques maliciosos. Aquí 
tienen un resumen de cómo surgió la ciberseguri-
dad: (Kaspersky, 2023)

Década de 1960-1970: A medida que las computado-
ras comenzaron a ser utilizados en entornos acadé-
micos, militares y corporativos, surgieron las primeras 
amenazas informáticas. En esta época, el enfoque 
estaba en la seguridad física de los sistemas. 

Década de 1980: Con el aumento de la interconexión 
a través de redes de computadoras y la creación de 
Internet, surgieron los primeros virus informáticos y 
malware. El gusano Morris, que se propagó en 1988, 
fue uno de los primeros incidentes importantes en 
destacar la vulnerabilidad de los sistemas a nivel 
mundial. 

Década de 1990: A medida que Internet se generali-
zó, la ciberseguridad comenzó a ser una preocupa-
ción más amplia. Aparecieron los primeros firewalls 
y sistemas de detección de intrusos para proteger 
las redes. 

Década de 2000: La sofisticación de los ataques au-
mentó. El malware se volvió más complejo, y surgie-
ron amenazas como el phishing y el robo de datos. Las 
empresas y los gobiernos comenzaron a tomar medi-
das más serias para proteger la infraestructura digital. 

Década de 2010 en adelante: Los ata. A medida que 
Internet se generalizaba, la ciberseguridad comen-
zó a ser una preocupación más amplia. Aparecieron 
los primeros firewalls y sistemas de detección de in-
trusos para proteger las redes. 

Hacia la década de 2020: La sofisticación de los ata-
ques aumentó. El malware se volvió más complejo, 
y surgieron amenazas como el phishing y el robo de 
datos. Las empresas y los gobiernos comenzaron a 
tomar medidas más serias para proteger la infraes-
tructura digital. 

El comienzo de la digitalización se dio debido a la 
necesidad del ser humano por almacenar y trans-
mitir la información necesaria en distintos sopor-

Su objetivo principal es 
asegurar la confidencialidad, 

integridad y disponibilidad 
de la información digital, así 

como prevenir o minimizar 
los posibles daños causados 

por actividades maliciosas.  
(Kaspersky, 2023)

Notariados de América 2024				    Bolivia



40

tes. Antes de realizarse la digitalización tal y como 
la conocemos hoy en día, se crearon una serie de 
instrumentos modificados con el paso del tiempo 
explicados a continuación.

Desde el punto de vista teórico, la seguridad infor-
mática en documentos notariales es un tema de 
creciente importancia en la era digital. A medida 
que la sociedad boliviana se vuelve cada vez más 
dependiente de las tecnologías de la información, 
la necesidad de proteger la integridad, autenticidad 
y confidencialidad de los documentos notariales en 
formato digital se vuelve crucial. A pesar de la rele-
vancia de este tema, existe una carencia de inves-
tigaciones y estudios específicos que aborden esta 
cuestión desde una perspectiva teórica sólida. 
Esta investigación se justifica en términos teóricos 
al contribuir al desarrollo del conocimiento en el 
campo de la seguridad informática en el contexto 
notarial, proporcionando una base teórica sólida 
para comprender y abordar los desafíos y las solu-
ciones en este ámbito.

Desde la relevancia social, la seguridad de los docu-
mentos notariales es esencial para la protección de 
los derechos legales y la confianza en las transac-
ciones comerciales y legales en Bolivia. La sociedad 
boliviana depende de documentos notariales para 
validar acuerdos, transacciones inmobiliarias, con-
tratos comerciales y otros aspectos cruciales de la 
vida cotidiana. La falta de seguridad en estos docu-
mentos puede llevar a disputas legales, fraudes y 
problemas de cumplimiento que afectan negativa-
mente a los ciudadanos y las empresas, por lo tanto, 
tiene una relevancia social significativa al abordar 
directamente la protección de los derechos y la se-
guridad jurídica de la población boliviana.

Desde la novedad para Bolivia, la investigación en 
seguridad informática en documentos notariales 
se ha centrado en gran medida en contextos inter-
nacionales, lo que ha llevado a un vacío de conoci-
miento en el contexto boliviano. Constituyéndose 
para Bolivia una novedad, que aborda específica-
mente la seguridad de documentos notariales en el 
contexto legal y tecnológico de Bolivia. 

Su contribución radica en la adaptación de enfo-
ques y mejores prácticas internacionales a las ne-
cesidades y regulaciones específicas de Bolivia, 
llenando así un importante vacío en la literatura y 

proporcionando un punto de partida para futuras 
investigaciones y políticas en el país.

Esta breve investigación sobre seguridad informáti-
ca en documentos notariales en Bolivia se justifica 
desde una perspectiva teórica al contribuir al cono-
cimiento en el campo, desde una relevancia social 
al abordar la seguridad jurídica de la población, y 
desde la novedad al ser una de las primeras inves-
tigaciones de este tipo en el contexto boliviano. Su 
importancia radica en su capacidad para mejorar la 
protección de derechos y la seguridad de las tran-
sacciones legales en el entorno digital en Bolivia.

Constituyéndose el bien jurídico protegido la seguri-
dad de los documentos notariales, su conservación, 
contrastación y verificación en línea, erradicando de 
forma contundente y eficiente la falsificación de do-
cumentos públicos notariales.

Sin poder detenernos en la problemática de las fun-
ciones que cumple el bien jurídico en el derecho 
penal, cabe afirmar que su concreción en cada tipo 
de delito, permite encontrar la esencia de la infrac-
ción y constituye un importante elemento para la 
interpretación sistemática de cada delito dentro del 
conjunto de tipos en que está encuadrado. (García 
Cantizano, 1994)

Las posturas doctrinales relativas a la determinación 
del bien jurídico protegido en los delitos de falseda-
des, originariamente han pasado por la protección 
de la fe pública, sustentada en la autoridad de Ca-
rrera, mientras que la segunda postura en opinión 
de Antolisei, Binding y la mayoría de la doctrina ale-
mana de mediados del siglo pasado, encuentra la 

A medida que la sociedad 
boliviana se vuelve cada 

vez más dependiente de las 
tecnologías de la información, 

la necesidad de proteger 
la integridad, autenticidad 

y confidencialidad de los 
documentos notariales en 

formato digital se 
vuelve crucial.
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razón de la protección en la alteración de los medios 
probatorios. (Buteler Cáceres, 2001)

En la actualidad, otros dos criterios se sustentan: el pri-
mero siguiendo a Welzel y Maurach, se inclina a con-
siderar que el núcleo o bien jurídico en estos delitos 
está en el atentado al tráfico jurídico y más moderna-
mente Puppe ha señalado que el objeto de protec-
ción es el propio documento atendiendo a la fragili-
dad y durabilidad del mismo. (Pérez Pérez, 2003)

La mayor dificultad para definir el bien jurídico en es-
tas conductas responde a la falta de una autentica co-
nexión entre la tipificación de las falsedades penales 
y las necesidades sociales del momento, y el eje sigue 
girando hacia la llamada fe pública en su concepción 
más amplia, como aparece en la mayoría de los Códi-
gos latinoamericanos.

Autores como Pérez Pérez consideran que el bien 
jurídico particular que se protege es la seguridad en 
los documentos emitidos por los funcionarios públi-
cos, dada la importancia y trascendencia de los mis-
mos para el tráfico jurídico. (Pérez Pérez, 2003) En 
este sentido, sin embargo, resulta más conveniente 
separarse del sentido formal del documento públi-
co ante la presencia del funcionario público como 
autor del documento, quien además pudiera apa-
recer en la ley como sujeto especial impropio agra-
vando la pena. 

La tesis restrictiva y formalista de acoger el inte-
rés de protección basado en su autor desde hace 
tiempo fue examinada por la doctrina del derecho 
penal, en el sentido de declarar la fe pública como 
contenido de la función notarial, para que de esta 
forma fuera el Derecho Penal el instrumento legal 
más apropiado para garantizar la indemnidad de 
la función notarial, consistente en el otorgamiento 
de fe pública a determinados documentos y actos.  
(Kaspersky, 2023)

Valga entonces esta aclaración “at initio”. El sentido 
probatorio del documento no se puede confundir 
con la cualidad de la fe pública que lo acompaña, 
se complementan como ha expuesto García Can-
tizano siguiendo a Núñez Lago, pero funcionan en 
momentos distintos: el documento es prueba de los 
hechos que narra, pero a la vez, y de manera sepa-

rada, goza de una cualidad especial, la fe pública, la 
cual, siendo intrínseca al mismo, permite que en el 
momento de actuar como prueba pueda ser valo-
rado de forma distinta. (Núñez Lagos, 1967)

De este análisis se colige que el documento público 
tiene una cualidad especial y privilegiada derivada 
del ejercicio de una potestad otorgada por la ley a 
ciertos funcionarios. El Notario, por ejemplo, le otor-
ga un valor al documento notarial, pero una vez ad-
quirido, el documento se independiza de su autor, 
considerado en sentido formal y adquiere vida pro-
pia. (Núñez Lagos, 1967)

La fe pública que es otorgada al documento por el 
notario y los efectos que produce para los actos jurí-
dicos ha tenido un significado relevante en el orden 
doctrinal. 

La fe pública notarial se traduce en los actos auto-
rizados por el notario, en su carácter de funcionario 
facultado por el Estado para dotarlo de autentici-
dad, legalidad y presunción de veracidad, ya sea por 
mandato legal y por tanto obligatoria o porque los 
interesados la buscan para obtener una prueba pre 
constituida. (Dokutekana, 2015)

A través de la fe pública notarial, el Estado atribuye al 
fedatario la posibilidad de proveer de un documen-
to que no solamente tiene carácter probatorio, sino 
también lleva una nota profiláctica y preventiva, al 
servir como instrumento o medio para resolver y en 
ocasiones impedir conflictos. 

A través de la fe pública 
notarial, el Estado atribuye 

al fedatario la posibilidad de 
proveer de un documento que 

no solamente tiene carácter 
probatorio, sino también lleva una 

nota profiláctica y preventiva, al 
servir como instrumento o medio 

para resolver y en ocasiones 
impedir conflictos. 
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Gráfico Nº 1: ¿Cuál es su nivel de conciencia sobre los riesgos de seguridad cibernética en la 
práctica notarial?

La mayoría de los encuestados, han indicado que su nivel de conciencia de la seguridad ciber-
nética dentro de la práctica notarial es moderado, siendo que lo óptimo debiera ser la opción de 
Muy alta, dada la importancia de la seguridad de guardia de lso, documentos notariales que se 
guardan en equipos o en la nube de parte de los notarios de fe pública.

Los documentos notariales a menudo contienen información altamente confidencial y personal 
de los clientes, como contratos, testamentos, poderes notariales y otros documentos legales. La 
falta de seguridad cibernética adecuada podría exponer esta información a personas no autori-
zadas, lo que podría dar lugar a la divulgación no autorizada de datos confidenciales y a posibles 
violaciones de la privacidad.

Los notarios son responsables de garantizar la integridad de los documentos que firman y al-
macenan. La seguridad cibernética es esencial para prevenir la manipulación no autorizada de 
estos documentos, ya que las versiones electrónicas de los mismos pueden ser vulnerables a 
modificaciones no autorizadas si no se toman las medidas adecuadas de protección.
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Su titularidad es únicamente concedida al notario, al contar con las facultades otorga-
das por el Estado y la Ley y con ella garantiza la seguridad y el tráfico jurídico.

Analizando la pertinencia de la implementación tecnológica en el servicio notarial se 
realizaron diferentes encuestas y se obtuvieron los siguientes resultados graficados:  

Encuesta realizada a notarios de fe pública en Bolivia
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Gráfico Nº 2: ¿En Bolivia, se ha implementado medidas de conservación digital de documen-
tación notarial y de seguridad cibernética específicas?
La mitad de las opiniones de los encuestados han indicado que el proceso de conservación 

digital de documentación notarial está en proceso de implementación; 33% de las respuestas 
indicaron que no se tiene este proceso y 17% que si está en vigencia esta conservación digital.
La digitalización de documentos notariales, presenta varias ventajas, entre ellas: Los documen-
tos notariales digitales son fácilmente accesibles y se pueden buscar de manera rápida y eficien-
te a través de sistemas de gestión documental. Esto elimina la necesidad de buscar documentos 
físicos en archivos físicos, lo que ahorra tiempo y recursos. Los notarios y su personal pueden re-
cuperar rápidamente documentos específicos cuando sea necesario, lo que agiliza los procesos 
legales y administrativos.

Al eliminar la necesidad de almacenar grandes cantidades de documentos en papel, la conser-
vación digital reduce significativamente los costos asociados con la gestión de archivos físicos y 
el espacio de almacenamiento. 

Los documentos notariales digitales pueden estar respaldados de manera segura en múltiples 
ubicaciones, lo que reduce significativamente el riesgo de pérdida o daño irreparable. Los sis-
temas de gestión documental suelen incluir funciones de copia de seguridad automatizadas y 
medidas de seguridad cibernética robustas para proteger la integridad y confidencialidad de 
los documentos.

Gráfico Nº 3: ¿Ha experimentado alguna vez un incidente de seguridad cibernética en su ofi-
cina notarial?
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En las respuestas, se tiene que a la fecha, ningún notario ha enfrentado problemas referidos a la 
seguridad cibernética en sus oficinas.

La seguridad del acceso y custodia de documentos notariales, es importantísima, Si un atacan-
te logra acceder a documentos notariales digitales, podría revelar información confidencial y 
personal de los clientes. Esto puede resultar en una violación de la privacidad y el robo de datos 
sensibles, lo que podría tener consecuencias legales y financieras graves tanto para el notario 
como para los afectados.

Si se comprometen los documentos notariales digitales, existe el riesgo de que un atacante los 
manipule o falsifique. Esto podría dar lugar a la creación de documentos fraudulentos que se 
utilicen para actividades ilegales, como estafas, transferencia de propiedad indebida o alteración 
de contratos legales. 

Una violación de la seguridad en la guarda de documentos notariales digitales puede tener 
un impacto significativo en la reputación y la confianza en el notario y su práctica. Los clientes 
pueden perder la confianza en la capacidad del notario para proteger sus datos confidenciales y 
podrían buscar servicios notariales en otros lugares. Esto puede tener consecuencias financieras 
a largo plazo y dañar la reputación profesional del notario.

Gráfico Nº 4: ¿Ha recibido capacitación en seguridad cibernética en el contexto de su trabajo 
como notario público?
 

El 83% de las respuestas de los notarios encuestados, han indicado que no han recibido capaci-
tación sobre seguridad informática. Solo el 16.7% si tiene esta capacitación.

La capacitación en seguridad informática es fundamental para los notarios, ya que desempeñan 
un papel crucial en la protección de la información confidencial y legal de sus clientes. 

La capacitación en seguridad informática les permite comprender cómo proteger adecuada-
mente estos documentos y evitar la divulgación no autorizada de información confidencial. Esto 
contribuye a mantener la confianza de los clientes en la capacidad del notario para salvaguardar 
sus datos.

Esta capacitación ayuda a los notarios a reconocer y prevenir amenazas cibernéticas, como el 
phishing, el malware y el ransomware, que podrían utilizarse para robar información confiden-
cial o cometer fraudes. Saber cómo identificar y responder a estas amenazas es esencial para 
proteger tanto la información de los clientes como la integridad de los documentos notariales.
La capacitación en seguridad informática para notarios es fundamental para proteger la confi-
dencialidad de los clientes, prevenir violaciones de datos y fraudes, y garantizar el cumplimiento 
de las regulaciones legales relacionadas con la seguridad de la información.
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Gráfico Nº 5: ¿Qué opinión tiene sobre la legislación actual relacionada con la conservación de 
documentos notariales y la seguridad cibernética?
 

La mitad de los encuestados, ha indicado que la normativa nacional sobre la conservación de 
documentos notariales y la seguridad cibernética necesita ser mejorada; 33% de las respuestas 
no está seguro de esta necesidad y 16% dice que es suficientemente protectora en la actualidad.
La regulación adecuada de la protección de documentos notariales y su ciberseguridad a nivel 
nacional es de vital importancia; la regulación adecuada asegura que se establezcan estánda-
res claros para proteger esta información de accesos no autorizados y divulgaciones indebidas, 
lo que garantiza la confidencialidad y la privacidad de los individuos. Así se establece pautas y 
requisitos para garantizar la integridad de los documentos electrónicos, evitando así fraudes y 
garantizando que los documentos notariales sean fiables y válidos legalmente. Esto aseguraría 
que los notarios cumplan con las leyes pertinentes y eviten posibles sanciones o problemas le-
gales debido a la falta de cumplimiento. Cuando los clientes saben que sus documentos están 
protegidos de manera adecuada y segura, están más dispuestos a utilizar los servicios notariales 
y a confiar en la validez de sus documentos.

Gráfico Nº6: ¿Qué medidas toma para verificar la autenticidad y la integridad de los documen-
tos notariales electrónicos?

 
En la actualidad, la medida que el 83% de los notarios encuestados toman sobre los documen-
tos notariales, es la verificación de la firma digital de los documentos. El 17% toma en cuenta la 
huella de tiempo.
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La firma digital utiliza un algoritmo de criptografía asimétrica para crear una firma única y cifrada 
que se adjunta al documento. Si el documento se altera después de la firma, la firma digital se 
invalida, lo que indica que el documento ha sido modificado. La firma digital es legalmente vin-
culante en muchas jurisdicciones y se utiliza comúnmente en transacciones electrónicas seguras.

La huella de tiempo se genera mediante una entidad de confianza y se adjunta al documento, lo 
que proporciona evidencia objetiva y verificable de su estado en un momento específico. Esto es 
útil para probar la temporalidad de un documento en situaciones legales y para garantizar que 
no se haya alterado desde un punto en el tiempo determinado.

Gráfico Nº7: ¿Ha tenido experiencias con clientes que solicitan medidas adicionales de seguri-
dad para sus documentos notariales?
 

La totalidad de los encuestados, confían totalmente en el trabajo de los notarios de fe pública, 
porque no piden medidas adicionales de seguridad a los documentos que en estas oficinas se 
tramitan.

Gráfico Nº 8: ¿Colabora con profesionales de la ciberseguridad o consultores externos para me-
jorar la seguridad en su oficina notarial?
 

El 67% de los notarios encuestados han indicado que no piden ayuda a profesionales de infor-
mática para la seguridad de los equipos y documentos informáticos de sus oficinas. Solo el 33% 
está considerando esa posibilidad en el futuro.

Los notarios pueden beneficiarse de la colaboración con profesionales de informática en segu-
ridad por las siguientes razones:
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Gráfico Nº 9: ¿Cómo cree que la tecnología y la ciberseguridad están cambiando el campo no-
tarial en los últimos años?

 
La opinión de la totalidad de los notarios encuestados, es a favor de la utilización de la tecnología 
y la ciberseguridad en el trabajo notarial.
Recomendaciones para conservar la seguridad de documentos en la era digital:

•	 No compartir contraseñas.
•	 Una mayor y permanente capacitación en el tema de ciberseguridad
•	 Llenado de los datos de forma completa y oportuna en el Sistema Nacional
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En materia de responsabilidad notarial, los nota-
rios están sujetos a medidas disciplinarias en caso 
de infracciones oficiales en el desempeño de sus 
servicios notariales, y esto se aplica independien-
temente de la responsabilidad penal y civil. 

Según el Código Civil, los notarios son responsa-
bles de indemnizar los daños causados por ellos. 
Para ello deberá contratar un seguro de respon-
sabilidad civil dentro de los 15 días siguientes a su 
nombramiento y aportar una fianza económica o 
real,  a favor de la Dirección Nacional del Notaria-
do, con las cuales se garantiza que en caso extra-
vió, perdida, adulteración o deterioro de algún do-
cumento notarial su reposición y restitución será 
tramitada haciendo uso de este seguro y fianza.
 
Se discutió la naturaleza jurídica de la responsa-
bilidad civil de los notarios, pudiéndose dividir 
en dos grupos. En el primer grupo se incluyen 

quienes sostienen que, además de las responsa-
bilidades contractuales frente a las partes, tam-
bién quedan bajo responsabilidad del notario las 
responsabilidades extracontractuales o frente a 
terceros. En cambio, otros señalan que sólo co-
rresponde la responsabilidad. Además de las res-
ponsabilidades contractuales, también existen las 
responsabilidades del notario, y algunos recono-
cen que la función especial del notario público lo 
convierte en el destinatario de la validez del do-
cumento si el notario público no tiene una rela-
ción contractual con el notario público. El notario 
se obliga a velar porque un testamento declarado 
en su presencia produzca efectos jurídicos que le 
afecten o le afecten. 

Los ejemplos incluyen la responsabilidad contrac-
tual por no identificar a la otra parte del contrato 
sin el uso de dos testigos, y por acciones tomadas 
simplemente presentando una identificación. 
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Se define el derecho notarial como el conjunto de 
normas que regulan subjetiva, objetiva y dinámi-
camente la función notarial. 

El derecho notarial tiene tres elementos principa-
les: el subjetivo (el notario de fe pública), el objetivo 
(documento notarial) y el dinámico (la técnica no-
tarial utilizada). 

En la investigación sobre la conservación de los do-
cumentos notariales y la ciberseguridad, se ha evi-
denciado que las principales vulnerabilidades en la 
seguridad cibernética de los documentos notaria-
les derivan principalmente de tres áreas críticas:

En primer lugar, la falta de encriptación robusta 
emerge como un riesgo significativo, dado que 
los documentos notariales suelen contener in-
formación sensible y personal. La ausencia de 
protocolos de cifrado avanzados facilita el ac-
ceso indebido a esta información por parte de 
actores maliciosos.

En segundo lugar, la investigación subraya la 
problemática de las brechas de seguridad oca-
sionadas por el uso inadecuado de las tecnolo-
gías de la información por parte del personal. 
La falta de capacitación y concienciación sobre 
medidas de seguridad cibernética conlleva a 
errores humanos, como el manejo inapropia-
do de contraseñas o la caída en técnicas de 
phishing, lo que compromete la integridad de 
los sistemas de almacenamiento y gestión do-
cumental.

En tercer lugar, se identifica la deficiencia en 
las políticas de actualización y mantenimien-
to de los sistemas informáticos como un tercer 
factor crítico de riesgo. Sistemas desactualiza-
dos o con parches de seguridad faltantes son 
particularmente susceptibles a ataques ciber-
néticos, incluyendo ransomware y otros tipos 
de malware que pueden alterar, dañar o elimi-
nar documentos notariales importantes.

Para garantizar la seguridad cibernética de los 
documentos notariales, es necesario implemen-
tar prácticas de seguridad informática como la 
encriptación, la autenticación, el control de acce-
so y la firma digital, junto con políticas y proce-
dimientos rigurosos que deben cumplir con leyes 
y regulaciones aplicables. Estas medidas son fun-

damentales para proteger la información contra 
el acceso no autorizado y los ataques cibernéticos, 
manteniendo la confidencialidad e integridad de 
los documentos notariales, que contienen datos 
personales y legales altamente sensibles.

La construcción de una infraestructura tecnológi-
ca adecuada para la digitalización, contrastación 
y conservación segura de documentos notariales. 
También se debe realizar un análisis exhaustivo de 
la literatura existente en el ámbito de la seguridad 
informática y documentos notariales, con énfasis 
en las mejores prácticas internacionales y su apli-
cabilidad al contexto legal y tecnológico de Bolivia. 

Esta recomendación se basa en la necesidad de 
adaptar soluciones globales a las especificidades 
locales, garantizando que las tecnologías imple-
mentadas sean efectivas y conformes con el mar-
co legal vigente en el país, lo que refuerza la lega-
lidad y legitimidad del proceso de digitalización.

Se debe brindar asesoramiento y orientación es-
pecífica sobre cómo llevar a cabo la digitalización 
de documentos notariales de manera segura y le-
gal. Esto incluye la creación de directrices y regu-
laciones claras que definan los estándares de se-
guridad, retención de registros y autenticidad de 
los documentos digitales. La fundamentación de 
esta recomendación radica en la necesidad de un 
marco normativo claro que no solo proporcione 
seguridad jurídica a los actores involucrados, sino 
que también asegure que las prácticas adoptadas 
preserven los derechos y la seguridad de los ciu-
dadanos.

Es necesario a inversión de recursos económicos 
para ayudar a las notarías de fe públicas a adqui-
rir la infraestructura tecnológica necesaria para 
la digitalización. Esto podría incluir subvenciones 
para la compra software de gestión de documen-
tos y sistemas de almacenamiento seguro. Esta 
recomendación se justifica por el elevado costo 
que puede representar la modernización tecnoló-
gica para las notarías, especialmente en regiones 
menos desarrolladas. Los subsidios estatales per-
mitirían una transición más equitativa y universal 
hacia la digitalización, asegurando que todas las 
notarías, independientemente de su tamaño o 
ubicación, tengan acceso a las herramientas ne-
cesarias para cumplir con las normativas de segu-
ridad y eficiencia.
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La capacitación es esencial para garantizar que los 
notarios y su personal estén bien preparados para 
manejar documentos digitales de manera segura. 
El estado debe ofrecer programas de capacitación 
y recursos educativos para garantizar que todos 
comprendan las mejores prácticas de seguridad 
digital. Esta recomendación se basa en la premisa 
de que la educación y la capacitación continua son 
fundamentales para fortalecer la cultura de segu-
ridad cibernética en las notarías. Al proporcionar 
acceso a programas de formación especializados, 
el estado empodera a los profesionales para que 
adquieran las habilidades necesarias para prote-
ger la información sensible de manera efectiva.

Por lo tanto, se recomienda que los Estados adop-
ten un enfoque proactivo y multidimensional que 
integre la inteligencia artificial en las estrategias de 
seguridad cibernética.

Esto implica:

Invertir en investigación y desarrollo de tecno-
logías de inteligencia artificial específicamen-
te diseñadas para mejorar la seguridad de los 
documentos digitales notariales. Esto incluye 
el desarrollo de algoritmos avanzados de de-
tección de amenazas, sistemas de autentica-
ción biométrica y herramientas de análisis de 

comportamiento para detectar actividades 
sospechosas.

Proporcionar formación y capacitación especia-
lizada en inteligencia artificial a los profesionales 
del sector notarial, así como a los encargados de 
la seguridad cibernética. Esto garantizará que 
estén preparados para entender, implementar 
y gestionar eficazmente las tecnologías basadas 
en inteligencia artificial para proteger los docu-
mentos digitales.

Fomentar la colaboración entre el sector pú-
blico y privado para compartir conocimientos, 
recursos y mejores prácticas en el ámbito de la 
seguridad cibernética basada en inteligencia 
artificial. Esto puede incluir alianzas con empre-
sas de tecnología especializadas en inteligencia 
artificial y ciberseguridad, así como la participa-
ción en iniciativas de investigación conjunta.

Establecer estándares éticos y de transparen-
cia en el desarrollo y uso de tecnologías de inte-
ligencia artificial en el contexto de la seguridad 
de los documentos digitales notariales. Esto ga-
rantizará que se respeten los derechos y la pri-
vacidad de los individuos, y que las decisiones 
tomadas por sistemas de inteligencia artificial 
sean comprensibles y justificables.

Bibliografía

Notariados de América 2024				    Bolivia

Bolivia, E. P. (2009). Constitución Política del Estado. La Paz - Bolivia: Gaceta Oficial.
Bolivia, E. P. (2014). Decreto Supremo No. 2189 Reglamento a la Ley Nº483. La Paz -
Bolivia: Gaceta Oficial.
Bardales Soto, M. J. (2013). El método en la investigación jurídica. Derecho y Cambio, 11.
Buteler Cáceres, J. A. (2001). Manual de derecho civil. Córdoba. argentina: Advocatus.
Cabezas, D. (2018). Introducción a la metodología de la investigación científica. Quito.: Universidad.
Carminio Castago, J. C. (2007). Teoría general del acto notarial y otros estudios. La Plata. Argentina: Malvinas.
García Cantizano, M. (1994). Falsedades documentales. Valencia. España: Tirant le Blanc.
Gonzáles - Cuellar García, A. (1988). La falsedad en documento público. Mar del Plata. Argentina: Academia.
Jiménez Bolaños, J. (2009). Inseguridad jurídica registral. Costa Rica: Juritas.
Kaspersky. (15 de Agosto de 2023). Kaspersky. Obtenido de Kaspersky: https://latam.kaspersky.com/resource-center/
definitions/what-is-cyber-security
Kelzel, H. (2004). Teoría pura del derecho. Buenos Aires: Cono Sur.
Laferriere, A. (2008). Curso de derecho notarial. Buenos Aires: Pangea.
Núñez Lagos, R. (1967). Los esquemas conceptuales de instrumento público. La Plata: Universidad Notarial Argentina.
Pérez Pérez, p. (2003). Derecho penal especial. La Habana. Cuba: Félix Verela.
Rodríguez Adrapos, A. (1988). Cuestiones de técnica notarial en materia de actas. Madrid. España: Consejo General 
del Notariado.
SAMPIERI, R. (2014). Metodología de la investigación científica. México: Mc Graw Hill.
Sevilla Pozos, G. (2019). La Digitalización de documentos. Madrid. España: UMM.
Tamayo, T. Y. (2004). El proceso de la investigación científica. México: Limusa.
Zavala, G. (2008). Tratado de derecho notarial, registral e inmobiliario. Buenos Aires: Pangea.



5050

Marco Antonio Ruíz Aguirre
Coordinador de la Comisión de Informática y Seguridad Jurídica 
de la Comisión de Asuntos Americanos (CAAm) de la Unión 
Internacional del Notariado (UINL)
En 1995 obtuvo la patente de Notario 229 del Distrito Federal, al resultar triunfador en los exámenes de oposición por 
dicha notaría. Dentro de sus actividades docentes, ha sido Profesor de la materia de Derecho Notarial, Obligaciones, 
Contratos y Sucesiones en la Universidad Panamericano y en la Universidad Iberoamericana de la Ciudad de México.
Obtuvo Diplomado en Alta Dirección de empresas (AD2) 2013-2014, en el Instituto Panamericano de Alta Dirección de 
Empresas (IPADE). Ha sido Integrante de diversas comisiones tanto del “Colegio de Notarios de la Ciudad de México, 
A.C., como del Colegio Nacional del Notariado Mexicano, A.C. (de 1995 a la fecha), tales como Archivo General de Notarías, 
Exámenes, Registro Nacional de Avisos de Testamento y Vivienda, entre otras. En 2016, fue reconocido por la empresa 
certificadora de GREAT PLACE TO WORK, como “MEJOR LIDER EN CONGRUENCIA 2016”, a nivel nacional.

M É
X   I

C O



5151

LA RUTA HACIA EL 
PROTOCOLO DIGITAL 

EN EL CONTINENTE 
AMERICANO

La función notarial, en el siglo XXI, ha estado estrechamente vinculada con el desa-
rrollo de las herramientas tecnológicas y con el avance en los medios de comunica-
ción. Los notarios utilizamos todos los días los medios digitales que se encuentran 
a nuestro alcance de manera automática y prácticamente sin estar conscientes de 
ello; con lo anterior, nos referimos no solamente a la tecnología que se emplea en 
cualquier otra profesión sino a las que son propias del notariado. Por ejemplo, mu-
chos de los documentos que sirven como antecedentes y sustento a los instrumen-
tos notariales como lo son las constancias de libertad de gravámenes emitidas por 
el Registro Público de la Propiedad, las constancias de no adeudo de contribuciones, 
las certificaciones de situación catastral, etc., son obtenidas desde nuestras oficinas 
a través del internet mediante el uso de la firma electrónica.

Por otro lado, en nuestros días, los instrumentos notariales son elaborados de forma 
nativa como mensajes de datos. Las máquinas de escribir han quedado en el pasado. 
Los textos son creados y almacenados en archivos Word para posteriormente ser im-
presos, en soporte papel, en el protocolo en donde los comparecientes, en presencia 
del notario, estampan su firma autógrafa como una manifestación de su voluntad 
dando el consentimiento sobre lo ahí consignado. Igualmente, el notario en una con-
tinuidad del acto autoriza la escritura que se otorga ante su presencia con su firma 
autógrafa y sello de autorizar, dándole con ello el carácter de documento auténtico al 
instrumento con valor probatorio pleno.
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Posteriormente, el  notario, para la expedición de 
copias certificadas o testimonios, adiciona al men-
saje de datos la relación de quienes han firmado en 
el protocolo y, en su caso, inserta las notas comple-
mentarias con  las que se acredita el cumplimiento 
de ciertos requisitos administrativos para que, una 
vez hecho lo anterior, ese archivo electrónico nue-
vamente sea reproducido en soporte papel para ser 
entregado a los usuarios o autoridades correspon-
dientes en forma de copia certificada o testimonio, 
conservándolo como prueba del otorgamiento del 
acto jurídico que contienen.

En pocas palabras, los instrumentos notariales son 
redactados en mensajes de datos, de ahí se repro-
ducen en soporte papel en el protocolo, con lo cual 
se da la matricidad del documento (tal y como la 
hemos entendido tradicionalmente) para después 
de ser firmado por los comparecientes y el nota-
rio, autorizándolo este último. Si bien es cierto que 
la matricidad del instrumento notarial radica en el 
protocolo soporte papel, el notario utilizará al men-
saje de datos que contiene ese instrumento para las 
representaciones que de él se hagan en el futuro, al 
expedir las copias certificadas o testimonios, según 
corresponda.

Igualmente, las oficinas notariales cuentan con pro-
gramas y redes de comunicación internas que per-
miten la gestión de los diversos documentos que 
son necesarios para el ejercicio de la actividad nota-
rial, así como para el procesamiento de la informa-
ción contenida en las bases de datos tales como los 
índices del protocolo y la consulta de éste (en el caso 
en que haya sido digitalizado). Aquí consideramos 
oportuno aclarar que el protocolo digitalizado (pro-
tocolo ordinario escaneado) es distinto al protocolo 
digital al cual nos referiremos más adelante.

Para concluir esta breve introducción, podemos 
afirmar que hasta antes de la pandemia del CO-
VID- 191, los notarios ya utilizaban cotidianamente 
la tecnología digital en el desempeño de su fun-
ción, firmando incluso electrónicamente diversos 

documentos, entre muchas otras funcionalidades. 
Sin embargo, el COVID- 19 significó un cambio ra-
dical que vino a revolucionar la manera en que las 
personas tuvimos que interactuar y adaptarnos en 
diversos ámbitos de nuestra vida: familiar, acadé-
mica, profesional, etc. frente a una nueva realidad 
que surgió como consecuencia del aislamiento al 
que tuvimos que someternos por motivos del ries-
go sanitario. Ante esta situación, el notariado a nivel 
internacional, tuvo que reaccionar revisando y ac-
tualizando algunos de los principios que habían re-
gido su función hasta entonces, y, al mismo tiempo, 
encontrar la manera de otorgar escrituras notariales 
a distancia, sin comprometer la certeza y seguridad 
jurídica, esencia de esta noble profesión.

A continuación, comentaremos dos documentos 
que fueron elaborados para ser considerados por 
el notariado de corte latino, en todos los países que 
conforman la Unión Internacional del Notariado, 
como lineamientos para ajustar el marco legal rela-
cionado con la actividad notarial y sentar las bases 
para desarrollar el sistema informático que aloje el 
protocolo digital e implementar el otorgamiento de 
escrituras de manera telemática.

El 3 de diciembre de 2021 la Asamblea de notariados 
miembros de la Unión Internacional del Notariado, 
adoptó el “Decálogo de la UINL para las escrituras 
notariales con comparecencia en línea”2, mismo 
que fue elaborado por los grupos de trabajo de Acto 
Auténtico y de Nuevas Tecnologías. El referido do-
cumento constituye una primera guía, dirigida al 
notariado internacional, a fin de que se tome como 
referente en la instrumentación del otorgamiento 
de los instrumentos notariales a distancia, median-
te el uso de un sistema informático, desarrollado 
para estos fines, que permita la comparecencia en 
línea para el firmado de los mismos por parte de los 
usuarios del servicio notarial.

En dicho documento se destaca, que la tecnología 
debe considerarse como un medio de apoyo para 
que el notario desempeñe su función de manera 

1  La Organización Mundial de la Salud (OMS), a través de su Director General, el doctor Tedros Adhanom Ghebreyesus, anunció que la enferme-
dad del Covid-19 podría ser considerada como una pandemia. https://www.paho.org/es/noticias/11-3-2020-oms-caracteriza-covid-19-como-pan-
demia (consultado el 26 de marzo de 2024).
2  https://www.uinl.org/documents/20181/339555/ES+Comparecencia+en+linea/1440629c-956f-4c94-86c9-6ad490c3ce6d (consultado el 26 de 
junio de 2024).
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personal, sin reemplazarlo, bajo su más estricta res-
ponsabilidad, conservando, en todo momento, los 
principios de certeza y seguridad jurídica que da la 
actuación notarial.

Como sabemos, alguna de las funciones más im-
portante que realizamos los notarios, consiste en la 
verificación de la identidad del prestatario del ser-
vicio. De igual manera, el notario debe cerciorarse 
que el autor del acto jurídico contenido en la es-
critura, al momento de su otorgamiento, goce de 
capacidad suficiente para la celebración de este y 
que la conformación del consentimiento se realice 
de manera libre e informada. Por tanto, el decálo-
go indica que, si bien es cierto que el notario es el 
único responsable de la identificación de las par-
tes, puede auxiliarse con el uso de documentos de 
identidad digitales o mediante el acceso a una base 
de datos oficial en coordinación con las autoridades 
gubernamentales3.

Para determinar que los comparecientes en línea 
tienen capacidad legal, la plataforma informática 
debe contener un medio de comunicación seguro 
que permita la interacción entre los usuarios de ma-
nera clara, en tiempo real, y en la que se proteja la 
confidencialidad de los datos personales4.

Sin lugar a duda, algunos de los retos más impor-
tantes para el notario se refieren a la constatación 
de que el consentimiento entre las partes se realiza 
de una manera libre; que la voluntad del compare-
ciente a quien el fedatario tiene frente a la pantalla 
de su computadora, no se encuentra coaccionada. 
En ese sentido, el decálogo sugiere celebrar con-
sultas y audiencias preliminares al otorgamiento 
de la escritura. Pero si lo anterior no fuera posible, 
el notario siempre tendrá la opción de abstenerse 
de actuar tal y como sucede cuando se cuenta con 
la presencia física del usuario del servicio notarial5.
Otro aspecto relevante que contiene el “Decálogo 
de la UINL para las escrituras notariales con com-
parecencia en línea” tiene que ver con el ámbito de 
competencia territorial en la actuación del notario.

La fe pública de la cual se encuentra investido el 
notario, emana de la facultad soberana del Estado, 
es decir, el notario es un particular que realiza una 
función pública6. Dicho de otra manera, el notario 
está facultado para actuar únicamente dentro del 
ámbito territorial para el cual ha sido habilitado por 
el Estado y lo anterior se refiere tanto a la persona 
del notario como a los usuarios de sus servicios que 
firman en el protocolo. Ahora bien, cuando nos refe-
rimos a la “comparecencia en línea” ¿cuáles deben 
ser los límites considerando que en el ciberespacio 
no hay fronteras?

Con relación al ámbito de competencia territorial del 
notario, el decálogo esboza algunos elementos de 
vinculación que ayuden a clarificar este tema respe-
tando, en todo momento, la autonomía de cada país 
para determinar, conforme a sus normas de derecho 
internacional privado, los elementos de vinculación 
para determinar la validez del acto. Al respecto, hay 
que diferenciar entre la ubicación del notario actuan-
te y la de las partes de la escritura notarial.

El decálogo señala que el notario debe estar dentro 
del territorio de su competencia que es en donde se 
entenderá ejecutado el acto notarial. En relación con 
los comparecientes, los elementos de vinculación 
pueden estar determinados por su nacionalidad, 
residencia o domicilio (incluye a personas morales) 
y/o el lugar de la ubicación del inmueble objeto del 
contrato. La oficina del notario (sede notarial), ubi-

...en el decálogo se sugiere 
que la plataforma que sirva 

de soporte al protocolo digital 
sea administrada o controlada 
directamente por el notariado 

(colegios notariales) o 
predispuesta para este fin

3 Ídem.
4 Ídem.
5 Ídem.
6 En la República Mexicana, la Suprema Corte de Justicia ha establecido que los notarios no son funcionarios públicos, sino que se trata de 
particulares que desempeñan una función pública (ver Tesis P./J. 75/2005, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, t. 
XXII, julio de 2005, p. 795).
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cada dentro de los límites territoriales en los cuales 
está autorizado para actuar, es considerado como el 
lugar en donde se ejecuta la escritura notarial7. 

En lo referente a la firma electrónica del instrumento 
notarial, destacaremos que el multicitado decálogo 
favorece el uso de una firma electrónica fiable, avan-
zada o cualificada que se encuentre reconocida por 
la ley con la posibilidad de que sea el notario, den-
tro de la propia plataforma, predestinada para tales 
efectos, en donde se emita el certificado digital de 
los usuarios que intervendrán en las escrituras.

Ya que hablamos de la plataforma, en el decálogo 
se sugiere que la plataforma que sirva de soporte al 
protocolo digital sea administrada o controlada di-
rectamente por el notariado (colegios notariales) o 
predispuesta para este fin. Lo anterior para preservar 
la seguridad en la transmisión de información sensi-
ble contenida en las escrituras, el control de la legali-
dad de la actuación notarial y la conservación de los 
mensajes de datos ahora en una matricidad digital.

Otro aspecto que resulta importante destacar en el 
decálogo, es considerar la posibilidad de limitar el 
otorgamiento de escrituras a distancia solamente a 
cierto tipo de escrituras que tengan un carácter uni-
lateral o un carácter asociativo en el que no exista 
una oposición de intereses.

Para concluir esta parte, referente a la explicación 
del contenido del “Decálogo de la UINL para las es-
crituras notariales con comparecencia en línea”, di-
cho documento concluye que el uso de las nuevas 
tecnologías en la función notarial debe prever la in-
versión en sistemas tecnológicos, la capacitación de 

los notarios en esta materia y contar con el soporte 
legal suficiente que contemple específicamente el 
protocolo digital y el otorgamiento de escrituras con 
comparecencia telemática, mediante las reformas 
legislativas que se requieran8.

En otro orden de ideas, a poco más de haberse 
cumplido 200 años del encuentro histórico entre 
los generales San José de San Martín y Simón Bo-
lívar, los días 26 y 27 de julio de 1822, en la Ciudad 
de Guayaquil, Ecuador, el 29 de abril de 2023, en el 
marco de la 110ª Sesión Plenaria de la Comisión de 
Asuntos Americanos de la Unión Internacional del 
Notariado (CAAm), se presentó el “Acuerdo para la 
incorporación del protocolo digital a fin de lograr el 
otorgamiento de instrumentos notariales con com-
parecencia en línea” también conocido como el 
“Acuerdo de Guayaquil”.

El “Acuerdo de Guayaquil” contiene los lineamien-
tos que fueron presentados a los países miembros 
de la CAAm, para hacer las adecuaciones del mar-
co legal en cada uno de ellos, para instrumentar 
la actuación notarial en el entorno digital. Dicho 
documento tiene como sustento el “Decálogo de 
la UINL para las escrituras notariales con compa-
recencia en línea”, al que nos hemos referido con 
anterioridad. La intención de dicho documento es 
adaptar el decálogo a la realidad que existe en los 
distintos países de América, sobre todo en lo refe-
rente a la situación económica de gobiernos y po-
blación, así como a la brecha de infraestructura di-
gital predominante en el continente.

Son siete los lineamientos que se incluyen en el ci-
tado acuerdo y que a continuación expondremos:

7 https://www.uinl.org/documents/20181/339555/ES+Comparecencia+en+linea/1440629c-956f-4c94-86c9-6ad490c3ce6d (consultado el 26 de junio de 2024).
8  Ídem.
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1. Características del entorno digital: El sistema 
informático que aloje el protocolo digital deber ser 
una plataforma cerrada, es decir, diseñada exclusiva-
mente para ser utilizada en la actividad notarial por 
notarios y usuarios, previo registro o enrolamiento 
en esa red. Relacionado con esto, el entorno digital 
notarial no debe permitir el acceso al público en ge-
neral, sino que únicamente podrán interactuar en la 
plataforma los notarios respecto de los instrumen-
tos que se otorguen ante su fe, los participantes en 
los mismos o sus beneficiarios, quienes acrediten 
un interés jurídico y las autoridades facultadas para 
requerirlo, conforme a la ley correspondiente.

La conectividad debe realizarse conforme a los es-
tándares más altos en materia de seguridad de la 
información y la protección del resguardo de datos 
personales. Sabemos del riesgo de vulnerabilidad 
que existe en cualquier plataforma digital motivo 
por el cual deben aplicarse permanentemente prue-
bas de penetración por expertos en ciberseguridad, 
contar con un monitoreo preventivo para detectar 
cualquier intrusión o actividad sospechosa y contar 
con un protocolo de actuación para el caso de la pre-
sentación de algún evento que pueda comprometer 
la seguridad e integridad de la información.

En lo referente a la operación del entorno digital no-
tarial, ésta debe ser centralizada y administrada por 
el notariado o predispuesta para este fin. Lo ante-
rior implica que los colegios notariales o la propia 
autoridad que regula la actividad notarial, salvo los 
casos de ésta última que la ley la faculte, no pueden 
tener acceso a los mensajes de datos que confor-
man el protocolo digital. Los mensajes de datos de-
ben transmitirse y guardarse en forma cifrada de tal 

manera que solo el notario actuante o quien, con-
forme a la ley lo sustituya, pueden tener acceso a los 
instrumentos notariales digitales.

2. Protocolo digital: El protocolo digital está integra-
do por los instrumentos notariales y los documentos 
que obren en sus apéndices en soporte electrónico, 
alojados en el entorno digital notarial, constituyen-
do todo ello, la matricidad electrónica. El sistema 
informático para la actuación notarial digital es el 
único medio para conformar las relaciones jurídicas 
entre los otorgantes de las escrituras mediante el 
uso de la firma electrónica de los usuarios y la firma 
electrónica notarial quien autoriza y da autenticidad 
a las mismas en dicho entorno.

3. Firma electrónica fiable o avanzada del usuario: 
El firmado de las escrituras en el protocolo digital 
debe realizarse por las partes con el uso de una fir-
ma electrónica fiable o avanzada a fin de garantizar 
la integridad, autenticidad, confidencialidad y no 
repudio de los documentos electrónicos. Adicio-
nalmente, se sugiere que se incorporen a la misma 
elementos de autenticación biométrica y otros que 
sean suficientes, para garantizar que el titular del 
certificado digital es el firmante y que el dispositi-
vo, usado para el firmado electrónico, se encuentra 
bajo su control.

Lo recomendable es que en dicho entorno sea en 
donde se emita el certificado digital para la actua-
ción notarial digital de los comparecientes, el cual 
no puede estar revocado o estar caduco al momen-
to del firmado del instrumento digital notarial. Con 
lo anterior, el usuario del servicio notarial podrá fir-
mar electrónicamente ante el notario actuante o, 
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incluso en otro momento, frente a cualquier otro 
notario que forme parte de la red para otros actos 
jurídicos, mientras el certificado del usuario se en-
cuentre vigente.

Previamente al firmado electrónico en el protocolo 
digital, el notario debe cerciorarse de la identidad y 
emitir un juicio de capacidad o discernimiento del 
compareciente que ante él se presente, mediante 
una videoconferencia en tiempo real que permita 
la interacción entre los autores del acto jurídico pu-
diendo el notario abstenerse de actuar, en cualquier 
momento, frente a cualquier duda que le surja con 
motivo de dicha comparecencia en línea.

4. Firma electrónica fiable o avanzada notarial: 
Al igual que la firma electrónica de los usuarios, el 
notario, para autorizar los instrumentos electrónicos 
en el protocolo digital, debe usar una firma elec-
trónica fiable o avanzada a la cual se le incorporen 
elementos de autenticación biométrica u otros que 
sean necesarios para un mejor control sobre su uso. 
De igual manera, se debe verificar que el certificado 
digital esté vigente y no se encuentre caduco. Adi-
cionalmente, debe estar previsto en la ley, que la fir-
ma electrónica notarial tiene equivalencia funcional 
no solamente en lo que se refiere a la firma autógra-
fa sino también con el sello de autorizar con los que 
autorizará los instrumentos notariales electrónicos.

5. Territorialidad: En la actuación notarial en el ám-
bito digital, la escritura se entiende celebrada en el 
lugar de radicación del notario siendo conveniente 
el uso de componentes de geolocalización. La activi-
dad notarial supone un ejercicio de soberanía dele-
gada por el Estado por lo que su vigilancia y control 
corresponde a las autoridades gubernamentales 
respectivas. Con base en lo anterior, la legislación 

debe establecer en cada país las reglas, términos 
y condiciones conforme a los cuales, respetando la 
competencia territorial, se firmen los instrumentos 
notariales en formato electrónico. Lo ideal es que 
existan convenios de coordinación a nivel interna-
cional para evitar invasión de competencias y forta-
lecer la validez de los actos jurídicos contenidos en 
los instrumentos notariales.

6. Instrumento electrónico: El mensaje de datos 
que contiene el instrumento notarial y las firmas 
electrónicas de los usuarios y del notario, se conside-
ra el original. De igual manera, ese archivo electró-
nico debe encontrarse cifrado y alojado en el proto-
colo digital en el entorno de la plataforma destinada 
para tales efectos, constituyendo lo anterior la ma-
tricidad electrónica. El instrumento electrónico se 
podrá representar tanto en soporte papel como en 
soporte digital, según lo determine la legislación 

Previamente al firmado 
electrónico en el protocolo digital, 

el notario debe cerciorarse de 
la identidad y emitir un juicio 

de capacidad o discernimiento 
del compareciente que ante 

él se presente, mediante una 
videoconferencia en tiempo 

real que permita la interacción 
entre los autores del acto jurídico 

pudiendo el notario abstenerse 
de actuar, en cualquier momento, 

frente a cualquier duda que 
le surja con motivo de dicha 

comparecencia en línea.
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correspondiente, atendiendo al uso o destino de di-
cho documento que también debe ser considerado 
como auténtico, con pleno valor probatorio, con la 
sugerencia que se incorporen adicionalmente códi-
gos para verificar su autenticidad.

7. Requisitos para actuar en el entorno digital no-
tarial:  La formación y el resguardo del protocolo di-
gital debe realizarse cumpliendo con ciertos requi-
sitos técnicos, elementos de seguridad tecnológica, 
ciberseguridad y protección de datos personales 
conforme a los estándares internacionales que se 
determinen. Cabe señalar que independientemen-
te de la existencia de un protocolo digital, los nota-
rios conservan su actuación en el protocolo ordina-
rio en soporte papel. No hay que pasar por alto que 
habrá usuarios que preferirán firmar los instrumen-
tos como tradicionalmente se ha hecho durante si-
glos, con su firma autógrafa y en soporte papel por 
lo que, tanto protocolo ordinario como protocolo di-
gital, pueden coexistir.

En nuestra opinión, un mismo instrumento no debe 
ser firmado en el ambiente digital por alguna de las 
partes y en el ambiente analógico por la otra, sino que 
los usuarios de los servicios notariales deberán optar 
desde un principio, en cuál clase de protocolo quieren 
actuar. No está por demás decir que el firmado de las 
escrituras en formato digital, se puede realizar con la 
comparecencia física en la oficina del notario.

Como ha quedado expuesto, con estas directrices, 
los pasos hacia la implementación del protocolo di-
gital en el continente americano ya se están dando. 
Hoy en día, la actuación notarial digital en Brasil ya 
es una realidad según ha sido mostrado al notariado 
iberoamericano en los diversos eventos académicos 

organizados por la CAAm. En otros países como Ca-
nadá (Quebec), México (Ciudad de México), Argenti-
na (Provincia de Buenos Aires y Ciudad de Buenos 
Aires) y Bolivia, además de contar con un sustento 
legal acorde a los lineamientos de los documentos 
que hemos analizado, ya cuentan con plataformas 
o herramientas tecnológicas que permiten tener un 
soporte digital para la celebración de ciertos actos 
notariales incorporando la firma electrónica notarial.

La instrumentación del protocolo digital es un tema 
que ya se había abordado y analizado en diversos fo-
ros de la Unión Internacional del Notariado pero no 
fue sino hasta la llegada de la pandemia cuando se 
aceleró su desarrollo; los clientes demandaron que la 
función pública, de dar fe prestada por los notarios, 
se adaptara a la nueva realidad digital.

El cambio de paradigma implicó recorrer caminos 
que no habían sido transitados previamente, en los 
cuales se continuará librando los obstáculos y ven-
ciendo las barreras que se presenten; sin embargo, 
tanto el “Decálogo de la UINL para las escrituras 
notariales con comparecencia en línea” como el 
“Acuerdo para la incorporación del protocolo digi-
tal a fin de lograr el otorgamiento de instrumentos 
notariales con comparecencia en línea” de Guaya-
quil, constituyen las directrices a considerar en el 
camino a seguir.

Los nuevos retos habitualmente van acompañados 
de reticencia, temor e incertidumbre; ya hemos dado 
los primeros pasos con mucha cautela en la ruta ha-
cia el otorgamiento de escrituras a distancia en un 
protocolo digital para no comprometer la certeza 
y seguridad jurídicas, pero, si de algo no tenemos 
duda, es que, en este andar, ya no hay marcha atrás.
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CONSENTIMIENTO 
ELECTRÓNICO: 
DESAFÍOS DEL 

EJERCICIO DE LA 
FUNCIÓN NOTARIAL EN 

URUGUAY
Un primer eje temático de este 

trabajo consiste en analizar los efectos 
legales de la firma electrónica en rela-
ción con el consentimiento electrónico, 
contemplando la normativa uruguaya 
civilista, comercialista, administrativista 
y notarial. Una vez considerados estos 
aspectos, se tratará la misma cuestión 
en el ámbito regional del Mercado Co-
mún del Sur (MERCOSUR). 
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a) El consentimiento electrónico en el Derecho 
uruguayo:

El término “consentimiento” proviene del latín con-
sensus, el cual deriva a su vez de cum (con) y sen-
tire (sentir)1, expresión que denominaba a la mani-
festación libre de voluntad de un sujeto con el fin 
de arribar a un acuerdo con otro/s sobre un mismo 
punto. El artículo 1261 del Código Civil uruguayo, dis-
pone que el consentimiento es uno de los requisitos 
esenciales para la validez de los contratos y, precisa-
mente, la firma, tanto autógrafa como electrónica, 
es un mecanismo para exteriorizar la voluntad de 
las partes y posibilitar la obtención del efecto perse-
guido por ellas. Según Cafaro y Carnelli2, el consenti-
miento forma parte de los elementos estructurales 
de los contratos. 

Como todos los sistemas de la tradición continen-
tal europea, el Derecho uruguayo ha recibido la in-
fluencia fundamental del Derecho romano. En éste, 
el consentimiento, como todo el Derecho romano 
en general, evolucionó desde el formalismo extre-
mo hacia la libertad de formas. En efecto, en la pri-
mera etapa de Roma (Derecho quiritario o antiguo) 
sólo tenía valor jurídico el consentimiento plasmado 
a través de fórmulas rígidas o sacramentales. Con el 
correr del tiempo la expresión del consentimiento 
fue liberalizándose, proceso en el que los romanis-
tas reconocen tres etapas.

La primera flexibilización se produjo con la apa-
rición de los contratos reales, los que para per-

feccionarse requerían únicamente la entrega 
de la cosa, en lugar de la repetición ritual de una 
fórmula; la segunda fase en la liberalización del 
consentimiento ocurrió con el advenimiento de 
los contratos consensuales, en los que bastaba 
el acuerdo entre las partes para el perfecciona-
miento; finalmente, en su versión final y más 
acabada (Derecho justinianeo) el Derecho ro-
mano admitió diversos pactos y contratos inno-
minados3. 

En el Derecho uruguayo, las formas de expresión 
del consentimiento y su valor como medio proba-
torio han sido reguladas por diversas normas na-
cionales contenidas en los Códigos Civil, Comercial, 
y General del Proceso, y a través de disposiciones 
especiales, como la ley nro. 18.600, de 5 de noviem-
bre de 2009, que regula la admisibilidad, validez y 
eficacia del documento electrónico y de la firma 
electrónica; dicha norma ha sido reglamentada 
por los decretos números 276/013, de 3 de setiem-
bre de 2013, 436/2011, de 8 de diciembre de 2011 y 
436/012, de 8 de febrero de 2012. 

La exposición de motivos de la citada ley nro. 18.600 
establece la necesidad de ajustar el Derecho na-
cional a las nuevas tecnologías, y de promover la 
utilización del instrumento de la firma digital con 
la finalidad de extender el gobierno y el comercio 
electrónico.

En cuanto a la forma de emitir una voluntad jurídi-
ca relevante en un sentido determinado, el artículo 
1252 del Código Civil Uruguayo consagra la libertad 
de forma, es decir, la consensualidad, sin perjuicio 
de la salvedad que se precisará infra.

En materia de consentimiento electrónico rige en 
el Derecho uruguayo el principio de la autonomía 
de la voluntad, línea que también ha sido adoptada 
por los Principios UNIDROIT en sede de contratos 
de comercio internacional (2016)4. Tales Principios 
operan cuando las partes así lo convienen, en casos 
de contratos internacionales, no existiendo impedi-

En materia de consentimiento 
electrónico rige en el Derecho 

uruguayo el principio de la 
autonomía de la voluntad, línea 

que también ha sido adoptada por 
los Principios UNIDROIT en sede de 

contratos de comercio internacional

1  Farina J. M., N (1967), Consentimiento en Enciclopedia Jurídica Omeba. Tomo III, p. 1005: Buenos Aires, Editorial Bibliográfica Argentina S.R.L. 
2 Cafaro, E. B. y Carnelli, S. (2024). Eficacia contractual, p. 27: Montevideo, Fundación de Cultura Universitaria.
3  Foignet, René (1948), Derecho Romano, traducción del francés de Arturo Fernández Aguirre, pp.130-131: México, Editorial José M. Cajica.  
4  Art. 1.6 (2) Principios UNIDROIT.
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mento alguno para que los mismos sean aplicados 
en las relaciones de Derecho interno, mediando 
expreso acuerdo de las partes, tal como resulta del 
preámbulo de dicho documento. El artículo 1.1 de 
éste, consagra que las partes gozan de libertad en 
el ámbito de celebración de un contrato y tienen la 
potestad de determinar su contenido; el artículo 1.2 
habilita la celebración de contratos consensuales, 
incluso verbales. 

De esta manera, los sujetos contratantes son libres 
de manifestar su consentimiento en la forma que 
deseen, tanto en la propuesta como en la acepta-
ción de obligarse, excepto en el caso de que una 
norma establezca una determinada forma, esto es, 
que  imponga la solemnidad, como en el caso del 
otorgamiento de ciertos negocios mediante escri-
tura pública, en cuyo caso la libertad de forma no 
puede aplicarse con el objetivo de evadir una exi-
gencia legalmente dispuesta, siendo, al respecto, 
aplicables los artículos 1252, 1264 y 1770 del Código 
Civil, así como el artículo 191 del Código de Comercio 
uruguayos.

Los avances tecnológicos han provisto a los opera-
dores jurídicos, y a los particulares en general, de 
medios adecuados para asegurar la autenticación e 
integridad del consentimiento brindado y del men-
saje de datos. Sin embargo, no todos proporcionan 
el mismo grado de seguridad y, consecuentemente, 
tampoco producen idénticos efectos jurídicos. En 
virtud de ello, la ley uruguaya nro. 18.600 concede 
un tratamiento diferencial en cuanto a la eficacia 
de la firma electrónica, distinguiendo si se trata de 
firma electrónica simple, aplicándose en este caso 
el artículo5 de la citada norma, o de firma electró-
nica avanzada, siendo de aplicación el artículo 6 de 
aquella.

La doctrina ha definido a la firma electrónica 
simple como “aquella que permite identificar a 
la persona que emite un documento electróni-

co, mediante un conjunto de datos vinculado al 
documento original”5. Usualmente se emplea 
esta clase de firma al realizar transacciones 
bancarias o comerciales.

El artículo 5 de la citada ley nro. 18.600 habilita la 
autonomía de la voluntad para pactar de común 
acuerdo las condiciones en que aceptarán como vá-
lidas las firmas electrónicas simples, pero siempre 
conforme a la Ley. La norma utiliza la expresión “de 
común acuerdo”, por lo que la doctrina ha discuti-
do en qué momento deben las partes expresar su 
aceptación de brindar su consentimiento mediante 
firma electrónica, debatiéndose al respecto si resul-
ta o no suficiente con que lo plasmen en el mismo 
documento, mediante el cual desean obligarse o, si 
en cambio, deben hacerlo anticipadamente. Esta 
cuestión se dirime teniendo en cuenta que, de re-
gla, el consentimiento puede otorgarse sin solem-
nidad alguna, incluso tácitamente, sin importar el 
soporte en el que esté contenida esa información. 
Al momento de la suscripción del contrato median-
te firma digital, ambas partes estarán otorgando 
ese negocio consensual y simultáneamente, esta-
rán aceptando brindar el consentimiento mediante 
esta modalidad6. 

La mencionada ley también indica que tendrá efi-
cacia jurídica la firma electrónica simple cuando 
la persona ante quien se oponga el documento 
firmado de esta manera lo acepte. En caso de que 
no se haya efectuado pacto alguno en este sentido, 
de conformidad con el artículo 4 de la norma, si se 
estampa una firma electrónica simple en un docu-
mento electrónico, por el principio de equivalencia 
funcional ésta tendrá el mismo valor y efecto que 
una firma manuscrita puesta en formato papel, pu-
diendo asimilarse a un documento privado impreso 
que haya sido suscrito por las partes, pero sin contar 
con certificación notarial de otorgamiento y firmas. 
En ambos casos resultan aplicables el artículo 1581 y 
siguientes del Código Civil uruguayo.

5 Álvarez, C. y Lueiro, I. (2021). La tecnología y el notariado: Una nueva forma de trabajar. Revista de la Asociación de Escribanos del Uruguay, 
[Recurso en línea], 107, 157-164. Presentado en 18a Jornada Notarial Iberoamericana (San Juan de Puerto Rico: 20-22 oct. 2021). Disponible en: 
http://biblioteca3.aeu.org.uy/digital/RAEU/100/107-1-157-164.pdf
6 Alfaro, K. (2021). Cuestiones en torno a la firma electrónica simple. Revista Crítica de Derecho Privado, (18), p. 90.
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En materia de firma simple existe un riesgo en rela-
ción a la modificabilidad del documento trasmitido, 
lo cual suele generar cierta desconfianza a la hora de 
su utilización, desventaja que no se produce cuando 
las partes estampan su firma en forma presencial, 
pues en este caso tanto éstas como los profesionales 
asesores acuden a una reunión para proceder a la fir-
ma del contrato, y cuentan con la certeza de que en 
un mismo acto todos suscribieron documentos de 
idéntico tenor, sin que exista posibilidad de una ulte-
rior modificación de los términos y condiciones. En el 
caso de firma electrónica simple existe la posibilidad 
de alterar el contenido del documento luego de que 
la firma ya ha sido estampada, resultando un texto 
distinto al previamente pactado y aceptado. Por esta 
razón, diversos programas informáticos ofrecen in-
sertar la firma electrónica e impedir a la vez que se 
modifique el documento luego de suscrito, pero no 
realizan funciones de certificación, por lo que la fir-
ma continúa siendo simple.

En cambio, tal como es recogido en la exposición de 
motivos de la ley uruguaya nro. 18.600, la firma elec-
trónica avanzada asegura fehacientemente la iden-
tidad del autor, el no repudio del documento y la 
integridad de éste; conforme a dicho razonamiento, 
el artículo 6 de la norma le concede iguales efectos 
que una firma autógrafa puesta en un documento 
público o en un documento privado con firmas cer-
tificadas notarialmente, rigiendo la presunción de 
autenticidad salvo tacha de falsedad. Para que se 
produzca esta equiparación entre la firma electró-
nica avanzada y la firma de puño y letra certificada 
notarialmente o plasmada en un documento públi-
co, se deben cumplir una serie de requisitos:

que se le solicite al firmante información de su 
exclusivo conocimiento y que sea creada por 
medios que pueda mantener en su órbita exclu-
siva de control (esto a los efectos de la identifi-
cación precisa del usuario y de asociarlo con la 
autoría del acto); ser pasible de verificación por 
terceros; vincularse a un documento electrónico 

de forma que, si se genera cualquier modifica-
ción en el mismo luego de firmado, pueda ser 
detectado (garantizando así la autenticación, la 
inalterabilidad del documento transmitido y la 
inmutabilidad del mismo) a través de técnicas 
de encriptación.

Otra cuestión de interés resulta del artículo 6 in fine 
de la citada ley, en relación con el “timestamping” o 
sellado del tiempo, por el cual, el documento elec-
trónico no hará fe respecto de su fecha, excepto que 
la misma conste en un fechado electrónico otor-
gado por un prestador de servicios de certificación 
acreditado.

Cabe preguntarse, también, acerca del momento 
de perfeccionamiento del contrato. Por ejemplo, 
ante un contrato que se envía mediante correo elec-
trónico existe un lapso entre el momento en que 
uno de los contratantes firma y envía el documento, 
y el otro lo recibe y lo firma devolviéndolo con su fir-
ma estampada. Puede que este procedimiento lle-
ve horas, días o meses. En doctrina se ha discutido 
acerca de si se trata de un contrato entre ausentes, 
posición de Gamarra, o entre presentes, en caso de 
que el contrato se celebre vía chat online, indepen-
dientemente que las partes estén en lugares distin-
tos, criterio sostenido por Altmark y Molina Quiroga, 
entre otros7.

El artículo 1265 del Código Civil uruguayo indica que 
“el contrato se perfecciona en el lugar y acto en que 
la respuesta del que aceptó llega al proponente”. 
Aplicado a nuestro caso, el perfeccionamiento no 
se produce cuando se estampa la firma electróni-
ca, sino cuando el contrato llega al proponente. Esto 
ocurre cuando el correo queda disponible para su 
lectura en la casilla de correo al proponente, subsis-
tiendo la cuestión de si se requiere sólo la recepción o 
si se precisa, además, el conocimiento del proponen-
te. El mencionado Código Civil limita la aplicación 
del sistema del conocimiento a algunos contratos en 
particular, como la donación o el mandato, pero en 

7  García Fariña, S. y Grünfeld Barki, B. (2013). Protección del consumidor en la contratación electrónica internacional: Realidad actual y dificulta-
des derivadas. Derecho Informático, 14, pp. 7-25.
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general alcanza con la recepción. En los tipos con-
tractuales en que corresponde el conocimiento de 
la aceptación de la oferta, ese sería el momento del 
perfeccionamiento. Este sistema es recogido en los 
artículos 203 y 204 del Código de Comercio e igual 
solución se adoptó en la Ley Modelo de la Comisión 
de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil In-
ternacional sobre Comercio Electrónico (1996).

En el ámbito del Derecho administrativo, con el 
avance de la e-Administración el usuario pasó a ser 
el centro de todas las actividades. En este sentido, 
los administrados no sólo demandan el acceso elec-
trónico a los procedimientos administrativos, sino 
que también reclaman que los servicios se adecuen 
y diseñen desde su punto de vista, lo que involucra a 
la sustitución del expediente físico. Delpiazzo utiliza 
la expresión “despapelización”, para hacer referen-
cia a la ausencia de corporeidad propia de los docu-
mentos electrónicos8.

El artículo 695 de la ley uruguaya nro. 16.736, en su 
inciso 2º establece la equivalencia funcional entre 
las actuaciones administrativas en formato papel y 
electrónico, dotando a éstos últimos de igual valor 
y eficacia jurídica que los extendidos utilizando los 
medios convencionales, en la medida que se cum-
plan los presupuestos y elementos típicos de todo 
acto administrativo. En este caso, en particular, se 
admite la sustitución de la firma manuscrita por 
la utilización de contraseñas o signos informáticos 
adecuados, como ser el pin de la cédula de identi-
dad para firmar las actuaciones, lo cual redunda en 
la autenticación y certeza del autor del documento 
digital. Naturalmente, deben mantenerse los mis-
mos lineamientos pautados por el área de seguri-
dad de la información en materia de contraseñas, 
esto es: carácter personal de las mismas, intransfe-
ribilidad e inadmisibilidad de contraseñas genéricas, 
a los efectos de preservar la integridad, autenticidad, 
conservación y confidencialidad de la información.
El artículo 8 de la ley uruguaya nro. 18.600 habilita a 
los distintos organismos del Estado a la celebración 

de contratos y ejecución de actos, así como a la ex-
pedición de cualquier documento dentro del ám-
bito de su competencia, implementando la firma 
electrónica, ya sea simple o avanzada, sin perjuicio 
del tratamiento diferencial de las solemnidades, as-
pecto ya mencionado.

En cuanto al Derecho Notarial, la Acordada de la Su-
prema Corte de Justicia nro. 7.831, de 4 de febrero de 
2015, estableció que la única firma electrónica que 
puede utilizar el escribano público en el ejercicio de 
su profesión es la firma avanzada, y que el sopor-
te notarial electrónico emitido por la Caja Notarial 
de Seguridad Social es el único que puede utilizar-
se para expedir traslados electrónicos y certificados 
notariales electrónicos.
 
b) El consentimiento electrónico en el ámbito ju-
rídico del MERCOSUR

El segundo eje temático de este trabajo consiste en 
analizar los avances actuales en cuanto a la firma 
electrónica en el ámbito regional del Mercosur.
El artículo 24 de la ley uruguaya nro. 18.600 estable-
ce que los certificados reconocidos, esto es, aquellos 
que cuentan con firma electrónica avanzada y han 
sido emitidos por un prestador de servicios de certi-
ficación acreditado, de acuerdo con el artículo 2 de 
la citada norma podrán ser emitidos por entidades 
no establecidas en el territorio nacional, siempre 
que exista un convenio internacional ratificado por 
Uruguay.

El Acuerdo de Reconocimiento Mutuo de Certifica-
do de firma digital del Mercosur fue aprobado el 4 
de diciembre de 2019 en el marco de la 55ª cum-
bre de presidentes del Mercosur, realizada en Bento 
Gonçalves, Brasil. Se trata de un instrumento que 
establece el reconocimiento mutuo de los certifi-
cados de firma digital emitidos por prestadores de 
servicios acreditados o certificadores licenciados en 
cualquiera de los países parte (Uruguay, Argentina, 
Paraguay), en la medida que los mismos respon-

8  Schiavi, P. (2018). Acto administrativo electrónico y nuevas tecnologías ¿Evolución o disrupción? Estudios de Derecho Administrativo, (18), pp. 
265-293.



Uruguay 								         Notariados de América 2024

dan a estándares internacionales reconocidos que 
permitan la identificación inequívoca de su titular 
y emisor, así como también que sean susceptibles 
de verificación. En Uruguay, esa instancia de com-
probación de la validez de la firma, integridad del 
documento y no adulteración de su contenido lue-
go de su suscripción se lleva a cabo utilizando una 
plataforma de AGESIC a tales efectos.

Argentina ratificó el Acuerdo, lo depositó, y entró en 
vigor el 12 de agosto de 2021; Uruguay lo ratificó me-
diante la ley nro. 19.918, lo depositó el 13 de julio de 
2021 y entró en vigor el 12 de agosto de 2021; Para-
guay lo ratificó por Ley 7.121, lo depositó el 25 de julio 
de 2023 y entró en vigor el 24 de agosto de 2023. El 
Senado de Brasil aprobó recientemente el texto que 
ratifica el citado Acuerdo, por lo que restan algunos 
pasos para que el mismo cobre vigencia.

El artículo 12 del referido Acuerdo establece que lue-
go de que el mismo haya entrado en vigor para to-
dos los Estados parte, podrán adherirse los Estados 
asociados, esto es Chile, Colombia, Ecuador, Guaya-
na, Perú, Surinam y Bolivia.

El artículo 8 menciona que las autoridades certifi-
cadoras raíz son la Unidad de Certificación Electró-
nica para Uruguay, la Oficina Nacional de Tecnolo-
gías de la información en el caso de Argentina, el 
Ministerio de Industria y Comercio para Paraguay y 
para Brasil será el Instituto Nacional de Tecnología 
de la Información.

Este instrumento materializa el concepto de “fir-
ma transfronteriza” utilizado en la Ley Modelo de 
la Comisión de las Naciones Unidas para el Dere-
cho Mercantil Internacional sobre la Utilización y el 
Reconocimiento Transfronterizo de la Gestión de 
la Identidad y los Servicios de Confianza e implica 
una simplificación de las transacciones que permi-
tiría una mayor fluidez en el tráfico internacional, 
al mismo tiempo que una economía de tiempo y 
costos, ya que no resultaría necesario acudir a certi-
ficaciones adicionales por parte de los notarios. Ello 
implica un cambio en el rol profesional notarial, que 
debería hacer foco en el asesoramiento previo a la 
formación del contrato, la redacción del mismo, el 
control de la personería jurídica y/o representación 
ante la intervención de personas jurídicas o apode-
rados, y luego la verificación del cumplimiento de 
los requisitos que establece la norma, para conside-
rar que el documento fue suscrito electrónicamente 
de forma correcta y verificable.

Este instrumento materializa el 
concepto de “firma transfronteriza” 

utilizado en la Ley Modelo de 
la Comisión de las Naciones 

Unidas para el Derecho Mercantil 
Internacional sobre la Utilización y 
el Reconocimiento Transfronterizo 
de la Gestión de la Identidad y los 

Servicios de Confianza e implica una 
simplificación de las transacciones 

que permitiría una mayor fluidez en el 
tráfico internacional
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REFORMAS 
NECESARIAS PARA 

LA MODERNIZACIÓN 
DEL NOTARIADO 

EN EL PERÚ
El presente artículo se centrará en la regu-
lación y propuestas de la fijación de plazas 
notariales, además las propuestas sobre los 
medios tecnológicos en la función notarial 
ante la actual coyuntura; y por último, la con-
tinuación del proceso de desjudicialización 
en el Perú. 

El Perú ha tenido tres leyes que regulan la función 
notarial, la primera fue aprobada en 1911, entrando 
en vigencia al año siguiente, Ley N° 1510, Ley del No-
tariado Peruano. Esta norma detallaba las labores 
del notario, como la de dar fe de los actos y contra-
tos que ante su persona se celebraren, además de 
establecer requisitos para acceder al cargo notarial, 
permitiéndose el desempeño de personas que no 
fueran abogados, tratándose de doctores o bachi-
lleres en jurisprudencia. Se dio la opción explícita de 

la utilización de la denominación de notario, que-
dando atrás la denominación de escribano público. 
Posteriormente, fue sustituida por el Decreto Ley N° 
26002 en el año 1992, donde estableció que el no-
tario es el profesional del derecho y que el ingreso 
al notariado sería por concursos cerrados o abiertos, 
creándose la carrera notarial. La actual Ley del No-
tariado, aprobada mediante Decreto Legislativo N° 
1049 y publicado el 26 de Junio del 2008.

Antecedentes
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El número inicial de notarios según la Ley N° 1510 era 
fijado por la Corte Superior de su jurisdicción, sin que 
pueda exceder de tres en las capitales de provincia, 
de seis en las de departamento o provincia litoral, 
y de veinte en la Capital de la República. Posterior-
mente, fue modificado por la Ley N° 21960 del 16 de 
enero de 1953, donde se estableció que en las capi-
tales de provincias, el número de notarios no podrá 
exceder de cinco y de ocho en los departamentos 
o provincia litoral. Por último,  mediante  el Decreto 
Ley N° 22634, del 14 de agosto de 1979, se estableció 
que en tanto se dictará la nueva ley de notariado, el 
número de notarios en la capital de la república sería 
de cuarenta.

La segunda Ley del notariado, aprobada por el de-
creto Ley n°26002, estableció que el número de no-
tarios sería de doscientos en la Capital de la Repúbli-
ca, de cuarenta en las capitales de departamentos; 
y de veinte en las capitales de provincias, incluida 
la provincia constitucional del Callao. Las vacantes 
creadas por aplicación de esta ley se localizarán úni-
camente en los distritos que carezcan de servicio 
notarial, exceptuándose los de fines recreacionales 
de invierno, verano, turismo. El artículo 4 de la Ley 
No 26741,  de fecha 11 de enero de 1997, creó una Co-
misión Técnica para determinar, de acuerdo a las 
condiciones demográficas, el volumen contractual y 
las necesidades de la población, el número de pla-
zas que deberán ser cubiertas. El INEI efectuó un 
estudio técnico que determinó el requerimiento del 
servicio notarial en las diversas provincias del Perú. 
Para ello, tuvo además en cuenta, la infraestructura 
notarial instalada en cada provincia.

La actual Ley del notariado, aprobada mediante De-
creto Legislativo N°1049, en el año 2008, cambió la 
forma de determinación del número de notarios de 
conformidad con cantidad de habitantes, de esta 
forma se estableció el número de notarios en el terri-
torio de la república de la siguiente manera: una pro-
vincia que cuente con al menos cincuenta mil habi-
tantes deberá contar con no menos de dos notarios 
y por cada cincuenta mil habitantes adicionales, se 
debe contar con un notario más. Desde que se es-
tableció un número de población, se han presenta-
do diversos proyectos de ley, proponiendo reducir el 
número de habitantes, hasta 10,000 habitantes, sin 
pensar en criterios técnicos. 

En ese sentido, el notariado peruano ha propuesto 
un texto sustitutorio ante la Comisión de Justicia del 
Congreso de la República, en la actual legislatura, 
donde el número de notarios en el territorio de la re-
pública se establece considerando su competencia 
provincial y los siguientes criterios concurrentes:

a) Por las condiciones demográficas de la po-
blación. Una provincia que cuente con al menos 
cincuenta mil ciudadanos debe contar con no 
menos de dos notarios. Por cada cincuenta mil 
ciudadanos adicionales debe contar con un no-
tario adicional.
b) En función del volumen negocial y contractual.
c) En función a la magnitud de la actividad eco-
nómica o tráfico comercial.
d) En función a la infraestructura del servicio 
notarial y a la provisión de servicios públicos para 
la prestación de dicho servicio.

Acceso al notariado y plazas notariales
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La creación y localización de las plazas se determina-
ría por el Consejo del Notariado, previo informe de una 
Comisión Técnica según la jurisdicción integrada por:

a) Un representante del Instituto Nacional de 
Estadística e Informática (INEI),
b) Un representante de la Junta de Decanos de 
los Colegios de Notarios del Perú,
c) Un representante del del Colegio de Aboga-
dos de la Jurisdicción y,
d) Un representante del Colegio de Notarios de 
la jurisdicción.

La creación de plazas notariales se haría, de modo 
preferente, en los lugares donde no exista notario, 
considerándose además las plazas ya existentes en 
la provincia. Igualmente, podrá actualizar el número 
de plazas existentes. La decisión del Consejo del No-
tariado debe ser motivada en el informe de la Comi-
sión Técnica, que será emitida cada siete años, plazo 
pertinente para evaluar el cambio de condiciones.

El Tribunal Constitucional al resolver la acción de in-
constitucionalidad presentada por el Colegio de Abo-
gados de Lima en contra de la Ley N° 26741 (STC N° 
04-97-I/T C), dejó en claro que nuestro país se adscri-
be al sistema de organización notarial de tipo latino, y 
en tal sentido, precisó que la cantidad de notarios se 
define por determinados criterios objetivos como los 
señalados en la mencionada norma, tales como:

1. volumen contractual.
2. necesidades de la población y,
3. infraestructura notarial instalada en cada pro-
vincia; previo informe del INEI.

Asimismo, dicho colegiado ha tenido la ocasión de 
pronunciarse sobre el criterio poblacional para la 
creación de plazas notariales, a propósito de la acción 
de inconstitucionalidad contra el numeral 5.1 del ar-
tículo 5 del Decreto Legislativo N° 1049, Expediente 
Nro. 0006-2013-PI/TC, interpuesto por el Colegio de 
Notarios de San Martín, precisando que el artículo 5 
del Decreto Legislativo N° 1049 corresponde ser in-
terpretado respecto a la cantidad de ciudadanos. No 
obstante, debe tenerse presente que esta senten-
cia fue materia de aclaración por auto de fecha 6 de 
enero de 2016, a pedido del Poder Ejecutivo, cuando 
ya se encontraba vigente el nuevo texto del numeral 
5.1 del artículo 5 del Decreto Legislativo del Notaria-
do, que había incorporado el criterio de la actividad 
económica o tráfico comercial de la provincia. En di-
cha oportunidad el Tribunal Constitucional, con una 
distinta conformación, corrigió el fundamento 19 y el 
punto resolutivo 3 de la sentencia del 24 de mayo de 
2014, en el sentido que se tenga en consideración el 
movimiento comercial o económico de la provincia. 

Es decir, el Tribunal Constitucional consideró dichos 
criterios objetivos para la determinación de plazas 
notariales.

Por tanto, la creación de plazas en función de un 
criterio exclusivamente poblacional es un criterio 
subjetivo y contrario a los principios de razonabili-
dad y proporcionalidad que ha señalado el Tribunal 
Constitucional. En nuestro país existen localidades 
con poca población y con alto movimiento econó-
mico y viceversa, localidades con mucha población 
y con poco movimiento económico. 

Notariados de América 2024				    Perú
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Además, quienes celebran contratos o realizan actos jurídicos ante 
notario son los mayores de edad, es decir los ciudadanos, como se-
ñaló el Tribunal. 

En ese sentido, para evitar distorsiones, el número de ciudadanos 
debe evaluarse conjuntamente con otros factores objetivos, como 
los que se establecen en la propuesta de modificación del Decre-
to Legislativo del Notariado, tales como: volumen negocial y con-
tractual, actividad económica o tráfico comercial e infraestructura 
del servicio notarial y provisión de servicios públicos para la pres-
tación de dicho servicio. En este último caso, como por ejemplo, 
oficinas de SUNARP, SUNAT, RENIEC, comisarías, entidades finan-
cieras, entre otros. Adicionalmente a ello, para la creación de pla-
zas notariales se propone considerar los lugares donde no exista 
notario, considerándose además las plazas ya existentes en la pro-
vincia. En cuanto a la decisión del Consejo del Notariado sobre la 
materia, se propone que ésta deba ser motivada en el informe de 
la precitada Comisión Técnica, lo cual se encuentra en línea con lo 
previsto por el artículo 6 del TUO de la Ley N° 27444, Ley del Proce-
dimiento Administrativo General, aprobado por Decreto Supremo 
N° 004-2019-JUS, y al principio constitucional de interdicción de la 
arbitrariedad.  

Al respecto, es pertinente precisar que, según la recomendación 
de la Unión Internacional del Notariado, el número de notarios sea 
regulado (numerus regulatus), porque deben existir las condicio-
nes para la prestación del servicio notarial y para la supervisión del 
notariado. Si se promueve un número indiscriminado de notarios, 
ello podría generar situaciones que afecten la calidad del servicio 
notarial, al no postular los mejores profesionales, y porque existi-
rán notarios sin demanda del servicio, lo cual motivará a su vez 
que se dediquen a otras actividades o que puedan ser capturados 
por mafias que afecten el servicio notarial. 

Con la finalidad de cubrir el servicio notarial en provincias don-
de no se puede cubrir las plazas mediante concurso notarial, se 
propone autorizar la itinerancia a otra provincia aledaña de otro 
distrito notarial o la prórroga temporal de la competencia del no-
tario a otra provincia de otro distrito notarial, en caso de vacancia o 
ausencia de notario, manteniendo su plaza, con un plazo de cadu-
cidad máxima de 2 años, con el objeto de autorizar instrumentos, 
dando cuenta inmediata a la Junta de Decanos de los Colegios de 
Notarios del Perú y al Consejo del Notariado, bajo responsabilidad. 
El notario autorizado contará con un registro adicional.
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El notariado peruano viene desarrollando avances 
tecnológicos que permiten la utilización de los me-
dios informáticos para mejorar los servicios notaria-
les. No obstante, para que las nuevas tecnologías 
tengan un efecto en la sociedad en su conjunto, se 
requiere, en primer lugar, reducir la brecha digital, 
por lo cual se exige que su implementación sea pro-
gresiva, a nivel nacional. Con el texto sustitutorio de  
la modificación de algunos artículos en la ley del No-
tariado en la Comisión de Justicia en el Congreso de 
la República, los actos notariales, además del forma-
to físico o presencial, también puedan ser realizados 
a través de medios tecnológicos, a través de la Plata-
forma Electrónica del Notariado, en forma progresi-
va y acorde con la naturaleza del servicio, precisán-
dose que la fe del notario comprende la certificación 
de cualquier documento, independientemente de 
su soporte físico, electrónico, informático o digital.  
La identificación biométrica dactilar ha sido insufi-
ciente frente a las necesidades de actos a distancia 
en el contexto de la pandemia de la Covid-19. Actual-
mente se espera que el siguiente desarrollo sea la 
biometría facial, sin embargo, la norma debe permi-
tir una permanente actualización de los medios tec-
nológicos que se utilizan para identificación de los 
ciudadanos, y no ceñirse a una tecnología específica 
imperante en un tiempo determinado.

El marco normativo señalado por la Ley del Gobier-
no Digital ha señalado que el ente rector en mate-
ria de gobierno digital está a cargo de la Secretaria 
de Gobierno Digital de la Presidencia del Consejo 
de Ministros, y tiene entre otras funciones la identi-
ficación digital.

Por lo que en la norma propuesta se plantea que esta 
actualización esté a cargo del ente rector en materia 

de gobierno digital. Asimismo, se propone se pueda 
recurrir a la información de los Colegios de Notarios 
cuando hayan actuado como entidad de verifica-
ción o de registro, siempre y cuando cuenten con el 
consentimiento del usuario para el tratamiento de 
dichos datos, precisándose asimismo que el notario 
podrá recurrir adicionalmente a otros documentos, 
y/o la intervención de testigos que garanticen una 
adecuada identificación.

Se plantea que el archivo notarial pueda ser digitali-
zado por el propio notario, en respaldo de su archivo 
físico. Esto permitirá, con ayuda del uso de los certi-
ficados digitales, que se autentique dicho archivo y 
que no pueda ser adulterado o modificado. Además, 
permitirá una mayor agilidad en la realización de los 
traslados notariales. Por otro lado, también ayudará 
en los procedimientos de reposición del archivo físi-
co y en el almacenamiento de los archivos de nota-
rios que hayan cesado. 

Asimismo, se plantea mayores precisiones a la regu-
lación de la Plataforma Electrónica del Notariado, la 
cual estaría a cargo de la Junta de Decanos de los 
Colegios de Notarios del Perú; y por lo tanto no ge-
nera ningún egreso ni iniciativa de gasto al sector 
público. Asimismo, se proponen dos etapas en la 
implementación de las medidas propuestas: la más 
inmediata, correspondiente a los procesos semi pre-
senciales, al que pueden acudir los ciudadanos pro-
gresivamente y decanta en la atención presencial en 
los oficios notariales a través de procedimientos más 
ágiles. Luego, una vez que se produzcan las mejoras 
informáticas y modificaciones legislativas necesa-
rias, se ingresará al procedimiento virtual, en el que 
se podrá realizar a través de esta plataforma actos a 
distancia.

Modernización del notariado
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Para tal efecto, se han regulado los siguientes as-
pectos:

a) la fe notarial en el mundo virtual únicamente 
se puede ejercer a través de la Plataforma Elec-
trónica del Notariado,
b) esta plataforma se vinculará a través de la in-
teroperabilidad con la Plataforma Nacional de 
Identificación y Autenticación de la Identidad Di-
gital (ID GOB.PE) del Estado,
c) se agrega la posibilidad de la firma digital de 
los comparecientes e intervinientes y el sello no-
tarial y,
d) la plataforma también ayudará para la adecua-
da distribución y supervisión de la función nota-
rial en cada colegio de notarios.

Los instrumentos electrónicos notariales en esencia 
deben poseer los mismos requisitos que los instru-
mentos físicos, conforme al Decreto Legislativo del 
Notariado; sin embargo, se requiere algunos elemen-
tos que permitan su identificación, a fin de hacerlos 
únicos y más fáciles de ubicar e indexar en el mundo 
virtual. Por tal razón, se han incluido en la propues-
ta normas relativas a los instrumentos electrónicos 
como: el código único de acto notarial, las firmas di-
gitales de comparecientes e intervinientes, la firma y 
sello del notario y un código de verificación en línea.

Al respecto, cabe indicar que los instrumentos pro-
tocolares poseen una característica esencial: deben 
ser contenidos en un archivo o repositorio. Actual-
mente, el artículo 81 inciso a) del Decreto Legisla-
tivo del Notariado indica que el archivo notarial se 
integra por registros físicos en soporte papel o me-
dio magnético; sin embargo, no señala claramente 
el procedimiento de cómo elaborar este archivo en 
formato electrónico. En la propuesta normativa se 
plantea el procedimiento, utilizando la Plataforma 
Electrónica del Notariado.

Cabe indicar que la regulación de los instrumentos 
extra protocolares requiere una actualización, ante 

el advenimiento de los documentos y comunicacio-
nes electrónicas. Para tal efecto, se proponen las si-
guientes innovaciones a la actual ley:

a) reproducción en papel o formato físico de 
documentos electrónicos, cuya autenticidad se 
puede verificar mediante procesos en línea,
b) comprobación de documentos electrónicos, 
señalándose parámetros para que puedan ser 
realizados.,
c) notificaciones electrónicas, de tal manera que 
con ayuda de las nuevas tecnologías que permi-
ten el seguimiento de una comunicación elec-
trónica, el notario pueda certificar su remisión y 
entrega a un destinatario, a través de su correo 
electrónico o buzón electrónico.,
d) la digitalización de documentos de particu-
lares en formato electrónico, que ayudará a re-
ducir los espacios físicos en oficinas y empresas 
que tienen abundante documentación en pa-
pel. Además, se ha considerado una regulación, 
a través de la Plataforma Electrónica del Nota-
riado, de las siguientes aplicaciones: sesiones no 
presenciales de asambleas o de cualquier otro 
órgano de cualquier persona jurídica, actos pú-
blicos de contrataciones y adquisiciones del Es-
tado, libros electrónicos y otras aplicaciones in-
formáticas.

Se propone incorporar el expediente electrónico 
notarial en los procesos no contenciosos. Al respec-
to, cabe indicar que los procesos no contenciosos 
en el ámbito notarial requieren una modernización 
con ayuda de las nuevas tecnologías. Así por ejem-
plo, el Poder Judicial, Tribunal Constitucional y di-
versas instancias administrativas han desarrollado 
expedientes electrónicos. Siguiendo esa experien-
cia, se plantea la implementación del expediente 
electrónico en el ámbito notarial con la Plataforma 
Electrónica del Notariado, a través del que se po-
drán presentar escritos por las partes y autorizados 
por el abogado, salvo aquellas que requieran de la 
presencialidad del solicitante.
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El 22 de setiembre del año 1992, se publicó en el diario oficial El Peruano, la 
Ley N° 26662 denominada “Ley de competencia notarial en asuntos no con-
tenciosos”, con la cual el legislador peruano otorga al ciudadano la oportuni-
dad de tramitar alternativamente ante el Poder Judicial o el notario compe-
tente, seis (06) asuntos no contenciosos; es decir, a partir del año 1992, existe 
un cambio cuantitativo y cualitativo en el notariado peruano, pues nuestro 
notariado asume la responsabilidad de tramitar asuntos no contenciosos. 
En los sucesivos años, se emiten una serie de leyes que aumentan los asun-
tos no contenciosos del notariado peruano.

En la actualidad el notariado peruano, está facultado para tramitar dieciséis 
asuntos no contenciosos: 1. Rectificación de partidas: Nacimiento, matrimo-
nio, defunción. 2. Adopción de personas capaces. 3. Patrimonio familiar. 4. 
Inventarios de bienes. 5. Comprobación de Testamentos. 6. Sucesión intes-
tada. 7. Separación convencional y   divorcio ulterior. 8. Reconocimiento de 
unión de hecho. 9. Convocatoria a junta obligatoria anual. 10. Convocatoria a 
junta general. 11.  Prescripción de vehículos automotores inscritos. 12. Pres-
cripción adquisitiva de predios urbanos. 13. Rectificación de área y linderos. 
14.- Formación de títulos supletorios. 15. Designación de apoyo de adulto 
mayor. 16.- Desalojo con intervención notarial y ejecución judicial.

Con fecha 15 de diciembre de 2023, el Poder Judicial y el presidente de la 
Junta de Decanos de los Colegios de Notarios del Perú, suscribieron un con-
venio de cooperación para aunar esfuerzos y establecer relaciones de apo-
yo y colaboración para contribuir a la seguridad jurídica del país.  Según el 
acuerdo, la colaboración entre ambas instituciones permitirá alcanzar ma-
yores niveles de celeridad y eficiencia en el ejercicio jurisdiccional y notarial, 
contribuyendo a los fines y objetivos institucionales de ambas entidades y 
desjudicializar mediante nuevos procesos de jurisdicción voluntaria.

Asimismo, se instaló la Comisión Especial de Nuevas Competencias Notaria-
les en Asuntos No Contenciosos del Colegio de Notarios de Lima (CNL), con 
la finalidad de proponer nuevos procesos de jurisdicción voluntaria como la 
prescripción adquisitiva de predios rústicos, ofrecimiento de pago y consig-
nación, autorización de disposición de derechos de menores, declaratoria 
de ausencia e inclusión de herederos posteriores a la declaratoria procesal, 
con lo cual se reducirán la carga procesal y sobre todo los plazos y costos en 
beneficio de la sociedad. 

En conclusión, podemos señalar que el notariado peruano se encuentra en 
proceso de modernización, con propuestas de procesos no contenciosos 
con la finalidad de reducir la carga procesal judicial y con acceso del no-
tariado en forma objetiva y razonable, con la finalidad de brindar un mejor 
servicio al ciudadano. 

Desjudicialización
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APROXIMACIONES 
AL ENTORNO 

TECNOLÓGICO DE 
LAS NOTARÍAS EN 

COLOMBIA
Para nadie es un secreto que la tecno-
logía juega un papel definitivo en el de-
sarrollo socioeconómico del mundo y 
que los servicios Notariales deben con-
tinuar avanzando en la importante ruta 
de cambio tecnológico que venimos 
enfrentando desde que inició la cuarta 
revolución industrial, adoptando mejo-
res herramientas y más plataformas que 
cumplan los propósitos de facilitar el ac-
ceso al funcionamiento de nuestro siste-
ma económico e incrementar la calidad 
en el ejercicio de la función notarial de 
cara a los ciudadanos, sin que la seguri-
dad jurídica se vea comprometida.
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En Colombia la Superintendencia de Notariado y Re-
gistro (SNR), entidad adscrita al Ministerio de Justi-
cia y del Derecho que inspecciona, vigila y controla 
el servicio notarial en Colombia, ha acompañado a la 
Unión Colegiada del Notariado Colombiano (UCNC) 
y liderado a su vez el desarrollo de innovaciones tec-
nológicas tendientes a la modernización notarial. El 
fortalecimiento de la prestación del servicio notarial 
en aspectos de agilidad en la atención, renovación 
y seguridad mediante avances tecnológicos, ha re-
querido la interoperabilidad de entidades de carác-
ter público y privado que garantizan la eficacia de los 
mismos. La Superintendencia de Notariado y Regis-
tro -en adelante SNR-, el Congreso de la República, 
el Ministerio de Justicia y del Derecho, el Ministerio 
de Tecnologías de la Información y las Comunicacio-
nes (MinTIC), la Registraduría Nacional del Estado Ci-
vil (RNEC), la Dirección de Impuestos y Aduanas Na-
cionales (DIAN) y muchas otras entidades trabajan 
de forma conjunta, coordinada, sistemática y estra-
tégica, promoviendo de manera incesante la imple-
mentación de medidas y mecanismos que ofrezcan 
seguridad y confiabilidad en la actividad notarial con 
el apoyo de innovaciones tecnológicas, entre ellas la 
Escritura Electrónica, la Identificación Biométrica en 
Línea, la Firma Digital, el Servicio de Información No-
tarial (SIN), la Facturación Electrónica, la Ventanilla 
Única de Registro (VUR), el Repositorio de Poderes, 
el Sistema Integral de Trámites al Ciudadano (SITAC), 
la Radicación Electrónica (REL), que abordaremos 
de forma descriptiva en este artículo.

Para empezar, es oportuno señalar que en Colom-
bia desde el 21 de Agosto de año 1999, fecha en 
que se publicó y entró en vigencia de la Ley 527 del 
mismo año, la firma digital tiene la misma fuerza 
y efectos legales que la firma manuscrita, y el do-

cumento electrónico tiene el mismo valor jurídico 
del documento físico. Todo mensaje de datos que 
conste por escrito, contenga firma, sea original y se 
encuentre conservado íntegramente, tiene plenos 
efectos jurídicos, validez y fuerza obligatoria (Cap. II 
Ley 527, 1999), lo cual traduce que bajo el principio 
de la equivalencia funcional, los requisitos jurídicos 
de los documentos contenidos en papel se pueden 
cumplir íntegramente usando mensajes de datos y 
la eventual discusión acerca de si los mensajes de 
datos tienen pleno valor probatorio, se encuentra 
superada.
 
Con la expedición del Decreto Ley 2106 de 2019 que 
en sus artículos 59 a 63 modificaba el Estatuto del 
Notariado y modernizaba la actividad notarial a tra-
vés de la digitalización, se concedió a los notarios la 
facultad de adelantar actuaciones no solo por me-
dios físicos o convencionales sino también por me-
dios electrónicos, siempre que se garantizara en 
todos los casos la autenticidad, disponibilidad e inte-
gridad del documento, permitiéndose además en el 
caso de las Escrituras Públicas Electrónicas  su otor-
gamiento y autorización de manera autógrafa, digi-
tal o electrónica, sin distinción alguna en sus efectos 
(Art. 60 Decreto 2106 de 2019).  La implementación 
de las plataformas tecnológicas para la debida pres-
tación de los servicios en ambiente electrónico fue 
reglamentada por parte de la SNR, estableciendo 
nueve aspectos principales a tener en cuenta:

1. carpeta ciudadana, 2. código único de acto no-
tarial, 3. registro, autenticación e identificación, 4. 
firma digital para notarios y firma electrónica para 
usuarios, 5. geolocalización, 6. seguridad digital, 7. 
blockchain, 8. expediente y notificaciones electró-
nicas y 9. interoperabilidad (Resolución 11 de 2011). 
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En función de lo planteado, 187 de los 920 despachos 
notariales de Colombia cumplieron con los requeri-
mientos y el soporte tecnológico para ser certificados 
como notarías digitales, concretándose la recepción, 
extensión, otorgamiento y autorización de miles de 
escrituras públicas electrónicas, que fueron debi-
damente registradas en las Oficinas de Registro de 
Instrumentos Públicos, garantizándose el derecho de 
propiedad. En las mismas circunstancias, se realizó a 
través del canal digital de una de estas notarías, el pri-
mer matrimonio virtual en Latinoamérica (Moreno, 
2021). Pero los artículos del Decreto no superaron el 
estudio de exequibilidad realizado por el máximo ór-
gano constitucional, al encontrar la Corte que se ha-
bían desbordado las facultades legislativas conferidas 
al ejecutivo. Dicha providencia moduló sus efectos a 
partir del 20 de Junio del 2023 y desde entonces los 
actos escriturarios en Colombia solo pueden adelan-
tarse por los medios convencionales.

Así mismo, teniendo en cuenta que la mayoría de 
las funciones realizadas por los notarios tienen como 
punto de partida la identificación de quienes solici-
tan sus servicios, un componente tecnológico im-
portante para el Notariado Colombiano desde hace 
más de una década, ha sido la Identificación Biomé-
trica en línea, que puesta en marcha conjuntamente 
con los algoritmos criptográficos de la Firma Digital, 
brindan garantía de autenticidad, integridad y no re-
pudio frente a los actos y contratos que el ciudadano 
formaliza ante el notario. Con esta herramienta que 
llegó para quedarse, el notariado ha sido reconocido 
como gran aliado para el alivio o reducción de carga 
de trabajo del sector judicial, pues se atacan desde 
la raíz los delitos de falsedad personal y suplantación 
(Alarcón A. & Rojas P., 2019).

Como parte de ese compromiso por mejorar la cali-
dad, transparencia y eficiencia de los servicios pres-
tados por los 920 Notarios de Colombia, que ejercen 
sus funciones limitados por la competencia demar-
cada en 628 porciones de territorio o círculos nota-
riales, permanentemente se reporta a la SNR la infor-
mación de los más de 450 actos que se autorizan en 
los despachos notariales. Esta actividad se despliega 
a través de un software denominado Servicio de In-
formación Notarial (SIN), que funciona bajo la arqui-
tectura cliente-servidor y que además de centralizar 
la información y facilitar la elaboración periódica de 
informes estadísticos, tiene integrada una solución 
gratuita de Facturación Electrónica que coadyuva 
en la lucha contra la evasión y la defraudación fis-
cal.  Expertos en Derecho Tributario afirman que los 
sistemas de información son la materia prima de 
una administración tributaria y su éxito depende 
de la fortaleza de su sistema informático (Piza J. R., 
2005), de manera que estos documentos digitales 
generados desde los despachos notariales en tiem-
po real, de forma ágil y en línea,  y que son validados 
por la Dirección de Impuestos y Aduanas Naciona-
les (DIAN) a través del big data  y la herramienta de 
negocio, son un insumo de transparencia, control y 
visibilidad, que permiten al Gobierno Nacional en-

en Colombia desde el 21 de 
Agosto de año 1999, (...) la firma 

digital tiene la misma fuerza y efectos 
legales que la firma manuscrita, y 
el documento electrónico tiene el 

mismo valor jurídico del documento 
físico.
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tender la sustantividad de las transacciones que se 
realizan en las notarías, al tiempo que le concede el 
rastreo de las operaciones sospechosas, la elusión y 
la evasión de impuestos. 

En el mismo orden de ideas, encontramos la plata-
forma llamada Ventanilla Única de Registro (VUR),  
herramienta diseñada por la SNR que busca simpli-
ficar el trámite de inscripción de las escrituras pú-
blicas y hacer más fácil el registro inmobiliario (Su-
perintendencia de Notariado y Registro, 2024). La 
VUR cuenta con la articulación de varias entidades 
que integran el proceso para la consecución del per-
feccionamiento de los actos sometidos a registro y 
pretende brindar seguridad jurídica a los usuarios 
al agrupar varios de los requisitos en su modelo de 
simplificación. Esta ventanilla brinda servicios de 
uso exclusivo para el Notariado y también de acceso 
directo al ciudadano, como son:

1. realización de pagos de derechos de registro 
por medios electrónicos,
2. adquisición de certificados de tradición y liber-
tad en línea,
3. seguimiento al estado de los trámites radica-
dos electrónicamente en las Oficinas de Registro 
de Instrumentos Públicos,
4. repositorio de poderes y 
5. consultas tributarias: desde allí es posible arti-
cular las Notarías con las Tesorerías Municipales y 
Departamentales, para la obtención de paz y sal-
vos o comprobantes fiscales, entre otros (Super-
intendencia de Notariado y Registro, 2024).

Dando continuidad a las innovaciones contenidas 
en la VUR, debemos referirnos al Repositorio de po-
deres, un archivo digitalizado de poderes generales 

y especiales que conlleven asuntos de disposición, 
limitación y/o gravamen de bienes inmuebles (Decre-
to 0019 de 2012), al que solamente tienen acceso los 
Notarios y Cónsules del país. En este aspecto vale la 
pena resaltar la seguridad reforzada de estos docu-
mentos, ya que sin consideración a si los poderes fue-
ron otorgados por documento privado o por escritura 
pública, deben contener diligencia de identificación 
biométrica del poderdante y una vez digitalizados 
para su cargue, son también firmados digitalmente 
por el notario o cónsul que los autorizó. Esta platafor-
ma permite la efectiva constatación de originalidad 
y autenticidad de los poderes, gracias a la consulta, 
verificación y confrontación de los originales allega-
dos a los despachos para la extensión de los instru-
mentos públicos con los documentos digitalizados 
que allí reposan. Similar desarrollo encontramos en 
el Sistema Integral de Trámites al Ciudadano (SITAC) 
del Ministerio de Relaciones Exteriores, plataforma de 
gestión de trámites de la Cancillería que en aplicación 
al principio de interoperabilidad de la información de 
las autoridades integradas a los Servicios Ciudadanos 
Digitales (Art. 10 Decreto 2106 de 2019), permite al da-
dor de fe consultar y verificar en línea los documentos 
que hayan sido expedidos por Cónsules Colombianos 
o que hayan sido reconocidos ante éstos (Ministerio 
de Relaciones Exteriores., 2024). 

En el mismo sentido, la SNR ha venido implemen-
tando gradualmente en el sector Notarial el uso del 
aplicativo de su autoría denominado Radicación 
Electrónica (REL), desplegado con la participación 
de entidades cooperativas tales como entes catas-
trales, gobernaciones departamentales, Notarías 
públicas y ciudadanos, y que tiene como objetivo 
primordial la ejecución desde la VUR de los trámi-
tes atinentes al registro de escrituras públicas que 
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versan sobre la propiedad inmobiliaria (Superinten-
dencia de Notariado y Registro, 2024). Este desarro-
llo tecnológico abarca los pasos asociados al pago 
de derechos de registro e impuesto de registro y la 
emisión del turno de radicación de la escritura pú-
blica previamente digitalizada para su calificación e 
inscripción en el folio de matrícula inmobiliaria, todo 
lo anterior desde las notarías (Superintendencia de 
Notariado y Registro, 2024). 

Con la Radicación Electrónica el Gobierno Nacional 
muestra con determinación su intención de incor-
porar tecnologías que lleven al reemplazo progresi-
vo del papel a través de la generación de documen-
tos electrónicos derivados, es decir, documentos 
escaneados o digitalizados del documento matriz 
que se encuentra impreso, simplificando trámites, 
optimizando los tiempos de los mismos y propen-
diendo a garantizar la seguridad e integridad a los 
instrumentos públicos; sin embargo su puesta en 
marcha ha enfrentado grandes desafíos en el país, 
pues aunque las notarías son el vehículo para su 
operatividad y desde allí se ha dispuesto una cam-
paña de socialización del proyecto y sus bondades, 
los usuarios del servicio adolecen de profundas bre-
chas no solo culturales sino tecnológicas que no les 
permiten aún abandonar el trámite convencional de 
registro de instrumentos públicos, bien sea porque 
no entienden el proceso o porque no confían en él. 

En relación con este tema, el informe de Configura-
ción Territorial de las Provincias en Colombia de la 
Comisión Económica para América Latina y el Cari-
be - CEPAL, estableció que el 65% de las provincias 
de Colombia son rurales (98 de 150), el 25% de las 
provincias son intermedias (38 de 150) y las urbanas 
son solo el 9% (14 de 150) (Ramírez & Aguas, 2022); 

aunado a esto,  la Organización para la Cooperación 
para el Desarrollo Económico -OCDE,  reportó que 
nuestro país se quiebra en conectividad a internet, 
pues entre sus miembros, Colombia es el territorio 
con menor cobertura y menor porcentaje de com-
putadores en los hogares (Zapata, 2023) y para no 
ir más lejos, la ex ministra de las Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones, Sandra Urrutia, 
afirmó recientemente en entrevista para el diario El 
País que “la brecha de conectividad en Colombia es 
tan profunda que el 40% de la población no tiene 
acceso a internet” y añadió que: “en las zonas rurales 
y periféricas la situación es mucho peor, solo el 28% 
de los habitantes tiene conexión”. (Urrutia, 2023).

En esta perspectiva, queda claro que las tecnologías 
son aliadas en el mejoramiento sustancial de la pro-
visión de los servicios notariales y el relacionamiento 
con las nuevas generaciones de usuarios. La inmer-
sión del notariado en la cultura del reemplazo del 
papel y en la prestación de los servicios en ambiente 
electrónico es imperativa. Quien mejor trabaje de la 
mano de la tecnología será el llamado a prestar un 
más oportuno, eficaz y eficiente servicio. 
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En la actualidad el cuerpo Notarial Colombiano es-
pera volver a contar con las herramientas legislativas 
que le permita adelantar sus actuaciones por medios 
electrónicos y que las condiciones de conectividad 
sean garantizadas para que todos los notarios de país, 
en igualdad de condiciones, logren cumplir con los 
requerimientos para certificar sus despachos como 
notarías digitales y se evite la concentración de actos 
en pocas notarías. La seguridad informática para la 
conservación de los protocolos, la protección de datos 
personales y la prevención de cualquier delito ciber-
nético que pueda vulnerar la información digital bajo 
custodia del notario público, son aspectos importan-
tes en los que se deben cimentar los servicios notaria-
les digitales, pero no son los únicos. Cobra relevancia 
la protección de los actos notariales de vicios como 
la nulidad formal derivada de la actuación del nota-
rio fuera del círculo notarial donde tiene competencia 
para dar fe pública  (Art 99 Num 1 Estatuto del No-
tariado)  y en general,  la salvaguarda de característi-
cas esenciales del Notariado Latino como el deber de 
consejo y asesoría, garantes del principio de la seguri-
dad jurídica y del equilibrio contractual.
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La sociedad de responsabilidad, como tipología de 
sujeto mercantil, surge durante la segunda mitad 
del siglo 19, hija legítima del Derecho alemán y la 
práctica inglesa.  En 1906, la Ley austríaca de 6 de 
marzo, marcó un importante hito evolutivo en su re-
gulación normativa, inspirando dictados posteriores 
en esta área geográfica. En España se introduce la 
figura con la Ley de 17 de julio de 1953, actualizada 
por la de 25 de julio de 1989, posteriormente susti-
tuida por la Ley de Sociedades de responsabilidad 
limitada de 23 de marzo de 1995, marco regulatorio 
vigente desde el 1ro de junio de ese año.  

Mientras en Cuba vamos articulando los primeros 
movimientos normativos, constitutivos y operacio-
nales de las MIPYMES en sus inaugurales 32 meses 
de existencia, estas sociedades representan el 90% 
de las empresas a nivel mundial, generan el 70% 
del empleo productivo formal y el 50% del PIB del 
planeta y son motores críticos para el crecimiento 
y la inclusión social a nivel regional, así como una 
prioridad clave para los responsables de políticas de 
la región.

El antecedente normativo de las sociedades de res-
ponsabilidad limitada en Cuba es el Código de Co-
mercio, a partir de la incorporación de la Sección De-
cimocuarta de las sociedades limitadas por la Ley de 
17 de abril de 1929, posteriormente modificada por la 
de 13 de diciembre del mismo año. Este acápite del 
Código incluyó diecisiete apartados identificados 
con letras (de la A a la O) que contienen la primige-
nia fisionomía de estas normas caracterizadas por:

•	 Solo se previeron en modalidad pluripersonal, 
con un máximo de diez socios. (A)

•	 Se fijó un capital mínimo fundacional de cinco 
mil pesos. (B)

•	 El órgano de control estaba concebido como Co-
misión Fiscalizadora solo exigible en las socieda-
des de más de cinco socios. (LL)

Estas previsiones fueron derogadas por la Disposi-
ción Final Quinta del Decreto Ley 46, en vigor desde 
el 19 de septiembre de 2021 “Sobre las micro, peque-
ñas y medianas empresas”, publicado en la Gaceta 
Oficial de la República de Cuba Ordinaria No. 94 de 
19 de agosto de 2021, norma que proporciona un giro 
evolutivo importante en cuanto a:

•	 Todos los órganos sociales pueden ser uniperso-
nales.

•	 No existe capital mínimo fundacional requerido.
•	 La calificación de micro, pequeña o mediana 

empresa está en correspondencia con el núme-
ro de ocupados, a tono con las tendencias actua-
les para esta categorización.

•	 El capital tiene que estar totalmente desembol-
sado al momento de su constitución y sus in-
crementos son únicamente viables mediante la 
aportación de valor (inyección de activos-nuevas 
aportaciones) o con cargo a reservas o beneficios 
que figuren en el último balance aprobado, que 
generen nuevas participaciones o incrementen 
el valor de las existentes. Esta característica del 
desembolso previo funciona como regla en este 
tipo de sociedades1. Las principales derivaciones 
de esta puntual exigencia son:

1.	 Defensa del propio capital y la tutela de los 
socios y de terceros.
2.	Necesidad de que la sociedad cuente desde 
su origen con recursos propios.
3.	Las sociedades de responsabilidad limitada 
son menos abiertas que las anónimas al finan-
ciamiento exterior y al mercado de capitales.

Sin embargo, el impacto fundamental de esta inclu-
sión normativa se ha producido en el sector no estatal 
de la economía del país, sus regulaciones han dina-
mizado notablemente la operatividad comercial na-
cional y de modo muy particular las actuaciones del 
sector jurídico.

1. Reseña introductoria y de contexto 

1  LEFEBVRE, 2002-2003.
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Hasta el 19 de junio ha sido aprobada la constitución 
de 11 276 sociedades de responsabilidad limitada, de 
ellas, 11046 son privadas y 230 estatales. Muchos han 
sido los beneficios de este esperado surgimiento, 
pero también muchos los escollos a superar. Entre 
los más significativos y partiendo de la regulación 
del artículo 2 del DL 46/21, pueden enumerarse:

1. La suficiente delimitación de su régimen jurí-
dico fundamental, comprensivo no solo de los 
elementos, requisitos y procedimientos constitu-
tivos, sino además de toda la operatividad de sus 
órganos y su consecuente régimen de extinción.
2. La inserción de estos actores en todos los mo-
dos de actuación de la plataforma de relaciones 
mercantiles existentes en el país, que transitan 
por su interacción con el resto de los actores no 
estatales,  la empresa estatal y la vinculación con 
el comercio exterior y la inversión extranjera.
3. La dinamización de la realización de sus obje-
tos sociales.
4. Las particularidades fiscales, contables y fi-
nancieras.
5. Su rentabilidad, incidida por el contexto de 
ajustes monetarios que, un ordenamiento en 
este ámbito, ha venido generando desde solo 9 
meses antes a su creación normativa.
6. Sus aspectos laborales y todos aquellos que 
vaya generando la operatoria de las sociedades 
de responsabilidad limitada.

En casi todos incide el ejercicio de la función notarial, 
que en modo alguno se reduce a la instrumentación 
del negocio constituyente. Un clamor generalizado, 
desde que el lunes 20 de septiembre de 2021 fue 
abierta la primera convocatoria para las solicitudes 
de creación de MIPYMES, a través de la Plataforma 
de Actores Económicos del Ministerio de Economía 
y Planificación, ha sido lo que se ha denominado 
“necesidad de acompañamiento jurídico”. A mi jui-
cio la trascendencia del desempeño de los profesio-
nales del Derecho en general está determinada por:

•	 La nueva introducción de una tipología so-
cietaria. Las MIPYMES constituyen el primer suje-
to económico nacional que asume la modalidad 
de sociedad de responsabilidad limitada, por lo 
que sus caracteres y régimen jurídico en gene-
ral no ha sido trabajado con anterioridad, lo que 
supone el primer reto para los profesionales del 
Derecho.
•	 El ámbito normativo, además de reciente es 
aún incipiente, sustentado más bien en pautas, 
en algunos casos procedimentales y, en otros, de 
establecimiento de principios, y además descon-
centrado. El surgimiento de estos actores generó 
la entrada en vigor de un importante número de 
disposiciones normativas a las que han sucedido 
otra cantidad:

Decreto Ley 46/21
Resolución 63/2021 MEP.
Resolución 64/2021 MEP.
Resolución 350/2021 MFP.
Resolución 351/2021 MFP.
Resolución 95/2021 MINAL.
Resolución 137/2021 MINSAP.
Resolución 237/2021 MITRANS.
Resolución 31/2021 IPF.
Resolución 212/2021 BCC.
Resolución 213/2021 BCC.
Resolución 111/2021 MIC.

•	 El predominio numérico de estas sociedades 
corresponde al sector no estatal de la economía, 
en el que no existen niveles generalizados de cul-
tura empresarial para el desarrollo del objeto so-
cial de estos actores porque sus tipologías ante-
riores difieren sustancialmente.

Veamos cuáles pueden ser considerados, en el inci-
piente estado evolutivo de las micro, pequeñas y me-
dianas empresas en el que nos encontramos, los as-
pectos esenciales del ejercicio de la función notarial.
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A pesar de la rectoría del sistema de fundación si-
multánea2, según denomina Uría a la convergencia 
del negocio jurídico constituyente, la escritura, los 
estatutos y la primera sesión de la Junta General de 
Socios, son claramente distinguibles, que conservan 
en todo tiempo su sustantividad.

•	 La escritura es el soporte del negocio consti-
tuyente como requisito de forma que las legisla-
ciones imponen.
•	 El negocio constituyente será un contrato de 
sociedad en las sociedades pluripersonales y un 
negocio jurídico unilateral en las unipersonales. 
Tienen en común que se trata de negocios jurídi-
cos organizacionales regidos por estatutos socia-
les como instrumento de disciplina convencional.
•	 Los estatutos contienen el régimen sustan-
tivo y procedimental de la vida societaria y su 
aprobación por todos los socios, seguida de su 
incorporación al cuerpo de la matriz, no como 
documento agregado, si no como parte de su 
contenido, son menciones obligatorias del instru-
mento notarial. Los pactos estatutarios prexisten 
al otorgamiento, en el que únicamente se pacta 
la aceptación general, conjunta y simultánea por 
todos los socios.
•	 Durante la audiencia constitutiva tiene lugar 
la celebración de la primera sesión de la junta ge-
neral de socios, con el objetivo de la designación 
de los cargos vitales del ente, con el imprescindi-
ble carácter fundacional. (Art. 36). Los acuerdos o 
las decisiones que se adopten, integran la parte 
dispositiva del instrumento, que les sirve de so-
porte. Su numeración marca el consecutivo de 
acuerdos o decisiones sociales que durante el 
año natural en el que se enmarca la constitución, 
tendrán lugar en cada uno de estos entes a cargo 
de la Junta General de Socios.

Así, estatutos, escritura y sesión de la Junta juegan 
roles individualizados, pero su concurrencia resulta 
indispensable para el acto constitutivo notarial.

•	 Siempre atormentan al notario las mencio-
nes obligatorias a que cada tipo de instrumento 
público convoca para la eficacia de la autoriza-
ción fedataria, lo que en este caso se torna espe-
cialmente complejo. El DL 46/21 y la Resolución 
63/21 del MEP, omiten toda referencia al respecto, 
aunque cuando el Art. 36 del DL hace referencia 
a que durante el acto de constitución se celebra 
la primera Junta General de Socios en la que se 
designan los miembros de sus restantes órganos, 
queda claro que constituyen menciones obliga-
torias estas designaciones.

Aunque esta carencia normativa pudiera no ser un 
problema en nuestro entorno, por la determinante 
labor metodológica que realiza la Dirección General 
de Registros y Notarías del Ministerio de Justicia, al 
generalizar pautas de actuación para estas autoriza-
ciones, se extraña en el marco regulatorio, la previ-
sión de una regla general que fije la instrumentación 
de todos aquellos aspectos que hagan depender la 
operatoria del ente que se engendra, de modo que, 
tras la inscripción registral que sella el régimen cons-
titutivo, no sean necesarias regresiones a las unida-
des notariales para la instrumentación de actuacio-
nes societarias indispensables para la actividades de 
la empresa. (operatoria de cuentas, etc.)

•	 En la cláusula referida a la descripción del 
capital, es distinguible la redacción de aportacio-
nes dinerarias y no dinerarias. Las primeras están 
referidas solo al valor numérico y a su división en 
participaciones con su valor nominal. Requieren 

2. Constitución societaria 

...estatutos, escritura y 
sesión de la Junta juegan 

roles individualizados, pero 
su concurrencia resulta 

indispensable para el acto 
constitutivo notarial.

2  URÍA, 1997.
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además acreditación de desembolso mediante 
certificación bancaria. Las no dinerarias requie-
ren su enumeración y avalúo, mientras que se 
sustentan como regla en la declaración de titula-
ridad del socio aportador, sin perjuicio de la con-
veniencia de la posible acreditación documental 
que pudiese tener lugar. 

He manifestado en varias ocasiones mi disenso con 
la regulación que contiene el apartado segundo 
del Art. 34 del DL 46/21. La condición de casado de 
cualquiera de los socios fundadores, no resulta sufi-
ciente para la comparecencia del cónyuge al instru-
mento público fundacional de las SRL. El compare-
ciente del instrumento público notarial es siempre 
una persona natural que actúa a nombre propio, en 
ejercicio de derechos propios o en representación 
de un tercero. Centrémonos en el primer supues-
to, atinente a la comparecencia por sí, en la que el 
compareciente es titular de los derechos subjetivos 
que sustentan las actuaciones jurídicas instrumen-
tadas. Aquí el compareciente tiene que tener una 
relación directa con las manifestaciones de voluntad 
que generan los efectos jurídicos que el instrumento 
contiene primero, y demuestra después. La cotitula-
ridad del cónyuge de alguno de los socios sobre el 
objeto de la aportación, devenida participación so-
cial, que requiere la autorización del primero para la 
validez de la integración del capital social, y en otro 
caso la declaración de titularidad exclusiva que for-
mula el cónyuge, respecto a la aportación de uno de 
los socios, no constituyen vínculos habilitantes para 
la condición de compareciente en la escritura de 
constitución del ente.

Esta comparecencia forzada que impone el precepto 
comentado, condiciona la accesibilidad del cónyu-
ge no socio a toda la información societaria que se 
gesta con el acto de constitución (contenido de los 
estatutos, ascendencia y distribución del capital, no-
minación de cargos, régimen de cuentas bancarias) 
sin que exista una razón que lo justifique desde los 
postulados teóricos del instrumento público notarial. 

El cometido de la intervención conyugal, está li-
mitado a la determinación del carácter del apor-
te, como parte integrante del capital social lo que 
puede, y a mi juicio debe, verificarse antes del 
otorgamiento de la escritura de constitución. Ne-
gocio jurídico de autorización o declaración de ti-
tularidad exclusiva son sin duda relevantes para al 
otorgamiento, como lo son la existencia de los es-
tatutos, el certificado de depósito bancario y en el 
caso de Cuba, la autorización del Consejo Nacional 
de Actores Económicos del MEP. Sin embargo, to-
dos preexisten al instrumento, y no se constituyen 
con su otorgamiento.

El propio artículo 34 establece que los otorgantes de la 
escritura de constitución son los socios.

Estas valoraciones no persiguen fraguar una más de 
las disquisiciones en las que nos afanamos los estu-
diosos del Derecho, sino contribuir a la concepción 
de un régimen constitutivo que garantice un mejor 
funcionamiento del sujeto al que se dan los prime-
ros hálitos de vida con la actuación notarial.

•	 El notario debe desplegar una función ca-
lificadora del contenido estatutario a partir del 
carácter flexible de estos tipos societarios. Debe 
por tanto saber distinguir con precisión las cláu-
sulas de contenido obligatorio y las de contenido 
facultativo, que a su vez pueden ser complemen-
tarias o supletorias3. Las primeras tienen carácter 
mínimo y obligatorio. Las cláusulas facultativas 
complementarias completan las regulaciones le-
gales al suplir sus omisiones o imprecisiones. Por 
su parte, las facultativas supletorias sustituyen 
el régimen normativo por el estatutario y son la 
expresión más nítida del carácter flexible de las 
sociedades de responsabilidad limitada. El pri-
mer tipo de cláusulas exige del notario un control 
de legalidad riguroso, mientras que las segundas 
solo le conceden acceso a la valoración de la ar-
monía interna de los pactos sociales, y a revisar 
colisiones con la norma imperativa.

2  URÍA, 1997.
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El artículo 2 de la Resolución 63 de 2021, dictada por el Ministro de Economía y Planificación: Procedi-
miento para la creación, fusión, escisión y extinción de las micro, pequeñas y medianas empresas y las 
cooperativas no agropecuarias, publicado en Gaceta Oficial No. 94 Ordinaria de 19 de agosto de 2021, es-
tablece que: Los trámites para la creación de las MIPYMES y las CNA se realizan, fundamentalmente, de 
manera digital… En este orden, el artículo 5.1, establece que: La solicitud de inicio del proceso…, se realiza 
a través de una planilla…, a la que se puede acceder desde la plataforma creada tales efectos… En los 
artículos 12 y siguientes se regula la interacción del notariado con las aprobaciones, y el resto de los acto-
res del proceso constitutivo y de aprobaciones de las sociedades mercantiles de responsabilidad limitada, 
que se concibe como una secuencia digital de actos de aprobación, instrumentación notarial, inscripción 
registral, otras inscripciones y apertura de cuenta bancaria, que transitan por una plataforma informática 
provista de todas las interconexiones necesarias.

Con estas regulaciones se introduce en la actuación notarial un proceder de interconectividad por el que 
debe transcurrir la calificación de la solitud de constitución societaria y la posterior remisión al Registro 
Mercantil que funciona ex oficio,  es decir, una vez autorizada la escritura pública de constitución, es co-
locada a disposición del Registrador por los cánones tecnológicos que esta plataforma ofrece a cargo del 
notario, evitando así su presentación al interesado. Es así que los notarios cubanos, inician su tránsito a 
la prestación de sus servicios en un contexto de informatización general, por el ámbito mercantil, que a 
pesar de ser el menos trabajado por este gremio, se logra posicionar a la vanguardia tecnológica dentro 
del ámbito de atribuciones del notario.

2.1 La Plataforma de actores económicos del 
Ministerio de Economía y Planificación

2  LEFEBVRE, 2002-2003.
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Lograr articular estas consideraciones constituye solo un punto de 
partida en la incipiente doctrina nacional sobre la actuación mer-
cantil del notario en Cuba, a propósito de las sociedades de respon-
sabilidad limitada. A solo 32 meses del inicio de la interacción del 
notariado con estas sociedades mercantiles como actor económico 
nacional y emergente, considero que únicamente puede sostener-
se la complejidad de la función y el alto desempeño que exige del 
profesional del gremio. Ha sido notable la valía de la incorporación 
del gremio notarial a esta nueva dinámica, y el acierto con el que ha 
tenido lugar todo el despliegue constitutivo en una primera etapa y 
luego el operacional o de funcionamiento.

Sin embargo, mucho queda por hacer. Las intervenciones notaria-
les que se intentaron numerar al principio con pretensión de nu-
merus clausus, tiene una clara vocación de numerus apertus, o sea, 
se irán incrementando las solicitudes de autorizaciones notariales, 
su diversidad y, desde luego, su complejidad. Para ello resulta vital 
enfatizar en la importancia del conocimiento societario, como he-
rramienta indispensable para una acertada actuación fedante. Ha 
dicho el tan estudiado profesor Manuel Atienza que

la importancia práctica del Derecho es algo obvio y sobre lo 
cual no hace falta decir nada. Pero el Derecho tiene además, 
un interés teórico, a pesar de lo que suelen pensar los científi-
cos sociales, los filósofos o quienes cultivan las humanidades. El 
estudio y la práctica del Derecho ofrece por ello la oportunidad 
de participar en una empresa en la que se pueden lograr re-
sultados prácticos, mejorar la vida de la gente, ocupándose de 
cuestiones con interés teórico y filosófico. Es más, en el Derecho, 
ambas cosas van inexorablemente unidas: uno tiene que pres-
tar atención a las cuestiones teóricas, porque en otro caso no va 
a poder ser un buen práctico.

La encomienda que se ha dado al notariado cubano con la inclu-
sión en el ámbito de su competencia del régimen de constitución 
y funcionamiento de las micro, pequeñas y medianas empresas, es 
además de un reflejo de la confianza del país en nuestro sector, una 
importante garantía para estos sujetos, carentes de formación em-
presarial, ávidos de un control de legalidad y de una instrucción jurí-
dica permanentes, en las que el notario además de orfebre, deberá 
ser promotor.

3. Ideas conclusivas
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AVANCES 
TECONOLÓGICOS EN LOS 

PAÍSES DE GESTIÓN Y 
DE SERVICIO NOTARIAL: 
1er. cuarto del siglo XXI

Quienes estamos a cargo de la función notarial he-
mos de conocer y entender que el desarrollo tecno-
lógico en el mundo abarca todas las áreas, y no es 
excepción en lo jurídico y notarial.
No cabe duda que, en las últimas cinco décadas, 
el desarrollo tecnológico ha potenciado con gran 
rapidez el tráfico de informaciones y transaccio-
nes, a tal punto considerarlas de rutina o normal, 
no dudando utilizar la tecnología para operaciones 
bancarias, o de importación o exportación de gran 
porte, confiando en el sistema y ya no necesitando 
tener el papel en manos para confirmar su existen-
cia o validez.
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Típico invocar la pandemia como aceleración al pro-
ceso, lo que no deja de ser válido y cierto, no obstan-
te, estábamos destinados a ello, tarde o temprano la 
abrumadora ola tecnológica, sistemas, programas, 
inteligencia artificial (AI), algoritmos y modelos ma-
temáticos, se instalan para procesar grandes canti-
dades de datos y patrones, otorgándonos respuestas 
automáticas y autónomas.

Estar ajeno a ello no es una alternativa. 

Si bien existe interés en el ámbito notarial nacional, 
dar un paso adelante y estar en la vanguardia, nues-
tra legislación, no obstante, no acompaña y, si exis-
tiera, sería “letra muerta” en muchos casos, así como 
tampoco acompaña en gran medida los sistemas o 
instituciones que nos proveen servicios notariales.

Ciñéndome estrictamente en las leyes macro que 
nos regulan, he de citar:

Nuestro Código Civil data del año 1987, a su vez el 
Código de Organización Judicial, donde regula la 
función notarial, en especial dentro del Título V, de 
los “Auxiliares de la Justicia”, Capitulo III, Sección I, 
De los escribanos de registro, el cual data del año 
1981, existiendo algunas que otras modificaciones, 
pero manteniendo la esencia de la función, sea en 
el ejercicio jurisdiccional, en la utilización del papel 
sellado y protocolo, en las notas marginales, en la 
toma de razón, en las certificaciones, e incluso en 
los plazos registrales (que son amplios y no inme-
diatos) y es más, muchos de esos plazos de expe-
dición no se cumplen en el ámbito inmobiliario / 
societario y catastral. 

No menos importe advertir, que el Código Civil que 
nos rige antecede al Código argentino de Vélez Sar-
sfield, el cual estuvo en vigencia hasta la promulga-
ción del actual, siendo también base de éste el Ante-
proyecto de Gásperi y Anteproyecto de Bibiloni. 

Por otro lado, cabe destacar que, en mi país existe in-
tervención notarial para autorizar la transmisión de 
propiedad en el ámbito automotriz1, y en ese sentido 
me remito a la Ley 608/95 que crea el Registro del 
Automotor, Decreto Reglamentario Nro. 21674/98 y 
sus posteriores modificaciones; Acordada Nro. 480 
del 23 de octubre del 2007, donde prevé la organi-
zación y funciones, en especial de la Dirección del 
Registro de Automotores, destacando la labor or-
ganizativa de dicha entidad en otorgarnos servicios 
pre-escriturarios en línea y casi inmediatamente, así 
como una celeridad poco usual en nuestro medio 
ante la obtención de la inscripción, otorgando publi-
cidad al instrumento público en pocos días. 

No obstante, el soporte siempre es el papel e incluso 
la transmisión del expediente a los efectos inscripto-
rios es físico, debiendo de valerse el notario de ges-
tores al efecto.

Más allá de la existencia de la Ley 6562/20 que abo-
ga la reducción de la utilización de papel en la ges-
tión pública y su reemplazo por el formato digital, y 
el Decreto Reglamentario Nro. 4845 prevé un plan 
de adecuación de digitalización de tramites en sede: 
Ministerios, Gobernaciones, Municipalidades, Entes 
Autónomos, Autárquicos y Descentralizados, entida-
des que administren fondos del Estado, empresas 
de participación estatal y mayoritaria y en general 
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1  Artículo 2071 del Código Civil: “La propiedad de toda clase de máquina o vehículo automotor debe inscribirse en el registro habilitado en la 
Dirección General de Registros, y su transmisión no podrá hacerse sino por escritura pública, previo certificado de no gravamen del mencio-
nado registro”. 
Artículo 339 del Código de Organización Judicial: “Se inscribirán en el Registro de Automotores los documentos de importación y los títulos de 
dominio y sus modificaciones, así como las restricciones del dominio y extinción de derechos de toda clase de vehículos automotores, sean 
destinados al transporte público o privado, de personas y cargas o para fuerza móvil. Esta disposición rige igualmente para los automotores 
del Estado, de las Municipalidades y de los Entes Autárquicos”. 
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cualquier otra autoridad administrativa pública, de-
biendo éstas adherirse al servicio de gestión.

Sin embargo, en el ámbito notarial es como si esa ley 
no existiera, pues más allá del instrumento público 
autorizado, éste debe ser presentado por los nota-
rios, y dejar cuantas copias autenticadas requieran, 
en razón de que somos agentes retentores, el ins-
trumento debe pasar por diferentes entes públicos 
como: el Municipio del lugar a los efectos de pagar el 
impuesto a la transferencia municipal, Organización 
Paraguaya de Cooperación Intermunicipal (OPACI), 
Ingresos Judiciales y finalmente ante la Dirección 
General de los Registros Públicos. En todos esos en-
tes, así como en la fase de la obtención de los certi-
ficados pre-escriturarios (de rigor para formalizar las 
escrituras públicas), se exigen sendas fotocopias de 
lo actuado, minutas de inscripciones, formularios y 
la toma de razón también es en soporte físico, la que 
paulatinamente y en paso muy lento, tiene en parte 
digitalizado. 

En Paraguay, los notarios, como había mencionado, 
somos agentes retentores de impuestos, no solo del 
impuesto propio de la operación (tasas judiciales, ta-
sas especiales, impuesto las operaciones de créditos 
y a la transferencia), sino además retenemos el Im-
puesto a la Renta Personal (IRP), o Impuesto de No 
Residente (INR), e Impuesto al Valor Agregado (IVA), 
éstos dos últimos afectan a extranjeros o personas sin 
radicación en el país, que pudiera llegar a afectar la 
venta de un bien inmueble registrable, el cual si no 
estuviera pagado, justificado y exhibido con Código 
QR, no se podría inscribir en los registros públicos el 
acto otorgado2.

En ese aspecto, me refiero a lo tributario, sí, los Nota-
rios tenemos herramientas tecnológicas, pues, desde 
un computador se accede a la plataforma tributaria 
de la Dirección Nacional de Ingresos Tributarios, tales 
como las denominadas: Marangatú, Hechauká, entre 
otros, obteniendo certificados de cumplimientos tri-
butarios, notas de retenciones en línea, así como un 
plan global que abarca a todos los ciudadanos contri-
buyentes a emitir facturas digitales3. 

En el periodo presidencial actual, se unieron dos Ins-
tituciones importantes en nuestro país, tal es así que 
se fusionó la Dirección General de Aduanas con la 
Sub Secretaria de Estado de Tributación, creándose 
la figura de la actual Dirección Nacional de Ingresos 
Tributarios (DNIT), generando mayor número de re-
caudaciones, siendo los notarios parte integrante e 
importante en ese sentido, anticipando el pago al 
fisco del IRP, INR o IVA, en cada operación de venta 
de inmueble autorizada en su notaría.

Pues bien, en esa misma línea y contexto, además se 
promulga la Ley 6480/20 que crea La empresa por 
acciones simplicadas (EAS), que el Estado considera 
un avance y una herramienta efectiva contra la in-
formalidad, contrabando y otros flagelos que evaden 
impuestos.

Penosamente, con esta ley, prácticamente perdimos 
incumbencia notarial4, permitiendo con ella constituir 
“empresas”, modificar y liquidar, utilizando una pla-
taforma que el Ente proporciona en forma gratuita a 
quienes desean obtener una EAS, sin asistencia ni ase-
soramiento, otorgando la personalidad jurídica me-
diante la inscripción en el Ministerio de Hacienda, hoy 
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2  Ley 6380/19 de MODERNIZACIÓN Y SIMPLIFICACIÓN DEL SISTEMA TRIBUTARIO, enfocada en los servicios digitales para pago de impuestos. El 
artículo 47 crea un impuesto anual que gravará las rentas obtenidas por las personas físicas y que se denominará Impuesto a la Renta Personal 
(IRP). No obstante, el Decreto 3184/2019, arts. 59 núm. 1) y 137 de la Ley 6380/2019, y arts. 47 y 48 (anexo), impone la retención obligatoria a los 
Notarios ante la formalización del acto de transferencia sobre bienes inmueble, sea o no sea el transferente contribuyente, sea o no sea nacional 
o extranjero. Es de advertir que existen excepciones en cuanto a la retención. 
3 Resolución 757/2024, por la cual la Dirección Nacional de Impuestos Tributarios (DNIT), reglamenta el Procedimiento para el Registro de la 
Solicitud de Certificado Cualificado de Firma Electrónica en el Sistema de Gestión Tributaria Marangatú.
4  Ley 6480/20, art. 5º La EAS se creará mediante contrato o acto unilateral que conste en instrumento público, o instrumento privado con 
certificación de firma por escribano público o funcionario registrador de la oficina ante la cual se efectúe la inscripción, a menos que para su 
constitución se aporten bienes que requieran para su transferencia de escritura pública, en cuyo caso se deberá llenar esta formalidad para su 
constitución e inscripción. 
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Ministerio de Economía y en la plataforma denomina-
da Sistema Unificado de Apertura y Cierre de Empre-
sas (SUACE), la cual una vez inscripta será comunicada 
a la Dirección General de los Registros Públicos. 

En cuanto a la publicidad, solo se hará en la página 
web del sistema SUACE antedicho. 

Si bien, el art. 5to. de la citada ley, otorga como op-
ción constituir una EAS en instrumento público o 
con certificación de firmas, puedo asegurar que el 
99% de las empresas constituidas no acudió a un no-
tario para hacerlo, lo que alarma y alerta en gran me-
dida al gremio, quizás por evitar pagar honorarios. 
El sistema prevé un formulario, que fuera previa-
mente aprobado por la oficina de control de socie-
dades, el cual contiene un modelo de estatutos y la 
inscripción registral importa la anexión de los docu-
mentos de identidades y datos que requiere el siste-
ma (escaneados).

La primitiva intención era, conforme reuniones pre-
vias con el Colegio de Escribanos, dotar de formali-
dad a aquellas empresas unipersonales, o empresas 
de pequeño porte, para que pudieran ingresar al sis-
tema, obtener su cedula tributaria, no afectando lo 
ya existente. Para nuestra sorpresa, estas sociedades 
hoy por hoy pululan en nuestro medio con capital 
social de cerca de Usd. 800.000,oo, parámetro o va-
lor que considera, el ente, permitido, por cuanto no 
son considerados como “grandes contribuyentes” 
de acuerdo a la escala tributaria, volviéndose suma-
mente interesante la figura, pues con una compu-
tadora, mínimos recaudos y un clic, se podría cons-
tituir una empresa EAS, con personalidad jurídica 
independiente de la física que la compone, sin un 
riguroso control sobre la capacidad, legalidad, aseso-
ramiento, legitimación y redacción del documento, 

y, muy especialmente, es preocupante sobre posi-
ble sustitución de identidad, vicios de voluntad, así 
como origen de los fondos.

Paradójicamente, los notarios estamos obligados a 
denunciar actos o contratos que superen la canti-
dad de Usd. 50.000,oo5 en efectivo o metálico; no 
obstante esas sociedades se constituyen sin control 
alguno, autorizando su existencia y capacidad la 
propia institución.  

También me gustaría referirme a Ley N° 4.017/10 
De Validez Jurídica de la Firma Electrónica, la Fir-
ma Digital, los Mensajes de Datos y el Expediente 
Electrónico, su decreto reglamentario el Decreto N° 
7.369/11 y su modificatoria Ley N° 4.610/12; según las 
mismas, tanto las firmas electrónicas como las digi-
tales tienen valor jurídico. La normativa de más de 
diez años de vigencia poco o nada nos aporta en el 
ámbito, pues, aunque tengamos la firma digital cer-
tificada, al no existir servicios pre o post escriturarios 
ante la Dirección General de los Registros Públicos, 
Dirección General del Servicio Nacional de Catastro, 
ni otro estamento que requiera el acto escriturario 
celebrado, y ni pensar en un posible acto celebrado a 
distancia o por video-conferencia ante un protocolo 
digital, que en caso que existiera, previamente debe-
ríamos plantear una reforma legislativa al respecto. 
En síntesis, en vano tenemos dicha herramienta.
Llamativo es, sin embargo, que los abogados sí po-
seen el “expediente digital”, gozando de buena salud 
dicha implementación desde hace años, apostando 
la Corte Suprema de Justicia e invirtiendo año tras 
año en la plataforma6. Hago esta comparación, por-
que los notarios también dependemos de la Corte 
Suprema de Justicia, en calidad de “auxiliares de jus-
ticia”, no existiendo en nuestra función ninguna inver-
sión o atención al servicio notarial que reclaman los 
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5 Ley 1015/13 que Previene y Reprime los Actos Ilícitos destinados a la Legitimación de Dinero y Bienes, y sus modificatorias, en especial la Reso-
lución Nro. 325/13, Art. 1º que dice: IDENTIFICAR como Sujetos Obligados a los Notarios y Escribanos Públicos de la República del Paraguay… En 
cuanto al Anexo A, el Art. 3º del Capítulo I, dice: Se establece la obligatoriedad de la aplicación de las políticas y procedimientos dispuestos en el 
presente reglamento, en la planificación y ejecución de operaciones o transacciones, realizadas por sus requirentes, que alcancen o excedan la 
suma de Usd. 50.000,oo o su equivalente en otras monedas, relacionadas con:
1. La compraventa de bienes inmuebles,
2. La compraventa de bienes muebles registrables,
3. La formalización de actas notariales de depósito de dinero, títulos valores, u otros activos del requirente relacionados con un acto jurídico;
4. La constitución y modificación de estatutos de personas jurídicas, sean comerciales con o sin fines de lucro.
6  https://www.pj.gov.py/notas/24861-implementaran-expediente-judicial-electronico-en-la-sala-civil-y-comercial-de-la-csj?fbclid=IwAR38mNY-
JW2USkv8WqqvarvdIvYsaZAdgacGD6qoMijifGubuC-1UxqdkT5Q
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usuarios, los requirentes, en forma constante y des-
de hace bastante tiempo, debiendo ser optimizado 
y encarado de otra manera, pues fácilmente puede 
transcurrir un mes o más para poder celebrar actos o 
contratos que importe la transmisión o modificación 
de derechos reales, no respetando siquiera los plazos 
previstos en el art. 280 del Código de Organización 
Judicial7, mucho menos en el ámbito catastral que ni 
siquiera tiene plazo reglado.  

En cuanto a seguridad jurídica, en el ciber espa-
cio, y deontología notarial digital, poco o nada po-
dría aportar, pues la limitación de herramientas en 
los servicios, la falta de una plataforma acorde a las 
necesidades notariales, en especial una plataforma 
que ofrezca estabilidad y guarda de documentos y 
datos sensibles, trazabilidad y que los datos que nos 
proporcionen refleje verídicamente el patrimonio 
del país, sin un ápice de que lo informado sea acorde 
a la realidad, y que podríamos descansar y confiar en 
la información transmitida a través de los entes del 
Estado paraguayo, que deben velar por la seguridad 
jurídica en forma conjunta con los notarios. 

Finalmente, expresar sobre las expectativas del ciu-
dadano o requirente, en cuanto a los servicios no-
tariales, está a la vista. El requirente no solamente 
pretende tener la certeza jurídica de otorgar actos 
o contratos, en base al sistema notarial latino, que 
otorga forma jurídica a la voluntad de las partes y 
dota al instrumento público de plena fe, además de 
la perpetuidad. Por lo general el requirente acude 
al notario, confía en él, busca soluciones o descansa 
en su asesoramiento para evitar conflictos futuros. 
No obstante, diariamente notamos que el requi-
rente exige mayor celeridad y menos burocracia en 
los procesos, situación que nosotros trasladamos a 
nuestras autoridades diariamente, mediante recur-
sos de urgimientos, pronto despacho, entre otros.

Esperar para formalizar un acto o un contrato, don-
de intervienen los registros públicos o el catastro, 30 
días o más, no solo es penoso, pudiendo caer la ope-
ración pendiente de espera, trayendo colateralmen-
te aparejados actos de corrupción que impliquen 
celeridad en el proceso; sino, además, nos exponen 
como profesionales, exigiéndonos perfección ante 
los pedidos pre-escriturarios, pues un mínimo error 
de nuestra parte, implica volver a reiniciar el proceso, 
duplicando o triplicando el tiempo de espera. 

El Estado paraguayo debe ser consciente de ello y 
reconocer que necesitamos tramitar con eficacia y 
seguridad todo tipo de expediente de interés para el 
ciudadano, y al mismo tiempo proporcionar a las ad-
ministraciones a su cargo las herramientas necesa-
rias, pues éstas están obligadas a funcionar, siendo 
el país el mayor beneficiario final.

Tal como dijo Albert Einstein: Locura es hacer lo mis-
mo una y otra vez y esperar resultados diferentes. 
Dicen que, si un país se encuentra muy atrás en su 
proceso de desarrollo, la situación tiene una cierta 
ventaja, pues puede analizar la historia y aprender 
de los aciertos y de los errores de los países que hoy 
ya están desarrollados. 

Debemos avanzar, estar preparados, jurídica y nota-
rialmente, para intercambiar documentos digitales 
con plena seguridad y confianza, invertir no solo en 
tecnología, sino también en capacitación; desarro-
llar espacios de intervención notarial que favorezcan 
a los más vulnerables y a los derechos de familia; te-
ner activa participación en el ámbito no contencioso 
y así coadyuvar con la justicia, y más que nada, tomar 
conciencia de que todo cuanto podamos lograr, será 
de un valor incalculable para la economía, la ciuda-
danía, la función y el país, que para ello debemos 
apuntar a la excelencia. 
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7  Código de Organización Judicial, “Art. 280.- Ningún escribano podrá extender, aunque las partes lo soliciten, escritura alguna que transmi-
ta, restrinja o modifique derechos reales, sin tener a la vista el certificado expedido por el Jefe de la Sección correspondiente, en el que conste 
el dominio del bien y las condiciones actuales, sin perjuicio de las responsabilidades emergentes previstas en la Ley…(Revisar en:
https://www.bacn.gov.py/leyes-paraguayas/655/ley-n-1838-modifica-el-articulo-280-de-la-ley-n-879-del-2-de-diciembre-de-1981-codigo-de-orga-
nizacion-judicial
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HERRAMIENTAS 
TECNOLÓGICAS 

Y SERVICIO 
NOTARIAL 

El valor de las actividades que realiza un 
ciudadano no está en las herramientas 
que utiliza sino en su espíritu bienhechor, 
pensamiento reflexivo y en su humanismo 
solidario y generoso con el otro.

El servicio notarial no es algo que está resuelto 
en sí mismo. Aunque depende de las leyes para 
su cumplimiento, exige de los notarios y notarias 
formación académica, información, cultura gene-
ral, conocimiento intrínseco de su oficio, de juris-
prudencia, de las relaciones sociales, económicas, 
políticas, legales del país en general, de la comu-
nidad, de la familia, de las formas de comercio e 
intercambio, modelos de negocio, de la conviven-
cia en particular, que pareciera ser soslayable, y 
no lo es. Estar atento a las diferentes transforma-
ciones de la sociedad como conjunto, nuevos re-

querimientos, necesidades de estratos sociales en 
situación de riesgo, mujeres, menores, ancianos, 
personas con capacidades especiales, presto a ab-
solver dificultades legales bajo su jurisdicción no 
contenciosa, con la autoridad conferida por el Po-
der Judicial que representa, en la mayoría de los 
casos, el Ecuador por ejemplo, como órgano au-
xiliar del Sistema de Justicia; Es, además, uno de 
los agentes del Estado que lucha contra la corrup-
ción, lavado de activos  y contra el financiamiento 
del terrorismo.
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La notaria y el notario participan, de acuerdo a la 
perspectiva del servicio y necesidad ciudadana, por 
orden del Estado y solicitud voluntaria de la partes 
(intervinientes), para dar licitud a sus actos, evitar 
abusos, dar fe de lo actuado, asesorar y prevenir 
conflictos, el notario interviene en la comunidad 
dando seguridad jurídica, promoviendo el desarro-
llo social y económico de las personas, y el país, pro-
tegiendo la institucionalidad del Estado, vigilante 
de la protección de los derechos de las personas, 
el cumplimiento de obligaciones, la igualdad ante 
la ley, de la paz, la justicia, la democracia y la liber-
tad. Es líder, consejero y mediador de conflictos, (en 
ciertos países el notario es mediador también), y es 
quien conoce de primera mano las necesidades de 
la gente, sus conflictos, sus planes a futuro, y da res-
puesta a lo que al parecer no tendría resolución no 
contenciosa.

Los sistemas de justicia se amparan en el servicio 
notarial para disminuir la carga procesal que mane-
jan, pues múltiples procesos son no contenciosos y 
pueden resolverse de forma célere y eficaz en las 
notarías, evitando un altísimo costo económico al 
Estado, ganancia de tiempo y ahorro para los usua-
rios, abre las puertas a la prevención de conflictos, 
y, de haberlos, pueden ser resueltos por mediación. 
Es el notario, quien, informado de las normas y la 
ley, de sus reformas, tiene la capacidad profesional 
para informar y asesorar al ciudadano y guiarlo ha-
cia la satisfacción de sus necesidades, voluntades, 
intercambio, transacciones y negocios, y al dar fe, 
protege la verdad, y es prueba irrefutable de lo ac-
tuado en su presencia, de ser requerido en alguna 
instancia judicial. El servicio notarial sirve por igual 
a las partes que intervienen en una transacción, es 
leal a la ciudadanía y al Estado, por ende a sí mismo, 
a su humanidad de bien.

El servicio notarial ha evolucionado, casi siempre a la 
par de las sociedades o ha sido su impulso el que ha 
generado renovaciones y transformaciones legales 
y sociales, protegiendo al ciudadano y al Estado al 
ser parte de la estructura institucional y a la vez de 
su comunidad como referente. Su trabajo de testigo, 
escriba, documentador, autoridad legal, dador de fe 
lo convierte en una de las fuentes fidedignas para 
escribir documentadamente la historia de nuestros 
pueblos, desde la fundación de una comunidad, na-
cimientos, transacciones privadas que mueven una 
región, generan empleo y riqueza, y aquellas entre 
vecinos que resuelven sus controversias en una con-
vivencia pacífica, bajo su asesoría y buen criterio; al 
interior de las familias, siempre propendiendo a la 
equidad, solidaridad y respeto al otro. Notarias y no-
tarios promovemos el reconocimiento de ciertos de-
rechos que por diferentes razones y procesos socia-
les no se ha reconocido, alentamos y proponemos 
la renovación constante de la gestión notarial y sus 
modelos de servicio. Trabajamos con la gente para 
la gente.

Las notarias y notarios hemos ido creciendo en nú-
mero para cubrir la demanda del servicio en cada 
una las regiones y países, en proporción al creci-
miento demográfico y especialmente para cubrir 
la demanda de los usuarios, asumiendo diferentes 
y mayores responsabilidades, otorgadas por el Esta-
do, sobre la legalidad de las actuaciones ciudadanas, 
dando seguridad jurídica.

La percepción de qué es y significa un notario para 
el Estado y la ciudadanía ha ido variando según su 
actuación irremplazable en la comunidad. El nota-
riado en un servicio público eficiente, oportuno y 
leal, siendo parte del Sistema de Justicia de cada 
país, está fuera de la malentendida burocracia que 
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no atiende y olvida al usuario, es independiente y 
aporta al erario nacional, participa de forma proac-
tiva con la autoridad competente en el mejora-
miento, modernización, implementación y manejo 
de tecnologías para gestionar con mayor eficiencia 
y celeridad el servicio a la ciudadanía.

El notario/a no ha perdido de vista las barreras so-
ciales, económicas, políticas y legales que aún im-
piden no solo el acceso al servicio notarial sino a 
su permanencia, modernización y mejoramiento 
continuo. Barreras atávicas que hay que romper, y 
las de acceso a tecnologías, internet, dispositivos, 
capacitación, etc., al conocimiento razonado de las 
mismas no solo por parte de los notarios y notarias, 
profesionales relacionados, sino también por los 
usuarios y ciudadanía en general, desde las más 
grandes urbes a las más pequeñas y a la ruralidad. 
Los usuarios deben conocer con claridad cómo 
pueden satisfacer sus requerimientos, resolver sus 
contratiempos ante el notario, al ser asesorados 
con lealtad y objetividad, de ahí la transparencia de 
la gestión notarial, su deontología. 

El acelerado desarrollo tecnológico de los últimos 
lustros no ha ido a la par del acceso libre e igua-
litario de los servicios digitales, telemáticos, de in-
formación y comunicación electrónica. Más aún, 
en nuestro continente y en algunos países en par-
ticular, el acceso a telefonía móvil aún es deficiente, 
o por lo menos no alcanza a quienes lo requieren, 
por lo tanto están limitados en sus derechos, inclu-
sive, los modelos de gestión telemática aún no son 
de uso común y mayoritario, aunque nos parezca 
que así es. Quienes nos movemos, navegamos, en 
entornos tecnológicos no caemos en la cuenta de 
que, más cerca de lo que creemos, hay personas 
que todavía no acceden a estos servicios, ni tienen 

capacidad económica para adquirir dispositivos 
electrónicos en constante desarrollo para comuni-
cación básica en principio, peor para realizar tran-
sacciones y acciones voluntarias con la debida se-
guridad y protección jurídica.

No existe, o no se aplica, un modelo de entrena-
miento práctico al ciudadano en nuevas tecnolo-
gías, básico para su desenvolvimiento cotidiano 
y pueda resolver necesidades, cumplir requisitos 
administrativos y/o legales. Simplemente la tecno-
logía inunda, impone y se adapta en las urbes, en 
ciertos estratos sociales y económicos, menos en la 
informalidad, mucho menos en periferias econó-
micas y sociales, muy poco en la ruralidad; tecno-
logías que, sin duda, con el tiempo se irán introdu-
ciendo con solvencia, sentido humanista y respeto 
a las diferencias y capacidades para cumplir diver-
sas actividades como transacciones bancarias en 
línea, compra venta de bienes y servicios comunes, 
en boga, que tampoco puede acceder el universo 
mayoritario de la ciudadanía, en este lado del mun-
do, al menos.

He dicho, con el tiempo, expresión ideal al parecer 
muy amplia, quizás pudiera ser más corta de lo que 
muchos creemos, pero casi una eternidad para quie-
nes aún no acceden a dichas tecnologías y servicios, 
equipos y sistemas, hardware y software, manejos 
de programas simples como el Word o Excel, zoom 
y otras plataformas de comunicación e información 
que ahora se utilizan a discreción por quienes tienen 
acceso. Quizás parezca que la solución no es más 
que “dar acceso” a dispositivos, al uso y manejo de 
programas y plataformas; diríamos cuestión básica 
de recursos económicos y entrenamiento calificado.
Es aquí cuando nos ponemos a pensar en el respe-
to a los derechos de individualidad de las personas, 
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protección de identidad y soberanía, vulnerabilidad 
de la intimidad, gestión telemática, firma electróni-
ca, control de la libre expresión de la voluntad de las 
partes, entre tantos otros elementos inherentes a la 
persona. Es aquí donde interviene el servicio nota-
rial, cumpliendo con los preceptos, valores, conoci-
miento y prudencia que nos rigen, y se sostenga a 
cabalidad la solemnidad de dar fe de los actos de 
libre voluntad, con lealtad y ética, también de forma 
virtual, a distancia, con diseños atinentes a la protec-
ción de los derechos y respeto a la ley, cumpliendo 
con certeza los servicios notariales a través de técni-
cas y procesos telemáticos que ofrezcan seguridad 
jurídica información transparente honradez y sabi-
duría. El notario cumple estos requisitos personal y 
virtualmente, sin perder de vista lo enunciado an-
teriormente acerca del servicio, ni el rol humanista 
imprescindible de los notarios/as en su comunidad, 
bajo estricto cumplimiento de la ley en representa-
ción del Estado, en beneficio del usuario.

Casi de forma imperceptible, por el hábito de uso, 
no nos percatamos de forma cabal del sinnúmero 
de herramientas que hemos utilizado y utilizamos 
para realizar nuestras actividades. Las herramien-
tas sirven para realizar mejor nuestras actividades 
personales y profesionales, herramientas que dejan 
de usarse por el desarrollo de otras más eficientes y 
a la vez desplazan a otras por prescindibles para un 
fin propuesto. Aunque exista todavía, en algunas 
partes del mundo, telefonía analógica, ya no la usa-
mos, los discos de acetato aún pueden reproducir-
se, pero los métodos de grabación y reproducción 
son digitales y ocupan menos espacio: un espacio 
virtual en el ciberespacio, el papel se usa cada vez 

menos, casi nada en el intercambio epistolar o de 
mensajes, el soporte digital ha reemplazado al fí-
sico, así la pluma, el lápiz reemplazados por los de-
dos en un teclado,  solo por dar algunos ejemplos 
anodinos, y para muchos no sea más que una pe-
rogrullada.

Continuamos llamándonos para concertar una 
cita, saludar, comunicar dónde estamos, cuándo 
llegaremos, ahora el dispositivo (teléfono) va con 
nosotros, no necesita de cables, sirve a la vez para 
escribir mensajes largos, que han reemplazado a 
las cartas manuscritas, no porque tengamos me-
nos que decirnos y falte necesidad de comunicar-
nos, ahora es inmediato, la tecnología nos acerca, 
virtualmente, nos mantiene juntos, y podemos 
preguntarnos y responder a cualquier hora y des-
de cualquier lugar del planeta. La música, aunque 
electrónica, tiene que ser compuesta por músicos, 
se pueden reproducir los sonidos de los instrumen-
tos, su claridad, particularidad y originalidad no po-
drá ser reemplazada por la virtualidad, no puede 
competir con la infinita e impredecible capacidad 
creadora del ser humano. El uso de resúmenes de 
materias digitales no significa que hemos dejado 
de leer, investigar y aprender.

Las herramientas cambian, se transforman, evolu-
cionan, y el ser humano también. Un archivo ana-
lógico, manual, sigue siendo archivo cuando es 
digital, ocupa menos espacio para almacenar la 
información generada por el ser humano, sin im-
portar la materia, lo relevante es que debe mante-
ner su idoneidad, originalidad, calidad, veracidad e 
integridad, respetando al autor, los datos, su legiti-
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midad, métodos de ordenamiento y organización 
de acuerdo a la necesidad de los usuarios.

En los ejemplos citados, desde lo analógico a lo di-
gital, la base fundamental e imprescindible es el ser 
humano y su accionar, tiene que ver con su voluntad 
y capacidad creadora, reveladora, pensamiento, va-
lores, ética e intención. Ninguna herramienta desde 
el lápiz al teclado, espejo, verse cara cara de forma 
presencial a la telemática, en un monitor o panta-
lla, reemplaza al ser humano ni su existencia física y 
predominante. 

Aunque algunas tecnologías construyan mecanis-
mos capaces de realizar actividades manuales no 
lo reemplazan, el ser humano tiene mucho más 
que decir y otras tareas que cumplir, la transfor-
mación del entorno, el desarrollo tecnológico sig-
nifica también nuevos roles para la humanidad.  Ni 
siquiera la llamada IA, capaz de redactar un texto, 
aparentemente científico, no lo realiza de forma 
autónoma, siempre requiere y depende de que un 
ser humano haya ingresado información y paráme-
tros de comparación precisas y matemáticas para 
obtener un resultado “idóneo” respecto de un tema 
o materia, y no irá más allá de lo que contiene. El ser 
humano es responsable de lo que escribe, la IA no.

La IA no piensa ni hace que suceda, calcula y de-
sarrolla, nunca más allá de la data que conten-
ga. Quizás, se me dirá que matemáticamente la 
IA puede resolver cualquier cosa o tema en ese 
ámbito, es posible, sin duda, excepto que la IA no 
discierne, solo reúne, compara, tabula y expone 
resultados, probabilidades: a mayor velocidad de 
cálculo que un ser humano, pero no más allá. Imi-
ta desde el cálculo matemático, de acuerdo a la 

data ingresada en su memoria (espacio de alma-
cenamiento de datos). Talvez ingreso al territorio 
de la fe, de algo que todavía no está claro hasta 
dónde puede llegar el desarrollo tecnológico: el 
ser humano lo está construyendo, construcción 
llevada adelante por seres humanos basados en 
el largo y constante de su permanencia desde el 
origen de los tiempos.

La fuerza y la debilidad de la IA, paradójicamente, 
es el ser humano, sin él se estancaría y sería un sof-
tware calculando inútilmente hasta que se acabe la 
energía de su fuente de energía.

Esta aparente digresión, inclinada hacia una inci-
piente ciencia ficción, a la defensa del ser huma-
no y de su capacidad creadora a lo largo de los 
tiempos, desde su origen y creación, es nada más 
que la oportunidad para poner a debate, diálogo 
y reflexión el uso de herramientas digitales en el 
servicio notarial, con la distancia necesaria, nada 
romántica ni decadente o apocalíptica, de que la 
tecnología digital podría reemplazar nuestra acti-
vidad con nuestra intervención. Por ejemplo, en el 
hecho de que la posibilidad de realizar audiencia 
telemática, en la labor de verificación y autentica-
ción de personas y datos, protección de la intimi-
dad, del secreto profesional, asegurarse de que el 
consentimiento de las partes es libre y voluntario, 
entre otras múltiples actividades, sea prescindible 
el notario.

Creo que la presencia del notario y notaria, telemá-
ticamente, es aún más necesaria, ya que se abren 
otras posibilidades de vulnerar derechos, de alte-
rar información, condicionar voluntades, falsificar 
identidades, entre otras.
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Los notarios y notarias nos reunimos para trabajar y mejo-
rar nuestro servicio, y cada uno de los notariados naciona-
les de América, de la Comisión de Asuntos Americanos de 
la Unión Internacional del Notariado, con sus particulari-
dades, diferencias de gestión, de leyes y ámbitos de servi-
cios, construimos el Decálogo de la UINL para las escritu-
ras notariales con “comparecencia en línea”, adoptado en 
la asamblea de notariados miembros, el 03 de diciembre 
de 2021, donde se plantea directrices básicas para afron-
tar y encontrar soluciones a problemáticas emergidas en 
el entorno virtual, diez directrices que nos sirven de pre-
misa y base para desarrollarnos en el ámbito telemático, y 
dar atención eficiente, segura y humana para los usuarios 
que transitan también los caminos que se bifurcan con el 
uso de nuevas tecnologías, el ciberespacio, relacionados 
al servicio notarial, sus alcances, gestión, atención, seguri-
dad jurídica y permanencia.
En el Ecuador, La Federación Ecuatoriana de Notarios 
que presido, en asamblea general, aprobó la adquisición 
de una Plataforma Informática del Servicio Notarial, con 
el aporte económico, por una sola vez, de cada uno de los 
notarios del todo el país, para ser donada al Consejo de 
la Judicatura, Poder del Estado que nos rige y que, por la 
difícil situación económica que atraviesa el país, no podía 
proveernos de esta herramienta para modernizar el servi-
cio notarial y servir mejor a la ciudadanía.

El notariado ecuatoriano trabajó a la par con la autoridad 
competente, para elaborar los parámetros de funciona-
miento de la plataforma digital, cuyos programas estén 
acordes a los procesos de la actividad notarial, seguridad 
jurídica, protección de derechos de los ciudadanos, y sea 
también herramienta de evaluación imparcial de no-
tarias y notarios, con el fin de no solo de modernizar el 
servicio notarial sino de mantener su idoneidad, calidad y 
honestidad de cada uno de sus servidores, sus derechos 
y obligaciones.
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No es poco y no es suficiente. Caminamos y servimos a nuestra 
gente, salvaguardamos al Estado y su institucionalidad nacio-
nal, protegiendo los derechos de los usuarios. Usamos las herra-
mientas que exigen la modernidad y las nuevas tecnologías, las 
adquirimos si es necesario, amparamos a la ciudadanía, soste-
niendo un servicio notarial humanista, solidario, alerta y predis-
puesto a defender los derechos de nuestra gente.

En tiempos de dificultad es cuando mujeres y hombres debe-
mos unirnos para avanzar juntos y no retroceder. En nuestras 
manos están las herramientas, de nuestra capacidad intelectual 
depende su buen y fructífero uso. En nuestro espíritu se en-
cuentran los valores, el honor, la honradez, los criterios de ser-
vicio de calidad, eficiente y oportuno. En nuestra unión está la 
fuerza creadora, reflexiva, pacífica, libre e incontenible.

Creo sin duda que los notarios y notarias avanzamos sin retraso 
y construimos el futuro al responder con oportunidad los re-
tos del presente, cimentados en la historia del servicio notarial. 
No debemos perder de vista nuestra trayectoria, apalancarnos 
en los cimientos de la tradición notarial, responder a la altura 
de los tiempos, a nuevos requerimientos con apertura mental, 
dispuestos a informarnos, aprender y a estar preparados para 
enfrentar los retos que nos impone la tecnología.

Los notariados nacionales están para servir mejor cada día, sin 
dejar de ser uno de los pilares fundamentales del desarrollo de 
cada uno de nuestros países, del continente y el mundo, brin-
dando seguridad jurídica y protección de derechos sin discrimen 
de ninguna índole. Los tiempos cambian, las herramientas pa-
san a ser prescindibles, caducan leyes y modelos de gestión.

Los notarios y notarias estamos en la vanguardia como agen-
tes de transformación, progreso y libertad para todos, somos 
referencia y esperanza.

Notariados de América 2024				    Ecuador
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LA SUCESIÓN 
TESTADA Y 

LA FUNCIÓN 
NOTARIAL EN 

BOLIVIA

La eficiencia social de las instituciones jurídicas es de marcada importancia 
tanto para la buena salud del derecho vigente como para la eficaz regulación 
del tejido social, a quien se dirige la norma en cuestión.

El testamento notarial es aquel denominado por el Código Civil como testa-
mento abierto en el que participa como fedante el notario ofreciéndole una 
presunción de veracidad a las declaraciones que el testador hace en dicho acto 
de última voluntad.

El término “testamento” viene del latín testario mentis, testimonio de la vo-
luntad, “el testimonio de lo que hemos pensado y manifestado para el acto”; 
sin embargo, algunos autores consideran que sus orígenes se encuentran en 
el vocablo testis y testatio referida a testigos; i.e., el testamento no significa 
expresión de voluntad, sino acto de voluntad ante testigos, testatio voluntatis.

Introducción
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El acto por el cual una persona dispone para después 
de su muerte de todos sus bienes o de parte de ellos, 
se llama testamento.

Esta definición legal fue criticada por la doctrina desde 
principios del siglo XX por considerarla: inútil e incom-
pleta porque prescinde de los caracteres esenciales del 
testamento como ser un acto personalísimo, esencial-
mente revocable, solemne, además, inexacta porque 
el testamento puede comprender tanto disposiciones 
patrimoniales como declaraciones sobre relaciones fa-
miliares, reconocimiento de hijos, nombramiento de 
tutores, y otros.

El testamento es el acto jurídico mortis causa por excelencia. Debe distinguirse la volun-
tad de testar y el testamento, animus testandi y testamenti factio. La voluntad es el me-
canismo para la existencia del testamento; esta debe ser clara, deliberada y libre; y es que 
el testamento es el acto vida con consecuencias post mortem. Así, el negocio jurídico tes-
tamentario es una voluntad planificadora de la sucesión, una voluntad que va a requerir 
necesariamente una declaración con eficacia mortis causa.

Con rigor técnico, Saavedra Velazco define que el testamento es un negocio jurídico uni-
lateral, conformado por una declaración de voluntad de carácter no recepticio que debe 
contener una declaración personal de su autor, por la que dispone de la íntegra posición 
(patrimonial o no patrimonial), que adquiere su plena relevancia jurídica al momento de 
la muerte de su autor. Stolze y Pamplona nos indican que es:

un negocio jurídico por el cual alguien, unilateralmente, declara su voluntad, según 
los presupuestos de existencia, validez y eficacia, con el propósito de disponer, en todo 
o en parte, de sus bienes, así como de determinar diligencias de carácter no patrimo-
nial para después de su muerte.

Como acto de última voluntad, el testamento se ejecuta después de la muerte, lo que no 
quiere decir que la persona deba esperar el final de sus días para extenderlo. Con respon-
sabilidad debería testarse con antelación debida, cuando la persona esté en pleno uso de 
sus facultades, cuando tiene claro a quienes beneficiar y qué/cómo disponer; no con prisa 
ni ansias; no al final, cuando ve oscurecerse su destino; su angustia puede perjudicar o al-
terar su voluntad. La sucesión testada es lo que debe primar, la intestada solo debe darse 
por defecto, y es en esta línea como la trata el Código Civil boliviano.

No será testamento 
el acto que, aun 

presentando forma 
externa de tal, pueda 

dudarse si constituye un 
simple esbozo y no un 

acto definitivo, o en que 
el otorgante se limite a 

aconsejar o rogar sobre el 
destino de su patrimonio.

Bolivia 								         Notariados de América 2024

1. El testamento en el Código Civil boliviano

1.1 Generalidades
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el testamento como 
una declaración de 

voluntad por la que el 
causante, de acuerdo 
con las formalidades 

legalmente establecidas, 
ordena la sucesión en 
todo o en parte de su 

patrimonio para cuando 
él muera, sin perjuicio 

de que esa declaración 
de voluntad pueda 

también referirse a otras 
situaciones jurídicas.
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1.2 Naturaleza jurídica

No obstante, a pesar de no contemplar los caracteres esen-
ciales del testamento, esta definición puede resultar útil por-
que el testamento es un acto por el cual se dispone, total o 
parcialmente, de los bienes para después de la muerte.

De este concepto se pueden extraer las siguientes conclusiones:

No será testamento el acto que, aun presentando forma ex-
terna de tal, pueda dudarse si constituye un simple esbozo y 
no un acto definitivo, o en que el otorgante se limite a acon-
sejar o rogar sobre el destino de su patrimonio.
No valdrá como testamento si no consta con claridad la inten-
ción de testar, esto es, de disponer para después de la muerte 
del declarante.

Si bien es indiferente el modo y términos en que el testador 
se exprese, siempre es necesaria la esencia de la disposición 
mortis causa en sus palabras.

De conformidad con lo anterior cabría conceptuar el testa-
mento como una declaración de voluntad por la que el cau-
sante, de acuerdo con las formalidades legalmente estableci-
das, ordena la sucesión en todo o en parte de su patrimonio 
para cuando él muera, sin perjuicio de que esa declaración de 
voluntad pueda también referirse a otras situaciones jurídicas.

Al tratarse de una declaración de voluntad, coinciden todos 
los tratadistas en considerarlo un negocio jurídico pues es un 
acto de la autonomía de la voluntad dirigido a reglamentar, 
dentro de unos límites, el régimen y los efectos de la sucesión 
del testador.

El testamento, como negocio jurídico mortis causa, se otorga 
para producir efectos a la muerte del testador. Por lo tanto, se 
perfecciona desde su otorgamiento por el testador. Sin embar-
go, en cuanto a su eficacia, hay que distinguir:

•	 Frente al testador es eficaz desde que se otorgó
•	 Frente a terceros el testamento es irrelevante hasta que 

no se abra la sucesión, hasta la muerte del testador.

Por eso, en vida del testador los favorecidos no tendrán ex-
pectativas sucesorias en sentido estricto y no podrán ejercitar 
actos conservativos o cautelares en previsión de la futura su-
cesión (Jordano Barea y Capilla Roncero, 2010,67).
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1.3 Caracteres

1.4 Contenido del testamento

Del examen de los diversos preceptos del Código 
Civil que configuran los rasgos del testamento, 
cabe concluir que los caracteres esenciales del 
mismo son los siguientes:

•	 Unilateral
A diferencia del contrato, en el testamento no 
concurren dos partes. Sólo la única voluntad 
del testador crea el testamento permanecien-
do ajeno a cualquier concierto de voluntades 
como ocurre en los pactos sucesorios. No hay 
una contraparte a la que va dirigida la declara-
ción de voluntad.

•	 No receptibilidad
En consonancia con la unilateralidad, la de-
claración de voluntad no es preciso que sea 
conocida por los interesados para que des-
pliegue sus efectos La voluntad de los bene-
ficiarios sólo es necesaria para la efectiva ad-
quisición de los bienes hereditarios, pero no 
para la eficacia de la disposición testamenta-
ria como tal.

•	 Unipersonal
El testamento es un acto esencialmente indivi-
dual en el que no cabe la concurrencia de otra 
persona para su otorgamiento simultáneo. Se 
prohíbe expresamente que dos o más perso-
nas puedan testar mancomunadamente, o en 
un mismo instrumento, ya lo hagan en prove-

cho recíproco, ya en beneficio de un tercero. El 
fundamento de tales prohibiciones es garanti-
zar la independencia y libertad en la formación 
de la voluntad.

•	 Personalísimo
El testamento es un acto personalísimo: no po-
drá dejarse su formación, en todo ni en parte, al 
arbitrio de un tercero, ni hacerse por medio de 
comisario o mandatario.
Tampoco podrá dejarse al arbitrio de un ter-
cero la subsistencia del nombramiento de he-
rederos o legatarios, ni la designación de las 
porciones en las que hayan de suceder cuando 
sean instituidos nominalmente.

•	 Formalismo
La voluntad del testador ha de producir efectos 
tras su muerte por lo que ha de manifestarse 
necesariamente a través de las formas prede-
terminadas por la Ley, de modo que, si no se 
cumplen, no puede reconocerse su existencia.
Todas las modalidades testamentarias tienen 
la nota del formalismo siendo el negocio jurídi-
co que el Código Civil reviste de mayor número 
de formalidades.

•	 Revocabilidad
El testamento es un acto esencialmente revo-
cable hasta la muerte del testador, que podrá 
revocar su testamento anterior.

El contenido típico de carácter principal del testamento viene constituido por:

a)	 la institución de heredero
b)	 el legado, y
c)	 la carga modal

Junto a estas disposiciones de carácter atributivo también constituyen contenido típico del testamen-
to una serie de disposiciones instrumentales o accesorias como la designación de albacea, de conta-
dor-partidor, disposiciones sobre colación o partición, revocación de testamentos anteriores, etc. Frente 
a este contenido típico existe un contenido atípico o anómalo que puede referirse tanto al ámbito patri-
monial (reconocimiento de deuda, designación testamentaria del tercero beneficiario de un seguro de 
vida, etc.) como al extrapatrimonial (rehabilitación del indigno, reconocimiento de hijos, nombramiento 
de tutores, etc.).
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1.5	 El testamento en el Código Civil boliviano. 
La actuación notarial en el ámbito testamentario

Siguiendo las tendencias marcadas por la doc-
trina, el Código Civil boliviano entiende al testa-
mento como un acto revocable de última volun-
tad, en el que una persona capaz puede declarar 
obligaciones o disponer de sus bienes y derechos 
en todo o en parte, dentro de lo permitido por la 
ley, para que ese acto tenga efecto después de su 
muerte. (Artículo 1112.I CCB)

Determina el mencionado texto legal que la par-
te no dispuesta se sujeta a las reglas de la suce-
sión legal, si fuera el caso, y que los testamentos 
igualmente pueden contener disposiciones de 
carácter no patrimonial. (Artículo 1112.II CCB)
Según Morales Guillén, 

Dicho acto, que Messineo le llama preferente-
mente negocio jurídico, es uno de disposición 
por causa de muerte, por lo regular de conte-
nido patrimonial, por cuyo medio el testador 
destina los propios bienes a sujetos que al 
efecto elige y designa dentro de las condicio-
nes fijadas por la ley (art. 1059 y s.), de los que 
resulta que aunque se contrapone la sucesión 
testada como manifestación de la voluntad 
del testador, a la intestada como manifesta-
ción de la voluntad de la ley, de todos modos 
la voluntad de aquél está sometida a la volun-
tad de ésta, en buena medida, por las limita-
ciones que supone la institución de la legítima 
(Morales Guillén, 1973,1067)

El testador podrá disponer sus bienes en calidad 
de herencia o calidad de legado. Y es que el tes-
tador tendrá que respetar definitivamente la le-

gítima establecida por ley para los herederos for-
zosos en su disposición testamentaria, a riesgo de 
ser declarada nula la institución de heredero, en 
caso contrario.

Para Morales Guillén, la distinción entre heredero 
y legatario ha de buscarse en la misma intención 
del testador y no según la mayor o menor cuota 
hereditaria relicta por el causahabiente; indagan-
do la persona a quien el testador eligió para que 
le represente en la totalidad de sus actos trans-
misibles y cual otra la que señaló exclusivamente 
como destinataria de una parte singular o liberali-
dad. (Morales Guillén, 1973, 1070)

Entre las generalidades que establece por la nor-
mativa del Código Civil se encuentra la prohibición 
de testamentos conjuntos o mancomunados. De 
la misma forma, Las disposiciones testamentarias 
se entenderán según su expreso sentido literal. En 
caso de duda, la interpretación se ajustará a lo que 
resulte más conforme con la intención o voluntad 
del testador, al tenor del testamento, en el marco 
de la ley.

Siendo la capacidad jurídica atributo inseparable 
de la persona humana y así como, de manera ge-
neral, la capacidad jurídica es la regla, así también, 
es regla la capacidad de testar, salvo la específica 
idoneidad exigida en relación a las formas o clases 
de testamentos.

El artículo 1119 del CCB detalla quienes son los in-
capaces para testar cuando precisa lo siguiente:
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ART. 1119.- (Incapaces para testar). Están inca-
pacitados para testar:
1) Los menores que no han cumplido la edad 
de 16 años.
2) Los interdictos.
3) Quienes no se hallen en su sano juicio, por 
cualquier causa, al hacer el testamento.
4) Los sordomudos y los mudos que no sepan 
o no puedan escribir. (Código Civil Boliviano)

En relación con el juicio de capacidad del testador 
ofrecido por notario en los casos de testamento 
notarial, el criterio de Morales Guillén, es que la 
declaración del funcionario público (Notario) que 
observe que el testador es capaz, no vale ni puede 
valer contra la prueba en contrario, en cuanto no 
es de su cometido comprobar la capacidad de la 
parte y apenas puede servir como un indicio.
Cuando se refiere a la capacidad para recibir por 
testamento la norma civil asegura que toda per-
sona puede recibir por testamento, excepto si 
está desheredada o es incapaz o indigna para ese 
efecto. Pueden también ser herederos los hospi-
tales, las casas de enseñanza o beneficencia y las 
instituciones o personas colectivas, si no se hallan 
prohibidas por la ley, según articulo 1121 CCB.

El artículo establece la regla general de que to-
dos son capaces para recibir por testamento. 
Señala luego las excepciones: los indignos (art. 
1009 y s.), los desheredados (art. 1173 y s.) y los 
considerados incapaces para el efecto, que son 
los señalados en los arts. 1122 y s. (Morales Gui-
llén, 1973, 1077)

Son igualmente incapaces para recibir por testa-
mento .

ART. 1122.- (Incapaces para recibir por testa-
mento). Son incapaces para recibir por testa-
mento:
1) Los que estén concebidos al morir el testa-
dor y los concebidos que no nacen con vida. Se 
exceptúa el caso previsto en el parágrafo III del 
artículo 1008.
2) Los indignos o desheredados por declara-
ción judicial.
3) Cualesquiera entidades o instituciones no 
permitidas por las leyes o que no sean perso-
nas jurídicas, excepto cuando el testamento 
disponga que se organice una nueva corpo-

ración o fundación, sujeta al correspondiente 
trámite legal.
4) El notario y los testigos del testamento; la 
persona que a ruego lo escribe y el intérprete; 
el cónyuge, los descendientes, ascendientes y 
hermanos de los mismos.
5) El médico o profesional y el ministro del cul-
to que asistieron al testador durante su última 
enfermedad, si entonces hizo su testamento, y 
en iguales circunstancias la iglesia o comuni-
dad a la que dicho ministro pertenezca, y los 
que vivan en su compañía; el abogado que lo 
asistió en su otorgamiento, y los parientes in-
dicados en el artículo anterior, excepto si son 
herederos legales.
6) Los tutores o curadores y albaceas y sus pa-
rientes en los grados arriba previstos, a no ser 
que hubieran sido instituidos antes de la desig-
nación para el cargo o después de aprobadas 
las cuentas de su administración, excepto si son 
herederos legales. (Código Civil Boliviano)

Estas incapacidades, están determinadas por ra-
zones de incompatibilidad entre la cualidad de 
heredero instituido y la función cumplida o parti-
cipación tenida en el otorgamiento del testamen-
to, que pueden dar lugar a ejercer influencias en el 
ánimo del testador o a abusar de la confianza de 
éste. (Morales Guillén, 1973, 1078)

La norma del Código Civil autoriza el otorgamien-
to legal de testamentos solemnes y especiales. 
solemne es el que se celebra con las formalidades 
exigidas por la ley; especial, el que no exige otros 
requisitos, bastando que conste la voluntad del 
otorgante en los casos determinados que la ley 
señala. Los testamentos solemnes pueden ser ce-
rrados o abiertos. (Artículo 1126 CCB)

Entre los solemnes están el Testamento cerrado 
y el Testamento Abierto.
Según el artículo 1127 CCB, el testamento cerrado 
se escribe en papel común por el mismo testador 
quien, después de firmarlo y cerrarlo, en una cu-
bierta, personalmente la entregará al notario ante 
tres testigos vecinos manifestando de viva voz que 
contiene su testamento; si el testamento está he-
cho en máquina de escribir o por persona de su 
confianza, el testador deberá rubricar en cada una 
de sus hojas.
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Asimismo, el notario, establecida la identidad del 
testador, extenderá en la cubierta el otorgamien-
to, lo firmará con el testador y los testigos, y luego 
de trascribir el otorgamiento en su registro con la 
descripción o características del sobre y sello, labra-
rá el acta respectiva firmándola igualmente con el 
testador y los testigos, después de leerles su tenor.
De todo lo que suceda, desde la presentación del 
pliego por el testador, ha de dar fe el Notario, na-
rrándolo sucintamente en la cubierta o sobre que, 
necesariamente, debe ofrecer un espacio suficien-
te para el efecto, de todo lo cual se hará constar 
también en el acta que deberá quedar en el re-
gistro notarial, cuidando de que, en ambas ac-
tuaciones (actas en la cubierta y en el registro), la 
designación de lugar, día, hora, mes y año del otor-
gamiento, sean hechas con absoluta claridad y de 
manera que lo escrito no llegue a ser adulterado.
La Ley 483 del Notariado Plurinacional concedió 
competencia para el procedimiento de apertura 
de testamento cerrado al Notario, en vía voluntaria 
notarial, según lo dispone el artículo 92 inciso g de 
la Ley 483,  y cuyo procedimiento se describe en el 
artículo 110 del Decreto Supremo 2189 que precisa 
lo siguiente: 

Artículo 110°.- (Apertura de testamento cerrado)
La petición se realiza de manera escrita por quien 
tenga interés legítimo conforme al Código Civil.
Será competente la notaria o el notario de fe pú-
blica que tenga en su poder el testamento ce-
rrado o aquel del último domicilio del causante. 
La notaria o el notario de fe pública procederá 
con arreglo a lo dispuesto en el Código Civil.
Recibida la petición con la documentación que 
acredite la calidad de los interesados, la notaria 
o el notario de fe pública señalará fecha y hora 
para la apertura y lectura de testamento cerra-
do en el despacho notarial, citando a los intere-
sados, los testigos presenciales de la existencia 
del testamento y al albacea, si corresponde.
La apertura de testamento cerrado es un acto 
solemne en el que:
Se revisan los documentos presentados, entre 
ellos la acreditación del fallecimiento del testador;
La exhibición del testamento cerrado, verifican-
do que el mismo no haya sido violentado en sus 
sellos. En caso de constatarse esta situación, 
procede la finalización del trámite;
El reconocimiento de sus firmas en el pliego por 

parte de los testigos, así como los cierres y sellos, 
y se presente el acta notarial del otorgamiento;
El testamento se abrirá ante los testigos y los 
interesados y la notaria o el notario de fe públi-
ca leerá el testamento asentando la escritura 
correspondiente, firmada por todos los concu-
rrentes. (Decreto Supremo 2189, 2014)

Una de las formalidades más importantes para el 
otorgamiento del Testamento cerrado es la entre-
ga del documento. Ella se realizará ante todos los 
testigos presentes. El pliego cerrado debe lacrarse 
y sellarse en el acto de la entrega en forma que no 
se pueda abrir ni extraer el testamento sin rotura 
o alteración. El testamento cerrado puede quedar 
en poder del notario, del testador o de la persona 
que éste elija.

Por su parte, el testamento abierto se hace por es-
crito o de palabra ante notario y testigos o sólo ante 
éstos, manifestando el otorgante su última volun-
tad en presencia de las personas que autorizan el 
acto, quienes quedan así informadas de la volun-
tad del testador.

El testamento abierto puede hacerse ante notario, 
entonces se trata de un instrumento público; o so-
lamente ante testigos, caso en el cual corresponde 
considerar el documento probatorio, como instru-
mento privado. Difieren únicamente en el núme-
ro de testigos que deben concurrir en una y otra 
eventualidad, siendo las formalidades del acto las 
mismas.

El testamento abierto otorgado por ante notario, 
constituye un documento auténtico que da fe 
(art. 1289), de su contenido y de su fecha, hasta la 
impugnación por falsedad, de su realidad y de las 
constataciones del notario, por decreto de proce-
samiento ejecutoriado.

El artículo 1132 del CCB dispone:

ART. 1132.- (Testamento abierto otorgado ante 
notario). El testamento abierto otorgado ante 
notario se hará con las formalidades de toda es-
critura pública y los requisitos siguientes:
1) Que sea otorgado en presencia de tres testi-
gos vecinos.
2) Que el testador, si no presentare escrito el tes-
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tamento, dicte personalmente sus cláusulas al 
notario o éste lo escriba de acuerdo con la vo-
luntad expresada del testador en el acto.
3) Que en todo caso se lea en voz alta al conte-
nido del testamento ante el testador y los testi-
gos y firmen todos en el mismo acto.
4) Que si el testador no sabe o no puede firmar, 
se deje constancia de este hecho y de la causa 
que le impide.
5) Que en el caso precedente, firme por el otor-
gante otro testigo testamentario más, a ruego 
y a falta de su firma se pongan las impresiones 
digitales del testador.
6) Que firmen los testigos y el notario y si al-
guno de los testigos no supiere escribir, firme 
otro de ellos por él, haciéndose constar el he-
cho; pero cuando menos debe haber la firma 
propia de dos testigos instrumentales. (Código 
Civil Boliviano) 

Este artículo se encuentra parcialmente modifi-
cado por la Ley 483 del Notariado Plurinacional 
en cuanto a la presencia de testigos, en razón de 
la exigencia de los mismos al acto de dación de fe 
del notario, ante el impedimento de firma de uno 
de los comparecientes, según lo dispone el artícu-
lo 80 de la mencionada Ley, que afirma:

ARTÍCULO 80. (IMPEDIMENTO DE FIRMA). Si 
alguna de las y los intervinientes no sabe o no 
puede firmar, actuará con la impresión de su 
huella digital en el documento, situación que 
será corroborada por la presencia y firma de 
una tercera persona en calidad de testigo.  
(Ley 483, 2014)

Por su parte el testamento abierto ante testigos 
exige los siguientes requisitos:

1) Que sea otorgado en presencia de cinco tes-
tigos vecinos, y no pudiendo ser habidos en el 
lugar cinco, por lo menos tres testigos vecinos.
2) Que el testador, si no presenta escrito el do-
cumento, dicte personalmente las cláusulas en 
el acto a uno de los testigos o que un testigo 
lo escriba conforme a la voluntad del testador.
3) Que se observen las demás formalidades se-
ñaladas en el artículo precedente. (Código Civil 
Boliviano, artículo 1133)

Entre los testamentos especiales se encuentran: el 
testamento en caso de riesgo grave, el testamento 
a bordo de nave o aeronave,  el testamento militar, 
el testamento ológrafo, el testamento de campe-
sinos. Todos ellos, dados en condiciones de peli-
grosidad para la vida del testador, sin tener la po-
sibilidad de otorgar su última voluntad de manera 
ordinaria y tienen como efecto común una eficacia 
reducida a la muerte ocurrida como resultado del 
peligro acaecido o en un corto período de tiempo 
posterior, por lo que su eficacia es efímera en todos 
los casos.

En cuanto a las causas de inhabilitación para ser 
testigos se pronuncia la Ley 483 del Notariado 
Plurinacional de la siguiente forma: 

ARTÍCULO 81. (PROHIBICIONES). No podrán 
intervenir como testigos de impedimento de 
firma las siguientes personas:
a. Las o los menores de edad;
b. Las o los declarados judicialmente incapaces;
c. Las y los no videntes o sordos, en casos que 
versen sobre hechos cuyo conocimiento esta-
ría directamente relacionado con la percep-
ción sensorial en cuestión;
d. Los parientes de la notaria o el notario auto-
rizante, hasta el cuarto grado de consanguini-
dad o segundo de afinidad, así como el cónyu-
ge o conviviente;
e. Quienes hayan sido sancionados por delitos 
contra la fe pública o falso testimonio;
f. Las personas herederas o legatarias, ni sus 
parientes dentro del cuarto grado de consan-
guinidad o segundo de afinidad;
g. Los parientes de la o el interesado dentro del 
cuarto grado de consanguinidad o segundo 
de afinidad, y el cónyuge o conviviente;
h. Quienes no entiendan el idioma en el que 
esté redactado el documento;
i. Quienes tuvieren relación de dependencia o 
sean auxiliares de la notaría. (Ley 483, 2014)

En el ámbito testamentario son igualmente regula-
das por la Ley la determinación de la institución de 
herederos, los diferentes tipos de legados, las posi-
bles sustituciones, y la desheredación. Se utiliza y se 
ordena normativamente las funciones del albacea y 
las causas de nulidad del acto testamentario. 
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En cuanto a la División y partición de herencia, igual-
mente el notario es competente en vía voluntaria se-
gún el artículo 92 inciso f , y el trámite se realizará según 
lo establecido por el artículo 111 del Decreto Supremo 
2189, que dispone:

Artículo 111°.- (División y partición de la herencia)
1) El trámite de división y partición de herencia se rige 
conforme al Código Civil. Por cada bien inmueble se 
seguirá un trámite independiente.
2) Las o los solicitantes, con la petición escrita que 
contenga el acuerdo mutuo suscrito que acredite 
la división voluntaria del inmueble, se apersonarán 
ante la notaria o el notario de fe pública solicitando 
se realice la división y partición. Para lo cual deben 
adjuntar los siguientes documentos:

a.	Folio Real con la inscripción del testimonio de la 
declaratoria de herederos;
b.	Autorización municipal de la división del in-
mueble.

3) La notaria o el notario de fe pública revisará el cum-
plimiento de los requisitos y documentos presenta-
dos. Se concluye con la manifestación de conformi-
dad de los solicitantes, quienes junto a la notaria o el 
notario de fe pública suscribirán la escritura pública.
4) En la verificación de la documentación la notaria 
o el notario de fe pública podrá solicitar información 
a las entidades públicas encargadas del registro de 
bienes. (Decreto Supremo 2189, 2014)

Estas son, en síntesis, las características más generales 
de la sucesión testada en Bolivia y su relación con la 
función notarial. Hay mucho que ganar en este ámbito 
por parte del notario, para hacer más seguras y pacífi-
cas las sucesiones en Bolivia.

Morales Guillén (1973) Código Civil Boliviano, Concordado y anotado, Ediciones Jurídicas: La Paz.
Código Civil Boliviano (2023)
Ley 483 del Notariado Plurinacional (2014)
Decreto Supremo 2189 y sus modificaciones (2014)
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EL ROL DE LA 
TECNOLOGÍA EN LA 

MODERNIZACIÓN 
DEL NOTARIADO 
COSTARRICENSE

La modernización tecnológica dentro del ámbi-
to notarial en Costa Rica ha sido introducida de mane-
ra progresiva, en muchos casos inicialmente de forma 
voluntaria y con un gran reto en su implementación 
efectiva de forma obligatoria, siendo que, como lo 
comentaba Murillo (2005) en su análisis del proceso 
de mecanización del sistema registral costarricense 
desde la década del cuarenta, muchas luchas se han 
dado en diversos campos relacionados con el interés 
de notarios(as) y funcionarios(as). La implementación 
del gobierno electrónico se centra en el uso de la tec-

nología, especialmente internet, tiene un énfasis en 
mejorar la prestación de servicios públicos, para pro-
mover la interacción entre ciudadanos y entidades 
gubernamentales, y optimizar la eficiencia adminis-
trativa. Sin embargo, esto ha tenido un impacto en la 
aplicación práctica, los profesionales que se desem-
peñan en la función notarial deben contar con habili-
dades digitales suficientes para promover un trabajo 
colaborativo y eficiente a nivel institucional mediante 
el uso de tecnologías de comunicación en las institu-
ciones públicas, transformando así el ejercicio notarial.
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Se ha implementado sistemas de gestión documental electrónica, así como servicios notariales 
en línea cada vez más en el sistema costarricense, transformando poco a poco la realidad de las 
notarías. Se busca una eficacia y seguridad jurídica de vanguardia al poder realizar consultas en 
las bases de datos institucionales de forma libre, en algunos casos bajo el criterio de roles, pero de 
importancia en la realidad actual, ya que la función notarial debe tener permisos diferenciados 
para las consultas necesarias que deben efectuar en la confección de actos, así como el envío de 
documentación mediante la implementación de elementos de seguridad tales como la firma 
digital, establecido en el acuerdo CSN-DNN- 2020-028-004.

La firma digital es uno de los pilares esenciales para el tema de la modernización del servicio, 
en ajuste a la Ley de Certificados, Firmas Digitales y Documentos Electrónicos y su Reglamento; 
la cual ha venido permitiendo que el habilitado en la función notarial tenga acceso a gestiones 
telemáticas que han venido siendo implementadas, tales como el sistema de constitución de 
sociedades a través del portal de “Crear Empresa” de conformidad con el Decreto Ejecutivo N.º. 
37593-JP-MINAE-MAG-MEIC-S, dándonos sus primeras experiencias en el año 2014 y ampliando 
sus posibilidades en la inscripción de sociedades en línea, incluso cuando presentan un capital 
en moneda extranjera de acuerdo con la Circular D.P.J.-003 -2021, y con vinculación directa de la 
masificación de la implementación y el uso de la firma digital en el sector público costarricense, 
y con la función notarial. 

Este sistema fue migrado en 2021 a la plataforma digital de “Tramite Ya”, presentando algunos pro-
blemas en su utilización y que trata ampliamente la Directriz Registral DGL-002-2023, misma que 
para noviembre del 2023 ordenó que fuese habilitada la presentación de documentos notariales 
de constitución de sociedades anónimas y de responsabilidad limitada, por medio de la Oficina de 
Diario Único del Registro Nacional, unificando con ello los sistemas que además son accesibles para 
el notario, en la actualidad, para la tramitación de documentos por medo del servicio de “Ventanilla 
Digital”, implementado en el  año 2019 mediante la circular administrativa DGL-0016-2019, y con su 
última actualización en junio del 2024. La actualidad presenta escasas limitaciones en la presenta-
ción de documentos digitales de conformidad con la Circular DPJ-009-2022. 
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Esta implementación, de forma optativa por 
parte de los notarios(as), cuenta con una par-
ticipación numerosa de la población habitada 
ya que según los números reportados por el 
Registro Nacional, para 2023, se contaba con 
6.694 notarios(as) matriculados, siendo estos 
un aproximado del 68.12% de la población habi-
litada, ya que para el primer trimestre del 2024, 
según datos de la Dirección Nacional de Nota-
riado (DNN), se contaban con 9.827 habilitados, 
que se distribuyen en todo el territorio nacio-
nal, incluyendo a los 84 cónsules que ejercen la 
función notarial. Esto conlleva que se vea claro 
récords históricos de nuevas presentaciones en 
un día reportado, por ejemplo: en enero 2024 la 
cantidad de 11.766 documentos. La expectativa 
es que es el único medio de recepción de do-
cumentos en formato digital ante la institución 
por parte de los notarios(as), de acuerdo con el 
Decreto Ejecutivo N° 44401-MJP. 

Reconociendo que el Registro Nacional ha sido 
un gran coadyuvante en los avances tecnológi-
cos que hemos implementado de forma sutil a 
la función notarial costarricense, comenzando 
con las consultas precartularias remotas pasan-
do a la presentación de documentos de forma 
digital. Adicionando que, en el 2022, se publicó 
el Reglamento de Documentos Notariales Ex-
tra protocolares en soporte electrónico, siendo 
un claro reconocimiento de la Dirección Nacio-
nal de Notariado en la desmaterialización de 
los servicios asociados a los notarios(as). Se pro-
fundizan los pasos a un archivo digital, requi-
riendo conversaciones un poco más profundas 
entre instituciones, para preparar, capacitar y 

actualizar adecuadamente al habilitado en el 
uso de las plataformas en línea que, en común 
denominador, todas utilizan la firma digital del 
notario, lo que implica a futuro que el notario 
deba considerar para su buen desempeño, un 
uso de habilidades digitales para la verificación 
remota, aprovechando así las ventajas y expe-
riencias, en tanto las mejoras que se han pre-
sentado en el país desde sus inicios con el por-
tal de “Crear Empresa” han sido amplias. 

No podemos 
centrarnos únicamente 

en el sistema de 
Registro Público, ya que, 

además, se utiliza en 
la implementación del 

sistema de Matrimonio 
Digital del Tribunal 

Supremo de Elecciones, 
obligatorio desde el 2016, 

en el cual se permite a los 
notarios(as) declarar los 

matrimonios que celebren 
en sus oficinas de manera 

remota, todo a partir de 
la reforma al Reglamento 

del Registro del Estado 
Civil del 2014.
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No podemos centrarnos únicamente en el 
sistema de Registro Público, ya que, además, 
se utiliza en la implementación del sistema 
de Matrimonio Digital del Tribunal Supremo 
de Elecciones, obligatorio desde el 2016, en el 
cual se permite a los notarios(as) declarar los 
matrimonios que celebren en sus oficinas de 
manera remota, todo a partir de la reforma al 
Reglamento del Registro del Estado Civil del 
2014. Teniendo a su vez la posibilidad para la 
presentación de índices, de conformidad con 
los Lineamientos para el Servicio de Presenta-
ción de Índices de Instrumentos Públicos Vía 
Internet, implementado a través del sistema 
de INDEX, y en ajuste del Decreto Ejecutivo N° 
37769-C; al igual que cuenta con un sistema 
de consulta de imágenes digitalizadas de los 
folios de los protocolos depositados al Archivo 
Notarial. Estando pendiente, a la fecha, la im-
plementación del servicio de Verificación de 
Identidad Digital (VID), curiosamente cuando 
en su mismo desarrollo se originó este tema 
de identificación esencial en la función nota-
rial y que le es necesaria, claramente ordenado 
mediante la resolución Nº 00085 - 2015 Bis del 
Tribunal Contencioso Administrativo (Sección 
VI) que subraya la necesidad de proporcionar 
herramientas adecuadas a los notarios(as) para 
el ejercicio de sus funciones.1

La adopción de tecnologías se ha converti-
do en algo crucial para la modernización del 
notariado costarricense, como demuestra el 
artículo 167 del Código Tributario, que pro-
mueve técnicas modernas como la gestión 
de riesgos, los controles basados en audi-
torías y el aprovechamiento de las tecnolo-
gías de la información. Así como se deben 
ampliar a temas como la implantación de la 
Administración Tributaria 3.0, donde plata-
formas como Plataforma de Trámite Virtual 
(TRAVI) establecida mediante la resolución 
DGT-R-46-2020 de la Dirección General de 

Tributación, y modificado mediante la reso-
lución N° MH-DGT-RES-0010-2023; en acom-
pañamiento de la Administración Tributaria 
Virtual (ATV), establecida en la resolución 
DGT-R-33-2015, ha demostrado ser muy efi-
caz tanto en la asistencia al contribuyente 
como en el control tributario extensivo. Esta 
transformación repercute directamente en 
mi trabajo como notaria(o), que me obliga a 
verificar las obligaciones fiscales en la crea-
ción de documentos notariales.

Además de la implementación de roles en 
otros sistemas para el registro de poderes no-
tariales, como es el caso del Registro de Trans-
parencia y Beneficiarios Finales (RTBF), crea-
do en el año 2019, en el cual se le ofreció una 
funcionalidad a los notarios para el registro de 
los poderes que otorgan las personas jurídicas 
obligadas a otras personas distintas a sus re-
presentantes legales, con el fin de que realicen 
la declaración de la composición de capital so-
cial y sus beneficiarios finales de tales personas 
jurídicas; planteándose a la resolución conjunta 
reforma en el 2024, mediante el Decreto Ejecu-
tivo N° 44390-H, Reglamento del Registro de 
Transparencia y Beneficiarios Finales, estando 
suspendido en la actualidad por medida cau-
telar del Tribunal Contencioso Administrativo 
y Civil de Hacienda del Segundo Circuito Judi-
cial de San José, mediante la sumaria del expe-
diente 24-002389-1027-CA, afectando el perio-
do ordinario de la declaración del 2024, misma 
que ya había sido retrasada algunos meses de 
su fecha original en el mes de Abril. Así como 
el módulo de Notarios en el sistema de SUGEF 
Directo, el cual es utilizado para la inscripción 
de las Actividades y Profesiones No Financieras 
Designadas, establecidas en los artículos 15 y 15 
bis de la Ley 7786, el cual le permite hacer el 
registro de poderes ante la plataforma, de con-
formidad con la circular externa SGF-1667-2019 
y el Acuerdo SUGEF 11-18. 
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1  “Se Ordena al Tribunal Supremo de Elecciones y a la Dirección de Migración y Extranjería, que en coordinación con la Dirección Nacional de 
Notariado, definan e implementen las acciones y herramientas necesarias que permitan poner a disposición de los notarios públicos autoriza-
dos, los mecanismos y herramientas necesarios para garantizar el efectivo acceso a los padrones fotográficos que cada una de aquellas lleva, 
el sistema denominado “Dígito Verificador de Pertenencia”, así como los registros y herramientas de información que estime adecuados, perti-
nentes y necesarios para que esos profesionales se encuentren en posibilidad objetiva de corroborar la identidad de las personas que solicitan 
sus servicios notariales, sean nacionales o extranjeros con estatus migratorio autorizado, respectivamente. Dicho acceso deberá posibilitar la 
consulta únicamente de la persona que requiera los servicios notariales y en ejercicio exclusivo de la función notarial habilitada.”
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Todo esto requiere que el profesional conoz-
ca ampliamente la seguridad jurídica que im-
plica el uso de estas herramientas, y con qué 
protocolos se deben contar por parte de sus 
oficinas. Siendo que es crucial concientizar a 
los notarios sobre el tema de ciberseguridad, 
especialmente después del ataque de ranso-
mware que sufrió el país en el 2022. El habili-
tado ha de actuar de acuerdo con los tiempos 
actuales en torno a una preocupación perso-
nal por el tema del uso de las tecnologías des-
de una correcta deontología notarial digital. 
No podemos negar que al igual que en mu-
chos países las herramientas digitales que se 
han venido implementando, deben mantener 
estándares éticos y profesionales que garanti-
cen la correcta tramitación y gestión de docu-
mentos notariales.  El tema de la brecha digital 
es uno de los más importantes desafíos en la 
función notarial, afectando diversos aspectos 
clave de este ámbito, ya que la falta de habi-
lidades digitales en la población, la necesidad 
de actualización educativa, los desafíos en la 
digitalización de documentos, la capacitación 
especializada requerida, así como la impor-
tancia de la seguridad y confidencialidad de 
la información son aspectos fundamentales a 
considerar en este contexto. 

Se debe concientizar a la ciudadanía en el de-
sarrollo y seguridad del uso de herramientas 
digitales por parte de los notarios(as) públicos 
e instituciones costarricenses, debiendo pun-
tualizar ampliamente la modernización tecno-
lógica estatal, que viene a contribuir al fortale-
cimiento del estado de derecho, la protección 
de los derechos y la confianza en las institucio-
nes, que se plantea a su vez por parte de la Ley 
de Fortalecimiento de la seguridad registral 
inmobiliaria y su reglamento, así como en el 
Reglamento Operativo del Programa de Regu-
larización del Catastro y Registro, que comenzó 
a modernizar la realidad jurídica del país desde 
los tempranos años 2000 y que en la actuali-
dad se encuentra oficializado un 45.3%, en pro-
ceso un 16.3%, y en contratación un 38.4% los 
cuales vendrán a conformar el mapa catastral y 
la declaratoria de zonas catastradas, cambian-
do a su vez la dinámica inmobiliaria a la que se 

encontraban acostumbrados los notarios(as). 
Se considera un gran reto la incorporación del 
notariado a las obligaciones establecidas en 
materia de legitimación, establecidas en los 
lineamientos para la aplicación del artículo 15 
ter de la Ley 7786 “Ley sobre estupefacientes, 
sustancias psicotrópicas, drogas de uso No Au-
torizado, actividades Conexas, legitimación de 
capitales y financiamiento al terrorismo” y la 
incorporación de los notarios(as) en los meca-
nismos de reporte de operaciones sospecho-
sas, cuyo rol es esencial para la identificación 
adecuada en la lucha de estos ilícitos, pero 
manteniendo una completa confidencialidad 
que se debe proyectar en las responsabilida-
des notariales costarricenses, encontrando 
que evaden su inscripción en el sistema de 
ROS UIF (Reporte de Operación Sospechosa 
- Unidad de Inteligencia Financiera), estable-
cido por parte del Instituto Costarricense de 
Drogas; (ICD) que cuenta con una escasa de-
cena de notarios(as) inscritos. 

Se debe aceptar como realidad, que la moder-
nización tecnológica ha permeado el notariado 
costarricense, transformando la manera de la 
prestación de servicios y las formas de garanti-
zar la seguridad jurídica, misma que descansa 
en su responsabilidad de asesoría. 
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Esta evolución ha sido fundamental para la mejora de efi-
ciencia en los servicios, impulsando la desmaterialización de 
documentación, el uso de firma digital y el uso de las plata-
formas. Hay un avance irreversible, que es clave en el impul-
so de iniciativas que favorezcan la adopción tecnológica, la 
capacitación gremial y la creación de un marco legal robus-
to que garantice un entorno con seguridad jurídica. 

Tenemos una gran oportunidad de mejora que se ofrece a 
través de la tecnología, siendo esta una oportunidad única 
para transformar el servicio notarial en un servicio más efi-
ciente, accesible y seguro; señalando que la incorporación al 
Acuerdo de Asociación de Economía Digital (DEPA), repre-
senta un paso significativo para fortalecer la presencia inter-
nacional y adoptar estándares que promuevan la tecnología 
digital y la innovación en el país. Estando priorizado el im-
pulso de la digitalización y la disminución de la brecha digi-
tal en el país, desde la meta establecida en el Plan Nacional 
de Desarrollo e Innovación 2015-2018.  Todo comenzó siendo 
una visión y un compromiso con el rol de la tecnología, para 
convertirse en desarrollo del país con garantía y confianza, 
brindando mayor transparencia en las transacciones legales.  
Se requiere de un impulso en la modernización tecnológica 
dentro del gremio, invirtiendo en la infraestructura necesa-
ria para la capacitación adecuada de los habilitados, siendo  
que el derecho notarial es una de las disciplinas profesiona-
les llamadas a adoptar y comprometer al gremio en la adop-
ción de herramientas tecnológicas y comprometerse a la ac-
tualización de las habilidades digitales de forma continua, ya 
que las mismas están en constante evolución; aspecto con 
el cual se debe concientizar a la población en cuanto a sus 
beneficios, todo dentro de un marco seguro y responsable. 

Costa Rica 								         Notariados de América 2024
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FORTALECIENDO 
EL DERECHO A LA 
VIVIENDA DIGNA: 

el rol del notariado 
en la legalidad y 
sustentabilidad

La presente reflexión es consecuencia de mi labor y 
compromiso en las diferentes responsabilidades que cole-
gas entrañables, estando al frente de la presidencia de nues-
tra Asociación Nacional del Notariado, ahora Colegio Nacio-
nal, tuvieron a bien delegarme. Como tal, he atendido esta 
responsabilidad gremial que me facultaba ante diversas au-
toridades, organismos, colegios profesionales, instituciones e 
instancias en materia de vivienda, y que ahora me permito 
compartir como experiencias sobre el derecho a la propie-
dad y a la vivienda, siendo este último el tema central.

Introducción
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Es de recordar que el notario, como profesional del Derecho y en su que-
hacer notarial, está comprometido con la justicia social y el bienestar co-
mún. Esto es particularmente relevante en aquellas acciones que bene-
fician directamente a las personas menos favorecidas o pertenecientes a 
grupos en situación de vulnerabilidad, en un derecho fundamental tan 
significativo como el tema de la vivienda, el cual ampara la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos en su artículo 4°. La seguridad 
y certeza jurídica de nuestra función notarial es coadyuvante para la con-
formación del derecho humano a una vivienda adecuada, la cual, en pa-
labras del Relator especial de las Naciones Unidas, constituye un dere-
cho, no una mercancía. Para el Derecho Internacional, el derecho a una 
vivienda adecuada implica tener seguridad de tenencia (sin la amenaza 
de desalojo o expulsión del hogar o la tierra) y que esta sea vivienda digna, 
es decir, un espacio adecuado según lo señalado en términos del ordena-
miento relativo a asentamientos humanos sustentables.

Desde esta perspectiva, los principios y valores que caracterizan al notario, 
a su gremio y en particular al notariado internacional, dejan huella en el 
acontecer de la vida en sociedad. En México, como en otros países, con un 
sistema jurídico de tipo latino, se ha demostrado desde épocas remotas 
hasta la actualidad, la importancia del acontecer jurídico para generacio-
nes y sociedades diversas en pro de la cultura de la legalidad en la tenen-
cia de la tierra. Esto se ha logrado a través de la escrituración masiva, la 
regulación de la propiedad, su inscripción registral, la regulación catastral, 
la hipoteca, la venta y otros asuntos relativos a la vivienda que podemos y 
debemos fortalecer. 

Como se ha señalado, la figura del notario aporta 
y seguirá aportando beneficios directos a su socie-
dad, a la que se debe como imperativo moral, y a 
la que sirve, como coadyuvante del Estado. En sus 
acciones colegiadas al interior de su asociación, 
sus colegios y la Unión Internacional del Notariado 
(UINL), que agremia a más de 90 países con sistema 
jurídico de tipo latino, estudian y fomentan accio-
nes que fortalecen el entorno de calidad de vida, a 
partir de los diversos servicios y jornadas existentes 
para beneficio del sector social, así como en temas 
diversos que también contribuyen a resguardar, 
con la mayor seguridad, los actos u operaciones ce-
lebradas ante la fe del notario, en los instrumentos 
y herramientas habilitadas para facilitar el servicio, 
a fin de dar certeza jurídica, y hacerlo oponible ante 
cualquier requerimiento frente a terceros, lo que en 
otras palabras corresponde a tener prueba plena.
En palabras del jurista Joaquín Costa, conocido por 
su defensa de la regeneración social y económica 

de España en el siglo XIX, aunque no fue notario, 
legó en su obra y pensamiento una frase célebre, 
que se acuña en nuestra labor cotidiana, y que le 
honramos haciendo un homenaje a su pensamien-
to al decir:

La función del notario es garantizar la legalidad, 
la equidad y la seguridad jurídica en los actos y 
contratos que autentica, así como promover la 
justicia social y el bienestar común.

Este principio refleja la idea de que el notario no solo 
debe asegurar que los actos que autentica cumplan 
con la legalidad vigente, sino también que sean equi-
tativos y justos para todas las partes involucradas.

El ejercicio de la función notarial y su vinculación 
con la sociedad ha sido por excelencia la que ha 
fortalecido el derecho a la propiedad en un orden 
de libertad y de justicia. Su loable labor, además de 

Notariado y sociedad
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sus conocimientos, han dado a las comunidades 
beneficios a través de proyectos sociales de trascen-
dencia para el gobierno, ya que pueden auxiliar en 
la regularización de la tenencia de la tierra y en la 
vivienda popular, en la recaudación de impuestos a 
favor del fisco y en otras actividades filantrópicas. 
Si bien es cierto que existen jornadas notariales pre-
viamente establecidas, también lo es, que existe la 
necesidad de desarrollar tecnologías y metodolo-
gías innovadoras para mejorar la eficiencia de los 
procesos notariales y la regulación de la propiedad. 
Hoy en día es inminente generar educación respec-
to del impacto del Derecho notarial, el urbanismo, 
las políticas de vivienda y el desarrollo comunitario, 
o lo que hoy en día refiere a modelos de vivienda 
compartida, gentrificación, el impacto de un mega-

proyecto en territorio indígena o en algún ejido para 
así poder sensibilizar transversalmente sobre lo que 
es el derecho humano a la vivienda digna.

A partir de lo referido, es de la mayor oportunidad 
considerar y redoblar esfuerzos en la generación de 
políticas públicas dirigidas a situaciones pertinen-
tes e imperativas como el derecho a la vivienda, y su 
concientización por un entorno saludable, resiliente 
y digno; por ello, el notario coadyuva en el desarro-
llo de proyectos, monitoreo y evaluación, en pro de 
acciones previamente referidas, como lo es el rubro 
de ciberseguridad, hipoteca, desarrollo inmobiliario 
y vivienda verde, entre otros rubros que, en las co-
misiones nacionales e internacionales del gremio 
notarial, se vienen atendiendo y analizando.

El derecho humano a una vivienda digna es el dere-
cho de todo hombre, mujer, joven y niño a tener un 
hogar seguro en el que puedan vivir en paz y dig-
nidad, gozando de un espacio, seguridad, ilumina-
ción y ventilación, una infraestructura básica y una 
situación adecuada en relación con el trabajo y los 
servicios mínimos, todo ello a un costo razonable.

El derecho a la vivienda es prioridad para el desa-
rrollo nacional, y como tal, se busca coadyuvar para 
que sea implementado en nuestra sociedad como 
elemento fundamental en cualquier parte del mun-
do, tomando en consideración medidas elementa-
les de respeto al medio ambiente, y trascendentes 
como la sustentabilidad de los entornos de vivienda, 
a fin de desarrollar ambientes planeados y estanda-
rizados en pro de la calidad de vida de todas las per-
sonas, particularizando la asequibilidad para grupos 
en situación de vulnerabilidad patrimonial.

Como es de suponerse, el reto de proporcionar una 
vivienda digna en México y Latinoamérica es comple-
jo y multifacético. Gracias a los estudios y experiencia 
sumada por los colegas notarios que conformamos 
la Comisión de Asuntos Americanos de la UINL, la 
función del notario puede desempeñar un papel 

crucial en el proceso. Entre los factores que contri-
buyen para que la vivienda digna pueda lograrse y 
estandarizar en nuestra sociedad un mejor entorno 
de calidad de vida, se requiere de esquemas precisos, 
lineamientos normativos actualizados y políticas pú-
blicas pertinentes como motor indispensable para 
generar un compromiso compartido en pro de una 
cultura sustentable y sostenible en las nuevas moda-
lidades de vivienda, además de la responsabilidad de 
cumplimiento por parte de todos los involucrados, 
para así conformar el camino hacia un entorno de 
vida digna tan esperado por la humanidad. 

Entre los principales desafíos a atender en socieda-
des de corte latinoamericano, concibo dos, uno po-
sitivo y otro negativo. En este último, existe, por su 
acontecer en el tiempo, cierta resistencia al cambio 
por parte de la sociedad debido a la falta de credibi-
lidad en las instituciones públicas, la ausencia de in-
centivos financieros y poca cultura para dar formali-
dad jurídica a los bienes patrimoniales. No obstante 
lo anterior, hay situaciones que demeritan el actuar 
hacia la transparencia, legalidad y buenas prácticas 
corporativas en pro de una vivienda digna, como 
son la corrupción y la falta de planeación por parte 
de las instituciones gubernamentales.

Derecho a la vivienda digna
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Dentro de las acciones positivas, estimo que la acti-
vidad notarial puede contribuir, con su labor expe-
rimentada hacia la regularización y fortalecimiento 
de la vivienda adecuada y digna, en tres rubros:

1. Sensibilización en el tema. Fortalecer la comu-
nicación respecto de la importancia de dar for-
malidad a la regularización de nuestro patrimo-
nio, los beneficios y circunstancias a prevenir en 
situaciones adversas e inesperadas, como la que 
hemos vivido por causa de la pandemia COVID-19.
2. Generar cultura de legalidad patrimonial. Sa-
ber determinar que, en la medida de lo posible, 
es mejor invertir en un bien, o buscar las condi-
ciones propicias para ello, después, escriturar y 
buscar un entorno de transparencia y equidad, a 
fin de prevenir y erradicar el fraude inmobiliario 
y/o contar con una clara identidad de las partes 
al momento de contraer un compromiso inmo-
biliario.
3. Fomentar la educación y generación de po-
líticas públicas. Generar encuentros diversos 
con instituciones colegiadas y acreditadas en 
el tema, organismos e instituciones educativas 
y participación de la sociedad civil organizada. 
Generar conocimiento para el intercambio de 
experiencias en la región, con lo cual, la CAAm, 
al contar con información robusta, contribuye 
hacia una medida de valor trascendente para los 
gobiernos en la región.

Por consiguiente, la actividad notarial y la función 
del notario evidencia nuevamente que es una pro-
fesión esencial para enfrentar los desafíos y retos en 
pro de una vivienda digna y adecuada en México 
y Latinoamérica. A través de la formalización de la 
propiedad, el acceso a financiamiento, la protección 
de los derechos de las partes y la colaboración en 
políticas públicas, los notarios pueden contribuir 
significativamente a mejorar las condiciones de vi-
vienda y, en última instancia, del bienestar y calidad 
de vida de la población.
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El marco jurídico mexicano reconoce el derecho 
humano a una vivienda a través de varios artículos 
y tratados. El artículo 4º de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; 2º, de la Ley de 
Vivienda; 11, de la Declaración Americana de los De-
rechos y Deberes del Hombre; 12º, de la Convención 
Interamericana sobre la Protección de los Derechos 
Humanos de las Personas Mayores; 7º de la Con-
vención Interamericana contra toda Forma de Dis-
criminación e Intolerancia, así como en el 3º, de la 
Convención Interamericana para la eliminación de 
todas las formas de Discriminación contra las Per-
sonas con Discapacidad. Es necesario destacar que, 
los diversos tratados interamericanos e internacio-
nales reconocen el derecho humano a una vivienda 
adecuada, estableciendo ciertos requisitos para que 
ello pueda considerarse de esa manera, y de los cua-
les se van determinando criterios diversos pertinen-
tes para integrar su estudio.

En este contexto, es crucial considerar otros dere-
chos, como el derecho humano al medio ambiente 
sano (ya que permitir que se edifiquen complejos 
habitacionales en sitios ecológicos, no garantizarían 
un medio ambiente sano para las demás personas; 
ya sea destruyendo lugares que son áreas naturales 
protegidas, o que afecten a la biodiversidad de la na-
ción). Se debe respetar, de la misma manera, el dere-
cho de los pueblos y comunidades indígenas, ya que 
no se les puede quitar el acceso a la tenencia de la 
tierra, al uso y disfrute de los recursos naturales.

De igual forma y teniendo en consideración que la 
agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, y el ob-
jetivo 11 “Ciudades y Comunidades Sostenibles”, en 
septiembre de 2015, la Asamblea General de la ONU 
adoptó un plan transformador con miras al 2030 
para la búsqueda de la sostenibilidad económica, 
social y ambiental, la cual representa una oportuni-
dad para los países de América Latina y el Caribe en 
el marco de la erradicación de la pobreza extrema, 
la reducción de las brechas de desigualdad, un cre-
cimiento inclusivo (urbano y económico), promover 
ciudades sostenibles, resilientes y seguras, priori-
zando la dignidad humana y la igualdad como pun-
tos centrales del desarrollo. 

Es importante recordar que sustentabilidad y sos-
tenibilidad no son palabras sinónimas. Sustenta-
bilidad se enfoca en la capacidad de mantener y 
soportar procesos o sistemas a lo largo del tiempo, 
a menudo haciendo hincapié en el uso eficiente de 
los recursos y en la capacidad de las generaciones 
actuales para satisfacer sus necesidades sin com-
prometer la capacidad de las generaciones futuras 
para satisfacer las suyas. Por lo que la sostenibili-
dad se refiere a la capacidad de un sistema para 
mantenerse en funcionamiento indefinidamente 
sin agotar los recursos naturales o causar daño am-
biental. Se enfoca en un equilibrio dinámico entre 
el desarrollo económico, la equidad social y la pro-
tección ambiental.

Por lo que a la materia notarial refiere, hoy en día es 
imprescindible contar con documentos que acredi-
ten nuestra propiedad, independientemente de las 
condiciones sociales, económicas y/o étnicas en que 
se vive. Con la incorporación de prácticas sosteni-
bles, de la mano con la participación del notariado, 
se puede lograr un entorno favorable, como puede 
ser el caso de la fe de hechos de construcciones para 
uso y disfrute de la sociedad, llámese en obras pú-
blicas, privadas y/o sociales. Estas acciones, además 
de otras recurrentes en el tema inmobiliario, eviden-
cian que la legalidad y sustentabilidad de esta acti-
vidad, son aportes que advierten mejoras en pro de 
la certeza jurídica, salud financiera y calidad de vida 
de una sociedad. Es así que situaciones lamentables 
como la pérdida de vida en poblaciones estableci-
das en lugares riesgosos, sin materiales adecuados 
y técnicas de construcción propicias, son un riesgo 
que puede y debe evitarse.

Legalidad y sustentabilidad 
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La inclusión como proceso orientado a eliminar o mini-
mizar barreras de acceso a la justicia es también motivo 
de análisis para el acceso a la vivienda. La acción de lega-
lidad e inclusión fomenta tanto para el notariado inter-
nacional como nacional un marco de responsabilidad 
social, lo cual es factible reproducir a efecto de contar 
con un aprendizaje para situaciones similares, con so-
luciones innovadoras que puedan delimitar los avances 
y/o retrocesos que se atiendan dentro de un entorno y 
variables determinadas que detonen investigación en 
pro del desarrollo a los tipos de vivienda.

Finalmente, fomentar la legalidad de los documentos 
no sólo conlleva seguridad, sino compromiso por parte 
de quien los otorga, como de quien los solicita. Es así 
que existe un interés supremo para que el notariado, de 
la mano de los actores directamente involucrados para 
un entorno de vivienda digna, de la mano del propio Go-
bierno, traiga consigo una revisión a los ordenamientos 
normativos nacionales con objeto de mantener actua-
lizados y armonizados los instrumentos nacionales e 
internacionales en el tema, a fin de poder fomentar a 
partir de criterios diversos, vertientes innovadoras en pro 
del derecho a la vivienda y su reto ante la sociedad.
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El Notario como perito en Derecho y como profesionista dotado de cualidades deontológicas en pro de su 
sociedad, es coadyuvante de principios y acciones que fundamentan su actuar en la fe pública y enaltecen 
con su estudio permanente a su gremio. 

A través de la formalización de la propiedad, la prevención del fraude y la promoción de buenas prácticas 
de construcción sostenible, los notarios contribuyen a la seguridad jurídica y al desarrollo sustentable, sin 
embargo, es necesario abordar los desafíos de desigualdad y corrupción para maximizar el impacto positi-
vo en el ejercicio del derecho a la vivienda digna. 

Los notarios (pese a las limitaciones tecnológicas para algunas demarcaciones), en colaboración con gobiernos 
y organizaciones internacionales, apuesta por la homologación de la utilización de tecnologías innovadoras 
que promuevan políticas públicas que integren sostenibilidad y equidad para la vivienda, mejorando así la cali-
dad de vida de la ciudadanía y fortaleciendo la seguridad jurídica en la región.
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LA SEGURIDAD 
JURÍDICA EN 

PARAGUAY: 
rol notarial  

Ante un tráfico económico y jurídico cada vez más 
complejo y globalizado, la seguridad jurídica en Pa-
raguay pasa a ser un pilar fundamental y el notario 
es parte de este proceso, ya que es un profesional del 
derecho abocado especialmente a tutelar de mane-
ra imparcial los derechos de quienes requieren su in-
tervención, complementando esta tutela con el ase-
soramiento legal requerido para así ir construyendo 
la seguridad jurídica del país.

La función del notario es eminentemente jurídica. 
Como profesional del derecho, escucha a las partes, 

recoge su voluntad, las asesora y aconseja e interpre-
ta la voluntad, redacta el documento que las partes 
leerán y conforme con su contenido, lo otorgarán 
manifestando su consentimiento con la forma en 
que el notario interpretó y plasmó su voluntad. Al fir-
mar ratificarán esa voluntad expresada en el docu-
mento notarial. Es precisamente en la conformación 
del instrumento, donde el notario tiene que aplicar 
todos sus conocimientos jurídicos, para redactar un 
documento que sea jurídicamente perfecto y, para 
tal efecto, debe examinar y valorar todos los elemen-
tos y requisitos a satisfacer en el mismo.
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En la doctrina notarial, el notario es un “profesional 
del derecho”, guía de voluntades que debe escuchar 
a las partes para conocer el negocio que han celebra-
do y le plantean, para que, en un examen detallado 
del mismo, determine los elementos que se deberán 
satisfacer a fin de que el referido trato económico se 
convierta en uno de los contratos reglamentados 
por la ley o, incluso, de los no reglamentados, que 
reúna los elementos de existencia y requisitos de va-
lidez que contemple el ordenamiento jurídico. 

Esa interacción del notario con las partes, en su pri-
mera entrevista o audiencia, es lo que va a permitir 
que el notario conozca el “motivo determinante de 
la voluntad de cada una de las partes” para negociar, 
para vincularse económicamente, lo que, sin duda 
le permitirá interpretar de la mejor manera esa vo-
luntad para ajustarse a derecho, de tal forma que el 
documento que redacte satisfaga, plenamente, esa 
intención negocial que el notario tradujo en un ne-
gocio jurídico, para cuya confección verificó que el 
mismo cumpliera con todos los requisitos de fondo 
y forma que el ordenamiento jurídico determina; así 
pues, el documento elaborado por el notario:

a)	 satisface las necesidades de las partes;
b)	 tiene la presunción de validez; y 
c)	 produce todos los efectos jurídicos deseados; 
además de haber cuidado el cabal cumplimien-
to a las leyes que tuvieron relevancia para el acto 
consignado en dicho documento.

En suma, es el notario quien, conocedor de los por-
menores del negocio, pone los cimientos para la 
construcción de un instrumento notarial sólido en el 
que se cubren todos los requisitos de fondo y forma 
que el acto requiere, de manera que el mismo sur-
ta los efectos deseados no solo entre las partes sino 
también frente a terceros, los que deberán estar y 
pasar, por la fe notarial, a las consecuencias legales 

del acto formalizado. De esta forma, la inscripción 
del testimonio notarial en el Registro Público de la 
Propiedad o del Comercio, en su caso, da cobijo al 
acto jurídico celebrado y le agrega a este la publi-
cidad que se incrementa con los efectos de la ins-
cripción misma, esto es, lo hace oponible y con esto 
crea en toda la sociedad la obligación de conocer el 
acto realizado ante el notario. La función del Regis-
trador, al inscribir el acto jurídico, no le agrega valor 
al mismo, que por sí ya tiene, solo lo recibe, anota y 
pública, tal como se presentó o como se subsanó, en 
caso de que la calificación hubiera determinado una 
suspensión del servicio.

Las responsabilidades en los ámbitos civil, penal y 
administrativa del notario se hallan enmarcadas en 
la Ley 879/81, Código de Organización Judicial, esta-
bleciendo a la Corte Suprema de Justicia como el 
órgano institucional disciplinario en relación al nota-
rio en su calidad de auxiliar de justicia, determinan-
do a su vez las sanciones leves o graves por medio 
de la Ley 609/95 y el reglamento disciplinario, por 
medio de la Acordada 1597/2021, el mismo tiene en 
cuenta diversos criterios de graduaciones a las san-
ciones, por medio de la conducta, la reiteración y la 
reincidencia del notario, pudiendo ser no solamente 
amonestado, apercibido y suspendido, sino también 
destituido como resultado del proceso sumario ad-
ministrativo.

Además, la Ley N°.1.160/97, Código Penal Paragua-
yo, regula no solo el secreto profesional debido del 
notario en relación al ejercicio de su ética aplicada, 
sino también en relación a los documentos que van 
surgiendo a partir de la necesidad de los ciudadanos 
que concurren a él para dejar plasmadas sus ideas 
y pensamientos, dotados de intención y voluntad 
expresados al notario y volcados en el protocolo no-
tarial sobre la base y el marco de los hechos y actos 
jurídicos que la ley positiva le permita.
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Las disposiciones que regulan las obligaciones de 
los escribanos públicos, en especial la señalada en el 
inciso h) del Art. 111 del Código de Organización Judi-
cial o la que se dispone en la Resolución N°: 325/2013 
de la SEPRELAD (Secretaria de Prevención de Lava-
do de Dinero o Bienes, implementado y cuya aplica-
ción en Paraguay se da desde la promulgación de 
la Ley N°: 1.015/97 y su modificatoria Ley N°: 3.783/09 
(Unidad de Inteligencia Financiera - UIF) con la 
misión de regular las obligaciones, actuaciones y 
procedimientos para prevenir e impedir la utiliza-
ción del sistema financiero y de otros sectores de la 
actividad económica para la realización de actos 
destinados al lavado de dinero y el financiamiento 
del terrorismo, señalando que el reporte e informa-
ción impuesta por la norma ha estado disponible 
en el sistema SIRO ( Sistema Integral de Reportes 
de Operaciones) y su aplicación en la presentación 
electrónica de los informes trimestrales y anuales 
que corresponde a cada notario. Se halla vigente la 
Resolución 325/2013, que aprueba el reglamento de 
prevención de lavado de dinero o bienes, financia-
miento del terrorismo y la financiación de la prolife-
ración de armas de destrucción masiva en un siste-
ma de administración de riesgos, para los notarios 
y escribanos públicos de la República del Paraguay, 
en la mencionada presentación de informes, tanto 
trimestrales como anuales, sobre las actuaciones 
notariales en el Protocolo notarial, estableciendo los 
primeros cinco días luego modificados a diez días 
de los meses de enero, abril, julio y octubre de cada 
año a través del sistema, hoy unificado y de envió 
único por la aplicación del sistema informático SIRO 
en virtud de un convenio con la Corte Suprema de 
Justicia que lo recibe de manera simultánea. Esta 
obligación de presentar informes electrónicos ante 
el organismo regulador de los notarios, como la Cor-
te Suprema de Justicia, es un nuevo deber y obli-
gación como incumbencia de manera electrónica, 
visto que desde la implementación de la Ley N°: 
879/81 en su artículo 111 inc. h) y o) no ha sido hasta 
la implementación de la Ley N°: 1015/97 y su regla-
mentación por medio de la Resolución 325/2013 de 

la SEPRELAD, que estos profesionales deben forma-
lizar sus presentaciones de informes trimestrales o 
anuales de forma electrónica, siendo además éste 
incumplimiento de la norma, uno de los motivos 
justificados y argumentados por los jueces instruc-
tores cómo falta la ley y objeto de sumarios adminis-
trativos, pudiendo ser sancionados, leves o graves, 
como resultado de su falta. 

Y en cuanto al principio de legalidad, en el proceso 
administrativo aplicado al notario público, en su ca-
lidad de auxiliar de la justicia, debe aplicarse de ma-
nera fundamental el principio de legalidad, eslabón 
esencial en la seguridad jurídica de cualquier estado, 
país o república, el cual establece que la autoridad 
administrativa y/o los funcionarios públicos deben 
actuar como ordena la ley, y en caso de incumpli-
miento conlleva la nulidad de todo lo actuado. El 
citado principio es una noción básica, pero funda-
mental en la Administración Pública. En relación a 
principios de legalidad y tipicidad, las sanciones 
establecidas en el régimen disciplinario solo podrán 
ser aplicadas por la autoridad competente. Ningún 
sujeto obligado podrá ser sancionado disciplinaria-
mente sin que la falta y la sanción aplicable se hallen 
determinadas en una disposición normativa con an-
terioridad a la acción u omisión que la motive. Las 
sanciones no serán susceptibles de aplicación ana-
lógica. No se harán interpretaciones extensivas para 
sancionar al infractor.

Esto se refiere tanto a las responsabilidades del no-
tario en el marco de su actuar y el ejercicio de su pro-
fesión, para la cual se halla debidamente habilitado 
en cuanto que a su función como auxiliar de justicia, 
el que podrá ser o no objeto de un sumario, que será 
instruido por resolución fundada, la cual deberá con-
tener lo siguiente:

a)	 La descripción precisa y detallada de los he-
chos, y la indicación de la falta que se atribuye al 
presunto responsable, con individualización de la 
norma infringida;
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El servicio notarial como base fundamental del desarrollo 
y seguridad ciudadana en la era de las nuevas tecnologías, 
sus responsabilidades y obligaciones en la ética aplicada
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b)	 La fundamentación de hecho y de derecho de los cargos que se le imputan, con la expresión de los 
elementos de convicción que la motivan, conforme con la orden del Consejo de Superintendencia de 
Justicia, todo específicamente regulado por la Acordada N°1.597/2021.

Del mismo modo, cabe señalar que es de conocimiento y aplicación universal para todos los profesionales 
- auxiliares de justicia, del territorio de la República del Paraguay, que no se harán interpretaciones exten-
sivas para sancionar al infractor, lo cual tiene sustento legal en el Artículo 7 de la Acordada N° 1597/2021, 
donde se determina la aplicación del principio de legalidad y tipicidad. 

Por ende, para la aplicación de cualquier eventual sanción debe fundamentarse en la base legal que esta-
blece la Ley N° 879/81 “Código de Organización Judicial” y posteriormente, las normas de jerarquía inferior, 
como lo dispone el Artículo 138 de la Constitución Nacional que determina el orden de prelación de las nor-
mas jurídicas. 

Así, el rol del notario en Paraguay es aquel que desempeña una función fundamental en el otorgamiento 
y garantía de los mecanismos establecidos para la eficiencia de la seguridad jurídica, brindando certeza y 
confianza a las partes en los actos jurídicos que autoriza. Con la llegada de la tecnología o era digital, se ha 
producido una transformación en los procesos notariales, incorporando tecnologías que permiten agilizar 
trámites y fortalecer la protección de la información. Con la digitalización, la labor del notario como garante 
de la legalidad y autenticidad de los actos jurídicos se mantiene intacta.

En el año 2010, por medio de la Ley Nº 4.017, modi-
ficada en 2012, en la Ley Nº 4610, se reconocían la 
validez jurídica de la firma electrónica, la firma digi-
tal, los mensajes de datos, el expediente electrónico 
y regula la utilización de los mismos; las empresas 
certificadoras, su habilitación y la prestación de los 
servicios de certificación para el territorio de la Re-
pública del Paraguay, la que fue abrogada por la 
Ley Nº 6.822/2021, estableciendo como autoridad de 
aplicación a la Dirección General de Firma Digital y 
Comercio Electrónico, dependiendo del Vice Minis-
terio de Comercio y este del Ministerio de Industria y 
Comercio; tiene primeramente la misión de regular, 
promover y mejorar los servicios de las transaccio-
nes electrónicas mediante la aplicación de las bue-
nas prácticas en la utilización de Tecnologías de In-
formación y Comunicación (TIC) de manera que el 
consumidor, el comercio y el gobierno en general las 
utilicen en forma segura y confiable.

Como autoridad certificadora raíz del Paraguay, su 
misión es la regulación jurídica y tecnológica de los 
“Prestadores de servicios de certificación” habilitados 

en nuestro país, las cuales se constituyen en Autori-
dad de certificación de segundo nivel, conforme a 
la normativa vigente. Las prestadoras de estos servi-
cios son cinco habilitadas a la presente fecha: VIT S.A. 
(2014), CODE 100 S.A. (2015), DOCUMENTA S.A. (2016), 
MINISTERIO DEL INTERIOR (2023), CONFIRMA S.A. y 
en trámite final de habilitación, próximamente ope-
rando bajo la denominación como la sexta empresa, 
LTTI SAECA. 

Además de la visión de un Paraguay digital tecnoló-
gico y jurídicamente seguro y confiable, permitien-
do transacciones electrónicas más efectivas y efica-
ces, en donde interactúen el gobierno, el comercio, 
y el consumidor, mancomunando esfuerzos en pos 
de la transparencia, y coadyuvando con el desarrollo 
económico y social sostenible de nuestro país

La ya citada normativa, Ley N°6.288/2021, De los ser-
vicios de confianza para las transacciones electró-
nicas, del documento electrónico y los documentos 
transmisibles electrónicos, establece, en su artículo 
1, que el objeto de la misma es establecer un mar-

Transacciones electrónicas, el documento electrónico 
y los documentos transmisibles electrónicos



137

Notariados de América 2024				    Paraguay

co jurídico para la identificación electrónica, firma 
electrónica, el sello electrónico, el sello de tiempo 
electrónico, el documento electrónico, el expediente 
electrónico, el servicio de entrega electrónica certifi-
cada, el servicio de certificado para la autenticación 
de sitios web, el documento transmisible electrónico 
y en particular para las transacciones electrónicas. 
Que su ámbito de aplicación, rige para toda clase de 
transacciones y actos jurídicos, públicos o privados, 
así como en los procesos privados, administrativos y 
judiciales tramitados electrónicamente salvo dispo-
sición legal en contrario, o que por su naturaleza, o 
los requisitos particulares del acto o negocio concre-
tos, resulten incompatibles, nuevamente aquí no es-
tán comprendidos taxativamente los instrumentos 
públicos de origen notarial, como para crear, modi-
ficar, transmitir o extinguir derechos reales, y como 
formalidad solemne debe ser vertido en el protocolo 
notarial, entiéndase en papel o físico. Las exclusiones 
que la ley realiza son las establecidas en los artículos:

73. Los documentos científicos, históricos y cultu-
rales no pueden ser sustituidos mediante proce-
so de digitalización certificada; y
80. Las disposiciones previstas para los documen-
tos transmisibles electrónicos no se aplican a los 
títulos valores de oferta pública ni a otros instru-
mentos de inversión.

Hay que señalar, sin embargo, que no fue sino hasta 
la aprobación de diversas acordadas por parte de la 
Corte Suprema de Justicia, en época de pandemia, 
donde tuvo su expansión la aplicación de dichas he-
rramientas, sistemas y mecanismos por parte del 
sistema judicial en el país, lo que permitió que aque-
llas acciones jurídicas que venían desarrollándose 
lentamente, buscando posicionarse en el sistema, 
encontraran la impronta de una época pandémi-
ca, su auge e imperiosa necesidad de utilización e 
implementación inminentemente necesaria para la 
continuidad de todas las actividades y acciones ju-
rídicas en gestación que se vieron afectadas, como 
todo, en el mundo entero.

Estas leyes representaron las bases legales para la 
regulación de numerosas gestiones pre escriturarias 
en forma electrónica y digital, como:

Los Certificados e Informes registrales sobre ano-
taciones personales en línea, expedidos por la sec-
ción de Anotaciones Personales de la Dirección 
General de los Registros Públicos, en su Registro 
no Inmobiliario: cuya implementación fue auto-
rizada por la Acordada Nº886 del 2014, dictada 
por la Corte Suprema de Justicia, autorizando la 
implementación de este sistema de solicitud en 

línea, que consiste en la obtención del certificado 
o informe registral que publicita las anotaciones 
o inscripciones de las resoluciones o sentencias 
judiciales que decretan la inhibición general para 
disponer de bienes y las que levanten dichas inhi-
biciones, entre otras.

El hoy denominado Ministerio de Economía y Finan-
zas, por una reestructuración administrativa de Ley 
N° 7.158/2023, es la institución encargada, que por 
Ley N 7.143/2023, crea y autoriza a la Dirección Nacio-
nal de Ingresos Tributarios, por la Gerencia General 
de Impuestos Internos, en la expedición del Certifi-
cado de Cumplimiento Tributario y/o la Constancia 
de No Ser Contribuyente, de forma online o electró-
nica, por aplicación de la Resolución Nº 44/2014, que 
en su momento fue la Sub Secretaria de Estado de 
Tributación (SET), en los que constan, si el contribu-
yente registra o no el cumplimiento de sus obliga-
ciones tributarias al momento de su otorgamiento 
y además consta que las personas físicas son o no 
contribuyentes, los que se solicitan a través de la pá-
gina web institucional, debido a la obligatoriedad 
como requisito pre escriturario, debiendo suscribirse 
las escrituras públicas debido al carácter invocado, 
sea como otorgante o usuario en la enajenación de 
bienes muebles e inmuebles, sea para derechos rea-
les como para hipoteca o prendas, tanto como para 
las personas que sean acreedores como para el otor-
gamiento de poderes en la administración de bie-
nes inmuebles o bienes.

Los Certificados e Informes registrales, expedidos 
por la Dirección del Registro de Automotores, de-
pendiente de la Dirección General de los Registros 
Públicos y este a su vez de la Corte Suprema de Jus-
ticia, implementó por Acordada Nº 1.204 del 2017, y 
autorizó el uso de la “Plataforma de Gestión Elec-
trónica de informes de la Dirección del Registro de 
Automotores” por medio del cual fue posible la ob-
tención de Informes de Titularidad online, así como 
la obtención de Certificados e Informes Registrales 
sobre la publicidad registral de las Condiciones de 
Dominio sobre automotores, los que dan a conocer 
de manera sumamente ágil y rápida si el bien se ha-
lla libre para su disposición o pesa sobre el vehículo 
alguna medida restrictiva o litigio en curso.

En tanto que el Certificado e Informe Registral sobre 
las Condiciones de Dominio del Registro de Inmue-
bles, expedidos por la sección pertinente de acuerdo 
a su distrito, del Registro Inmobiliario, de la Dirección 
General de los Registros Públicos, que por Disposi-
ción Técnico Registral Nº09 del 2020, se implemen-
tó el Servicio web para las solicitudes de informes y 
certificados registrales de dominio sobre inmuebles. 
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Posteriormente por Disposición Técnica Registral 
Nº02 de fecha 27 de abril de 2022 se habilitó la Plata-
forma de certificados web mediante el cual se pudo 
solicitar certificados de dominio de inmuebles para 
la formalización de escrituras públicas.

Con el Certificado administrativo catastral electró-
nico, autorizado por Resolución Nº401 de fecha 14 
de agosto del 2018 del Servicio Nacional de Catastro 
dependiente del Ministerio de Economía y Finanzas, 
se implementa la primera etapa de expedición de 
certificados catastrales a través del sistema de expe-
diente electrónico, el que expone sobre la valuación 
monetaria de las tierras y su ubicación, determina-
ción física y geográfica.

La incorporación de la tecnología en el ámbito nota-
rial en Paraguay ha permitido agilizar y modernizar 
muchos procesos como vimos precedentemente.
La era digital del notariado en Paraguay ha facilitado 
la realización de trámites de forma remota que be-
nefician tanto a los notarios como a los ciudadanos 
que requieren de sus servicios. Es importante men-

cionar que Paraguay firmó un acuerdo de recono-
cimiento mutuo de certificado de firma digital del 
Mercosur, los países parte fueron República Fede-
rativa del Brasil, República Argentina, la República 
Oriental del Uruguay y la República del Paraguay, 
ratificado por Ley N°7.121/2023.

Es fundamental que en este proceso de moderniza-
ción se priorice la protección de la información y la 
seguridad de las transacciones electrónicas, y ase-
gurar la confiabilidad y legalidad de los actos nota-
riales en el entorno digital. 

Para que el notario público en Paraguay pueda 
aplicarla, debería de realizarse una serie de modifi-
caciones a la Ley de fondo y que no solamente sea 
reglamentada por un decreto del poder ejecutivo, 
sino que la Corte Suprema de Justicia le otorgue 
al auxiliar de justicia esas facultades específicas 
en su aplicación e implementación, bajo todas las 
prerrogativas necesarias, al servicio de sus requi-
rentes y el pleno ejercicio de la seguridad jurídica 
buscada.

En Paraguay, la seguridad jurídica es un pilar fundamental para el desarrollo económico y social del país. En 
este contexto, el rol del notario cobra especial relevancia, ya que la constante y permanente capacitación 
a la que estamos obligados los notarios públicos, como profesionales del Derecho, se ve reflejada en todas 
y cada una de las organizaciones, asociaciones y colegiaciones que nos reúnen como miembros de una 
sociedad en constante desarrollo y crecimiento. Hay un paulatino, pero creciente uso de las técnicas y pro-
gramas informáticos a la función, no desarrolladas en plenitud, pero con fuertes tendencias en crecimiento, 
como herramientas fundamentales para la prestación de servicios a la que nos debemos, ya que la función 
principal del notario es garantizar la autenticidad, veracidad y legalidad de los actos jurídicos que constata y 
autoriza, estamos obligados a actualizarnos constantemente.

Por todo esto considero que la escritura pública es uno de los instrumentos públicos más importantes en el 
ámbito jurídico y en el de los negocios por estar dotada de características y formas solemnes, al ser celebra-
da ante un notario público, por delegación de la ley, siendo este quien asesora y resguarda los derechos de 
los particulares con total equidad y asume total responsabilidad sobre estos. De aquí deriva la importancia 
de la seguridad jurídica de los títulos que emergen mediante nuestra función notarial para colaborar con 
la paz social, tan anhelada para los pueblos y sus estados. Con la vigencia de la era digital, el rol del notario 
como garante de la seguridad jurídica no se ve comprometido, sino que se refuerza con la utilización de 
tecnología segura y confiable.

En definitiva, la combinación entre la tradición notarial, la seguridad jurídica y la incorporación de la tec-
nología digital en Paraguay representa un avance significativo hacia la modernización y adaptación del 
notariado a las exigencias de la sociedad actual. Esta evolución promueve la transparencia, la eficacia y la 
confianza en los actos y documentos notariales, consolidando así la importancia y la relevancia del notaria-
do en el sistema jurídico paraguayo. 

Conclusión
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EL NOTARIO COMO 
MEDIADOR EN 

LOS PROCESOS DE 
PARTICIÓN

El notario estaba redactando el acuerdo 
de partición de bienes por el divorcio, la 
esposa le pregunta ¿qué derechos me 
corresponden sobre el carro deportivo 
de mi esposo?, el notario responde 50 % 
para cada uno de los esposos.  Ella recla-
ma que quiere exactamente la mitad.  El 
notario responde, ¿que usted prefiere, el 
asiento delantero y el motor o el asiento 
trasero y el baúl de equipaje?

En una sociedad que cada día prefiere el consenso, la mediación ocupa un espacio predominante en la bús-
queda de solución de conflictos, y el notario público es el profesional más adecuado para esta función.  Así, de 
conformidad con la Ley No.140-15 del Notariado, del 7 de agosto del 2015, las actuaciones de los notarios se rigen 
por los principios, leyes, normas y costumbres del notariado latino y han de guiarse por la orientación que surja 
de la Unión Internacional del Notariado (UINL).

Los notarios están comprometidos con el fortalecimiento de la seguridad jurídica en todas sus actuaciones, y 
deben guiarse siempre bajo los principios de imparcialidad, confiabilidad, eficiencia, eficacia y apego irrestricto 
a las normas del ordenamiento jurídico nacional.

Los notarios están compelidos a observar los principios constitucionales y las normas de carácter ético, en su 
vida profesional y privada. Como notarios están investidos de la fe pública notarial y sus actuaciones están cu-
biertas por una presunción de legalidad, actuar con transparencia para todas las partes que intervienen en un 
acto; su compromiso no solo es con aquel que paga sus servicios, sino con toda la sociedad.
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Como oficial público está facultado para recibir declaraciones, redactar actos, y hacer comprobaciones de 
hechos a los cuales les otorga fe pública y los dota de fecha cierta.
Para el notario Juan Vallet de Gaytisolo, pasado presidente de la Unión Internacional del Notariado:

… el notario público combina armoniosamente en su estatuto un aspecto liberal y un aspecto de au-
toridad pública.

El ex primer ministro de Francia, Raymond Barre, expresó:

… el notario participa de la gran tradición de las profesiones liberales, desempeña también una fun-
ción de libertad, por el papel preciado de asesor, de árbitro y de conciliador, que juega entre las partes.

De conformidad con el Código Civil de la República Dominicana, el notario juega un rol importante en toda 
partición, sea esta de comunidad matrimonial o sucesoral.  El notario en un proceso de divorcio por mutuo 
consentimiento tiene la misión de redactar el acto de convenciones y estipulaciones de los cónyuges donde 
expresan su voluntad de poner fin a la unión matrimonial. Este acto debe contemplar la guarda y tutela de los 
hijos menores, la pensión alimenticia, el régimen de visitas, y todos los acuerdos requeridos por los cónyuges 
para el buen funcionamiento de la familia.  Pues, aun cuando los esposos se hayan divorciado conservan hijos 
en común. Surge así la calidad de mediador y amigable componedor que debe desarrollar todo notario.

También podrán redactar por acto separado el acuerdo de partición de los bienes comunes de los cónyuges, 
y en esta parte aplicará las habilidades de mediador para tratar de solucionar los posibles conflictos sin tener 
que llegar a una demanda judicial en partición de bienes de comunidad matrimonial.

Estás no son habilidades innatas y las escuelas de formación y capacitación notarial han de cumplir la tarea 
de incluir dentro de su programa de capacitación, entrenamiento y desarrollo las habilidades para fungir 
como mediador.

De conformidad con el Código Civil Dominicano, la 
partición sucesoral puede realizarse de tres formas:

a) partición amigable, cuando existe un acuerdo 
entre todos los herederos mayores de edad y el 
cónyuge supérstite;
b) partición a beneficio de inventario, cuando los 
herederos tengan el temor de que los pasivos de 
la sucesión sean mayores al monto de los activos 
que van a recibir, y,
c) partición judicial, cuando entre los herederos 
haya menores de edad, interdictos, o siendo los 
herederos mayores de edad y no se logre consen-
so entre ellos.

En todos estos tipos de particiones, el notario po-
see la responsabilidad de ejercitar todas las habi-
lidades que posee un buen mediador para lograr 
una rápida y fácil partición amigable.  

Su labor incluye hacer el inventario de todos los 
bienes activos y pasivos de la sucesión, verificar la 
calidad de los herederos, conformar los lotes o po-
sibles formas de distribución de los bienes, pagar 
los pasivos en una sucesión recibida a beneficio de 
inventario o lograr que una partición judicial pue-
da ser concluida en un plazo razonable, o que el 
proceso judicial no se eternice con incidentes que 
hagan imposible la partición judicial.

De la partición matrimonial

De la partición sucesoral
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Es importante diferenciar entre el arbitraje como 
método de solución de conflictos y la mediación. En 
todos los países existen legislaciones especiales que 
regulan el arbitraje como método alternativo de so-
lución de conflictos. La República Dominicana no es 
una excepción, ya que tenemos la Ley Núm. 489-08 
sobre Arbitraje.

Esta ley permite a las partes en conflicto sustituir 
al juez natural por uno o tres árbitros elegidos por 
ellos. El arbitraje solamente aplica para aquellas 
materias donde la ley lo permite, no pueden incluir 
asuntos penales, de orden público, como tampo-
co se admite para el divorcio entre los cónyuges, la 
guarda o la tutela de los menores de edad, o para 
conflictos que involucren a menores de edad, inter-
dictos o ausentes.

El arbitraje requiere un acuerdo previo suscrito por 
las partes en litis, el cual define el procedimiento de 
arbitraje y el compromiso de aceptar como solución 
definitiva del conflicto el laudo que dicte el árbitro.  
En fin, el arbitraje es un juicio celebrado por un juez 
privado elegido por las partes, que concluye con un 
laudo o sentencia arbitral.

Por otro lado, la mediación es un método alterno de 
solución de conflictos que busca llegar a un consen-
so entre las partes, sea para evitar un conflicto o po-
ner término a una demanda judicial ya iniciada.  En 
este caso, las partes pueden elegir el mediador de 

su elección o puede ser designado por el juez en el 
curso de la demanda judicial.

La mediación no requiere un acuerdo previo, tampo-
co requiere una cláusula de compromiso previo a que 
surja el conflicto.  No existe un reglamento que regule 
la mediación, lo que otorga libertad para utilizar cual-
quier metodología para alcanzar un consenso.  Debe 
ser aceptado voluntariamente por las partes, bajo la 
condición de que no viole derechos fundamentales o 
no esté viciado por dolo, error o lesión.

La mediación tiene un ámbito de aplicación mu-
cho mayor que el arbitraje, puede ser utilizado en 
todas las materias donde la ley permita a las partes 
llegar a un acuerdo de transacción, y solo se exclu-
ye en aquellas acciones penales o de orden público, 
donde la ley expresamente prohíbe el acuerdo de 
voluntad de las partes.

La mediación constituye un verdadero proceso de so-
lución de conflictos que concluye con un acuerdo de 
voluntades, al cual las partes se someten libremente 
una vez alcanzada la solución deseada por cualquie-
ra de los siguientes métodos:

Una parte desiste de su petición;
Una parte reduce sus peticiones para lograr que 
la otra lo acepte;
Ambas partes renuncian total o parcialmente 
para así poner fin a la litis1.

Diferencia entre mediación y arbitraje
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Requisitos para la mediación

En la mediación solo se presentan tres requisitos, 
que son: las partes, el mediador, y el acuerdo.

a)	 Las partes: En una demanda de partición 
por comunidad matrimonial, es fácil determinar 
quiénes son las partes, pues se trata de los cón-
yuges. Están claramente definidos por el acta de 
matrimonio y la sentencia de divorcio.

En la demanda en partición sucesoral, la situa-
ción es más compleja; las partes son todos los 
herederos y el cónyuge superviviente. Pueden 

surgir personas que reclaman la calidad de hijos 
y herederos, que no fueron reconocidos por el 
de cujus, lo que obligará a paralizar los procesos 
de partición hasta tanto se determine, median-
te sentencia definitiva, la filiación de ese o esos 
demandantes. Esta demanda no puede ser tran-
sada sin que intervenga una sentencia civil que 
reconozca o rechace la filiación demandada.

Otra reclamación que puede surgir en el curso 
de una partición sucesoral, es la existencia de 
una relación de concubinato, que no es admiti-

1 La Conciliación Extrajudicial y la Amigable Composición. Jorge Hernán Gil Echeverry, Editorial Temis, S.A., Bogotá, Colombia. 2003. Pp. 80.
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da o aceptada por los herederos del de cujus. En 
este caso, la mediación puede ser un mecanismo 
idóneo para la solución de este conflicto.  En caso 
de que las partes no lleguen a un consenso, en-
tonces es necesario esperar a que intervenga una 
sentencia definitiva, que admita o rechace la cali-
dad de la o el concubino(a).

b)	 El mediador: Las partes eligen libremente 
y por consenso al mediador que los asistirá en el 
proceso para llegar a un acuerdo. Si ha sido ini-
ciada la demanda en partición, las partes pueden 
aceptar que el notario designado por el juez sirva 
de mediador, para que busque un posible acuerdo 
de transacción que ponga fin al proceso judicial, 
sin necesidad de que intervenga una sentencia 
definitiva.  En algunas sucesiones testamentarias 
las partes utilizan como mediador al mismo nota-
rio que redactó la disposición testamentaria, por 
considerar que tiene mejor conocimiento de los 
motivos que tuvo el testador para establecer dicha 
disposición.

La ley no establece requisitos en cuanto a la cali-
dad del mediador.  Cualquier persona con cono-
cimiento de la ley puede servir de mediador, pero 
ciertamente utilizar a un abogado que no está 
investido de la calidad de oficial público, y que en 
su formación está entrenado para representar los 
intereses exclusivos de las partes que lo contra-
tan, nos lleva a pensar que esta función tiene que 
ser reservada a los notarios, quienes son auxilia-
res de la justicia, están obligados por ley a guiarse 
por un principio de rectitud notarial, y asesorar 
de conformidad con la ley a todas las partes en 
el proceso.

El mediador tiene que ser un tercero sin ningún 
interés directo o indirecto sobre los bienes o dere-
chos objeto del litigio; no puede estar vinculado a 
las partes, y ajeno totalmente al conflicto. No pue-
de representar a ninguna de ellas, no actúa como 
empleado, gestor o mandatario. Para el media-
dor es imprescindible tener un conocimiento ple-
no de la ley que regula la materia, pero además 
haber realizado algún tipo de capacitación que lo 
habilite para manejar la solución de conflictos fa-
miliares; saber que lo principal no son los bienes 
materiales, sino que luego de concluir la partición 
sucesoral la vida en familia debe continuar.  Por 
tanto, la partición no puede crear una fractura 
irreparable del vínculo familiar.

El artículo 26 de la Ley 140-15 del Notariado, esta-
blece como obligación del notario ser veraz y leal 
a todas las partes, actuar siempre de buena fe, 
aconsejar apegado a la ley y no asesorar ningún 
acto fraudulento.  Este auxiliar de la justicia se 
obliga a guardar el secreto profesional de los ac-
tos que redacte, salvo aquellos que por su natura-
leza ser registrados o publicados; o aquellos que 
sea requerida su divulgación a requerimiento de 
autoridad judicial o administrativa competente.
El artículo 28 de la Ley 140-15 del Notariado pro-
híbe al notario instrumentar actos o comproba-
ciones en los que él, sus parientes o afines ten-
gan un interés directo, o contenga disposiciones 
a favor de alguno de ellos. No puede constituirse 
en garante o fiador de las obligaciones suscritas, 
tampoco puede adquirir derechos sobre los bie-
nes o asuntos sobre los cuales ejerce su función, 
salvo que se trate del pago de sus honorarios.

Todos estos deberes y obligaciones que la Ley 
140-15 establece a los notarios en el ejercicio de 
sus funciones son los mismos que aplican a un 
mediador que trata de poner término a una litis.  
Por esta razón, se verifica que es la figura jurídica 
idónea para apoyar a los jueces en los casos de 
demandas judiciales que, por su naturaleza, pue-
den ser consensuadas entre las partes.

c)	 El acuerdo: Toda mediación puede concluir 
con un acuerdo de transacción o partición amiga-
ble, que evite una litis judicial o pone fin a la inicia-
da. La legislación dominicana establece tres casos 
en los cuales la partición no puede concluir con un 
acuerdo de transacción: cuando la partición inclu-
ye a menores de edad, a interdictos o a ausentes.  
El tutor de un menor o interdicto no pueda tran-
sar o firmar la partición amigable, en estos casos la 
partición siempre se realizará por vía judicial, pre-
via tasación de todos los bienes, por peritos desig-
nados por el tribunal, los lotes son formados por el 
notario designado por el tribunal y sorteados entre 
los herederos. Bajo estas condiciones no es posible 
llegar a ningún tipo de transacción.

El acuerdo está regido por los artículos 2044 al 
2058 del Código Civil dominicano, exige como 
requisito un acto escrito, las partes deben tener 
capacidad legal para disponer de los bienes que 
la transacción comprende.  El acuerdo solo alcan-
zara los aspectos, bienes o derechos descritos en 
él, bien sean enunciados directamente o sean la 
consecuencia directa del mismo.
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El acuerdo tiene un alcance limitado a las partes que lo han suscri-
to, y solo pondrá fin al proceso judicial respecto de las partes que lo 
suscribieron.  En este sentido, se recomienda que en una partición 
sucesoral el mediador intente lograr el consenso pleno y que todas 
las partes del proceso suscriban la transacción; en caso contrario, 
este acuerdo puede ser afectado por la sentencia que pueda inter-
venir respecto de las demás partes que no lo suscribieron.

Como habíamos mencionado antes, el acuerdo de partición pue-
de ser declarado nulo por error en la persona o en el objeto del 
litigio; cuando se compruebe que hubo violencia para obtener el 
consentimiento, cuando hubo dolo o uso de documentos falsos.  
En caso de error de cálculo o lesión en cuanto al valor de los bie-
nes sujetos a partición, obligan a la reparación de aquellas partes 
perjudicadas2.

El acuerdo suscrito entre las partes pone fin a la litis judicial o evita 
que esta surja, este acto tiene la misma fortaleza que una senten-
cia, dictada con autoridad de cosa irrevocablemente juzgada, no 
puede ser impugnada salvo los vicios señalados anteriormente.

En conclusión, los notarios dominicanos debemos iniciar la tarea de 
capacitarnos para asumir el reto de ser mediadores en los procesos de 
partición, no solo para redactar actos y hacer comprobaciones, nece-
sitamos salir en busca de la solución de conflictos que generarán paz 
social y progreso para todos nuestros ciudadanos.
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ACUERDO DE 
ACCIONISTAS 

EN EL 
DERECHO 

URUGUAYO

A diferencia de otros ordenamientos jurídicos de La-
tinoamérica, el uruguayo tiene una larga tradición 
en la regulación de los acuerdos entre accionistas. 
En tal sentido, tanto la Ley 16.060 que es la ley ge-
neral de sociedades comerciales como la Ley 19.820, 
que incorpora el tipo social Sociedades por Acciones 
Simplificadas, dejan en claro su licitud y la amplitud 
de su potencial contenido. Nos referimos a lo que 
se denomina Convenio de Sindicación de Acciones.

Más allá del uso de dicha herramienta con los mis-
mos fines que en otras jurisdicciones, en particu-

lar, en Uruguay es el mecanismo para establecer 
reglas de funcionamiento de tipo personal en so-
ciedades que la ley regula como de capital1. 

No puede perderse de vista que la gran mayoría de 
sociedades uruguayas son sociedades entre miem-
bros de una familia, o de personas unidas por amis-
tad o por una trayectoria común, o con características 
personales que resultan relevantes para los demás 
(en su caso, al menos por la solvencia que los habilite 
a hacer frente a los requerimientos de recursos del 
emprendimiento común).

147

Introducción

1 Sociedades de capital en las que no tiene relevancia la persona del accionista (lo importante es su aporte en dinero o en especie)
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Corresponde tener presente que la ley uruguaya de 
sociedades comerciales para la sociedad anónima 
(en adelante SA) dice:

a) establece que las acciones se venden libre-
mente (sin consulta ni aviso a los demás accio-
nistas);
b) permite pactar en el estatuto únicamente 
restricciones (no prohibición) de transferencias 
de titularidad de acciones nominativas o escri-
turales (no permite restricciones en materia de 
acciones al portador2). 

Para las sociedades por acciones simplificadas (en 
adelante SAS) la situación es completamente dife-
rente, ya que la Ley 19.820 permite restricciones y 
prohibición (por un plazo máximo de 10 años desde 
la emisión de las acciones) de transferencia e incluso 
de gravamen (prenda) de las acciones de SAS. Inclu-

so permite que la venta deba ser “autorizada” por los 
demás accionistas o un órgano de la sociedad.

Por lo tanto, el recurso que han encontrado los ac-
cionistas de SA para dar una impronta personal a 
su sociedad, ha sido el convenio de sindicación de 
acciones: un acuerdo que puede ser celebrado en-
tre todos o parte de los accionistas.  

Aunque como dijimos, ut supra, ya la Ley de socieda-
des declaraba lícitos los convenios de sindicación de 
acciones e incluso establece requisitos para que los 
mismos fueran eficaces frente a terceros, la Ley SAS 
avanzó aún más estableciendo el alcance de esa efica-
cia y dando más herramientas a la sociedad para ha-
cer cumplir lo acordado. Como comentaremos, queda 
aún mucho por cubrir por la normativa. Tanto en SA 
como en SAS los convenios podrán tener como plazo 
máximo 15 años, renovable de forma automática.

Lo que es conocido como convenio de sindicación de 
acciones es un acuerdo celebrado por todos o parte 
de los accionistas que en una SA puede tener cual-
quier contenido lícito, centrándose en regular el ejer-
cicio de algunos derechos sociales o al derecho de 
propiedad sobre las acciones. Su finalidad puede es-
tar en coordinar ciertas decisiones acordando cómo 
se votará en las asambleas de accionistas (concu-
rriendo directamente o determinando un represen-
tante para los sindicados) o la restricción del derecho 
a transferir3 o prendar las acciones, entre otros.

Si bien la Ley 16.060 (artículo 331) regula los pasos a 
dar para que el convenio sea oponible (eficaz frente 
a terceros) y los mismos incluyen darlo a publicidad 
mediante inscripción registral, muchas veces los ac-

cionistas prefieren mantenerlo en privado, para lo 
cual deben recurrir a otras herramientas que garan-
ticen su cumplimiento. Lo usual es hacerlo mediante 
la fijación de multas para el caso de incumplimiento, 
con entrega de las acciones en garantía (prenda con 
desplazamiento de acciones de la misma sociedad).  
Para que dicho convenio tenga efectos frente a no sus-
criptores del mismo, la ley requiere que se entregue 
a la sociedad un ejemplar con las firmas certificadas 
notarialmente, sea inscripto en el Registro Nacional de 
Personas Jurídicas, sección Comercio, y se anote en los 
títulos accionarios (si son escriturales, se anota en el li-
bro de acciones respectivo). 

La doctrina uruguaya discute si estos requisitos de-
ben cumplirse acumulativamente, distinguiendo 
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2 En Uruguay las acciones al portador siguen vigentes.
3 Sea mediante derechos de preferencia que por ley solamente se tienen para el caso de aumentos de capital y no para la venta de acciones ya 
emitidas, o procedimientos que obliguen a los accionistas a actuar en conjunto (para ventas en bloque de todo el paquete accionario).
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según sea la sociedad o los terceros a quienes se 
pretenda hacer valer. Rodríguez Olivera4 sostiene 
que los requerimientos pueden cumplirse en forma 
indistinta, fundamentado en que lo que se busca es 
la publicidad y esta se consigue por cualesquiera de 
las tres alternativas. Miller5, en cambio, adopta una 
postura más textual en la interpretación concluyen-
do que los requisitos deben ser cumplidos en forma 
acumulativa, si la ley no los ha calificado como in-
distintos, no lo puede hacer el intérprete. Por último, 
en una postura intermedia, Holz6 entiende que los 
requisitos pueden operar en forma indistinta, siendo 
diferente el alcance de acuerdo al camino publicita-
rio que se tome. Si se noticia a la sociedad, el conve-

nio será oponible frente a esta y los accionistas no 
pactantes. Para que sea oponible al resto de los ter-
ceros requiere de su inscripción registral.

Si bien en una primera lectura puede parecer que la 
ley deja todo claro, la norma resulta totalmente in-
suficiente, ya que existen discusiones sobre si esos 
requisitos son acumulativos y, lo más importante, 
qué alcance tiene esa “oponibilidad”: ¿la sociedad 
puede y/o debe hacerlo cumplir? ¿Puede negar a 
un accionista el derecho de voto en violación de lo 
acordado en el convenio de sindicación de accio-
nes? Sobre ello nada está resuelto ni en doctrina ni 
en jurisprudencia.

En el artículo 19 in fine, de la Ley SAS, admite la posi-
bilidad para los accionistas de celebrar convenios de 
sindicación de acciones.

Es importante destacar que en materia de SAS la 
necesidad de un convenio de sindicación de accio-
nistas se ve restringido, en tanto su rol se magnifi-
ca para SA en la medida de que gran parte de las 
previsiones usuales en un convenio de sindicación 
no tienen cabida en el estatuto de dicho tipo so-
cial. A partir de que en las SAS el principio es la 
autonomía de la voluntad, el convenio de sindica-
ción de acciones seguramente cambiará su perfil, 
pasando a ser un instrumento idóneo para acuer-
dos entre parte de los accionistas (no ya de todos 
en tanto puede incorporarse al estatuto) o para los 
casos en que se busque mantener determinados 
pactos en reserva (véase más adelante otras re-
flexiones al respecto). 

A diferencia de los convenios regulados para SA, la 
Ley SAS regula los efectos del acuerdo frente a la so-
ciedad, incluso atribuyendo obligaciones a alguno 
de sus órganos.

En cuanto al requisito de eficacia frente a terceros y 
su alcance, la Ley SAS da un paso muy importante: 
es suficiente depositar un ejemplar en la adminis-
tración de la SAS para que la sociedad deba “acatar” 
lo allí acordado. La ley específica parcialmente el al-
cance de tal acatamiento, disponiendo que si la so-
ciedad fue notificada de la decisión del sindicato de 
accionistas, el presidente de la asamblea:

a) No computar el voto del accionista que vota en sen-
tido distinto al resuelto en el sindicato de voto.
b) Si el accionista se abstiene o no asiste, deberá votar 
en su representación según lo resuelto en el convenio. 

Aunque la Ley SAS nada dice sobre el cumplimiento de 
otros requisitos de publicidad, puede sostenerse7 que 
para que sea eficaz frente a terceros, se deben cumplir 
los demás requisitos previstos para SA (inscripción en 
el Registro de Comercio y anotación en la acción y/o el 
libro de acciones nominativas o escriturales). Esta úl-
tima referencia es muy importante tratándose de un 
convenio de sindicación de acciones con restricciones 
o prohibiciones a la transferencia de acciones (resulta 
clave la anotación en el título y/o el referido libro)
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4 Rodríguez Olivera, Nuri. «Convenio de Sindicación de Acciones», en Derecho Societario en Homenaje al Profesor Ferro Astray. Montevideo: 
Editorial BdeF, 2007, p. 399.
5 Miller, Alejandro. Sociedades anónimas. Sindicación de Acciones. Montevideo: Editorial Amalio Fernández, 2009, p. 49.
6 Holz, Eva. «Convenios de Sindicación», en Anuario de Derecho Comercial Uruguayo. T. 5, p. 118.
7 Alfaro, Jenifer. Poziomek, Rosa. Sociedades Comerciales (Incluye SAS). 2024. Tercera Edición. FCU.
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La normativa de SA y SAS admite gran amplitud de 
contenido de estos acuerdos de accionistas, siem-
pre que el objeto sea lícito. Respecto de ambos tipos 
sociales (pero minimizado en SAS, atento a la gran 
libertad que la ley confiere a los pactos estatutarios) 
se presentan discusiones en cuanto a si esos conte-
nidos pueden exceder los límites que las leyes mar-
can: si es admisible que se establezcan en el con-
venio de sindicación de acciones, reglas que no se 
permiten consignar en el estatuto.  

Desde el Derecho anglosajón llegan otros pactos que 
se han vuelto comunes en los acuerdos de accionis-
tas. Entre ellos podemos mencionar al Drag Along 
y Tag Along, por los cuales se regulan derechos y/u 
obligaciones de los accionistas sindicados en caso de 
venta de acciones en bloque a terceros (derecho de 
arrastrar a otros para vender la totalidad del paquete 
accionario o de sumarse a la venta que en principio 
iba a realizar otro accionista, generalmente para no 
quedarse en minoría con nuevos accionistas). 

En tal sentido los convenios de sindicación de accio-
nes son un instrumento idóneo para reglamentar 
políticas de financiamiento (desde el autofinancia-
miento a través de políticas de distribución de divi-
dendos hasta régimen de préstamos o aumentos de 
capital pre acordados por los accionistas). En estos 
casos es de fundamental importancia regular las 
consecuencias del incumplimiento de tales obliga-
ciones a cargo de los sindicados. Tómese en consi-
deración que son diferentes las consecuencias para 
el accionista en caso de incumplir con un aporte 
que el incumplimiento de un préstamo: el accionis-
ta que no acompaña un aumento verá afectado el 
porcentaje de participación (con trascendencia en 
el poder político de ese accionista); en cambio, si no 
cumple con el préstamo, no se traduce en una pér-
dida de porcentaje. En cualquier caso, puede signifi-
car un grave daño a los planes de financiamiento de 
la sociedad, en la medida que el resto de los socios 
no esté en condiciones de acrecer por el monto no 
aportado por el socio incumplidor.

Los convenios de sindicación de acciones mantienen su vigencia como medio idóneo para ajustar las reglas 
de la sociedad a las necesidades concretas de los accionistas y del proyecto a desarrollar.

Mientras en las sociedades anónimas la regulación aún presenta faltantes importantes que deben ser su-
plidos por una buena estructuración del acuerdo, en sociedades por acciones simplificadas la legislación ha 
dado un paso adelante (igualmente de forma incompleta). 

Alfaro, Jenifer. Poziomek, Rosa. Sociedades Comerciales (Incluye SAS). 2024. Tercera Edición. FCU.
Miller, Alejandro. Sociedades anónimas. Sindicación de Acciones. Montevideo: Editorial Amalio Fernández, 2009.
Holz, Eva. «Convenios de Sindicación», en Anuario de Derecho Comercial Uruguayo. T. 5.
Rodríguez Olivera, Nuri. «Convenio de Sindicación de Acciones», en Derecho Societario en Homenaje al Profesor 
Ferro Astray. Montevideo: Editorial BdeF, 2007.
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Como punto de partida es importante considerar 
que la firma de los documentos notariales en las 
escribanías puede catalogarse, sin ningún tipo de 
dudas, como el mayor nivel posible de protección 
jurídica que nuestra función notarial puede ofrecer-
le a la ciudadanía.

Se trata, y así se ha manifestado anteriormente, del 
grado más alto y eficiente con que se puede brindar 
dicha protección y es uno de los aspectos centrales 
de nuestro rol como notarios.

Pero dicha vinculación con la ciudadanía no se ha 
mantenido inmutable a lo largo del tiempo. De la 
mano de los avances tecnológicos y los cambios so-
ciales, el intercambio que se establece entre el no-
tariado y las personas que recurren a sus servicios 
se ha ido modificando y adquiriendo nuevas formas 
conforme se incorporan al uso cotidiano nuevas he-
rramientas de comunicación.

El uso masificado de esas nuevas tecnologías, así 
como el impacto que las mismas generan en la vida 
diaria, redefine permanentemente los vínculos, de-
mandas y expectativas. Y el ámbito notarial no es 
ajeno a estos desafíos.

Los cambios, cada vez más veloces y vertiginosos, 
han modificado entre otros aspectos el contexto en 
el que actuamos los notarios dentro de la esfera de 
nuestra función como profesionales del Derecho.
Para poder dar respuesta a estos desafíos, asumiendo 
el compromiso que poseemos principalmente para 
quienes desarrollamos funciones dirigenciales en 

cada uno de los estamentos del notariado, debemos 
emprender y liderar con acciones concretas que opti-
micen la actividad profesional y nos permitan expan-
dir la oferta de servicios.

De esta manera, al implementar nuevas prácti-
cas, fundamentando su desarrollo y capacitando 
a nuestros colegas, estaremos mejor preparados 
para resolver las nuevas demandas y exigencias, y 
para interactuar de forma más eficaz con un mun-
do que avanza permanentemente en la incorpora-
ción de la tecnología.

En línea con este postulado, quiero destacar el tra-
bajo que se está realizando dentro del notariado 
argentino para hacer frente a los nuevos desafíos, 
con la capacitación y la formación continua como 
fuertes columnas de la actualización y moderniza-
ción que necesitan los escribanos para el ejercicio 
de la función.

Por otra parte, quisiera detenerme particularmente 
en el desarrollo que se ha realizado en el Colegio de 
Escribanos de la Provincia de Buenos Aires, entidad 
que presido paralelamente al Consejo Federal del 
Notariado Argentino, y que ha dado como fruto la 
presentación de la Plataforma de Actuación Nota-
rial a Distancia (PAND).

Esta herramienta innovadora es una muestra de los 
logros que pueden materializarse cuando los diri-
gentes asumen un rol comprometido con la innova-
ción, destinado a encauzar los esfuerzos intelectua-
les para la resolución de los retos que se presentan.

Introducción
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En el mes de enero del año 2024, el Colegio de Escri-
banos de la Provincia de Buenos Aires, puso en fun-
cionamiento la Plataforma de Actuación Notarial a 
Distancia (PAND).

La nueva herramienta, que fue desarrollada íntegra-
mente por el sector informático del mencionado co-
legio notarial, se concibió como una plataforma que 
permitiera dar a los notarios la posibilidad de reali-
zar determinadas actuaciones notariales de manera 
totalmente remota, dando paralelamente a los ciu-
dadanos la posibilidad de gestionarlas sin la obliga-
ción de acercarse personalmente a las notarías.

El sistema, que se encuentra activo y disponible 
para todos los escribanos de la jurisdicción bonae-
rense, ofrece a los requirentes la opción de seleccio-
nar de manera virtual un escribano entre aquellos 
que componen la nómina.

Como parte del proceso, al demandar la realización 
de una gestión y seleccionar el notario, se da inicio 
a un trámite que consta básicamente de cuatro pa-
sos: la solicitud, la gestión de la actuación notarial, la 
realización y el cierre/firma.

El desarrollo y la definición de cada uno de esos pa-
sos, así como de cada funcionalidad que ofrece la 
herramienta, ha sido fruto de un profundo trabajo 
multidisciplinario que integró a profesionales técni-
cos del área informática junto a referentes académi-
cos del notariado.

Gracias a dicho diálogo permanente pudieron con-
cretarse avances en diferentes etapas del desarrollo 
para cumplir con el objetivo de dotar a la plataforma 
de las mejores opciones técnicas disponibles sin re-

nunciar a la garantía de seguridad jurídica de la que 
es sinónimo el notariado latino.

Es importante destacar que la Plataforma de Ac-
tuación Notarial a Distancia cuenta con múltiples 
funcionalidades, tales como la posibilidad de cen-
tralizar la documentación e información de una 
Actuación Notarial en un único sitio, facilitando el 
acceso y la búsqueda en cada ocasión en que sea 
necesario.

Además, la incorporación de herramientas de co-
municación a distancia permite agilizar la comuni-
cación entre el notario y el ciudadano y optimizar 
tiempos y costos, evitando traslados o utilizando 
menos papel, lo que deriva también en un beneficio 
ambiental, en línea con una de las demandas más 
crecientes dentro de nuestras sociedades.

Por otro lado, permite garantizar los procesos de fir-
ma, mantener y controlar accesos a la información del 
acto y registrar toda actividad llevada a cabo en una 
Actuación Notarial para futuras consultas de auditoría.

Pero, además, la Plataforma ofrece la posibilidad de 
obtener una verificación de identidad biométrica y 
de georreferenciar al requirente, ofreciendo al nota-
rio las herramientas técnicas para conocer el posi-
cionamiento espacial de una persona o entidad en 
una localización geográfica única y bien definida en 
un sistema de coordenadas. 

El uso de un espacio de videoconferencia para la 
firma del acto notarial es otra de las fortalezas que 
pueden enumerarse y que permite destacar el fun-
cionamiento del sistema como una opción segura y 
confiable para los escribanos.

PAND: una tecnología desarrollada por 
y para notarios
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El desarrollo y la aplicación de nuevas herramien-
tas tecnológicas para facilitar el acceso de la ciuda-
danía a las gestiones notariales y para dar respues-
ta a los nuevos desafíos que impone la sociedad 
a los escribanos solo pueden tener eficacia si se 
acompaña con acciones de difusión y capacitación 
acordes, tanto hacia los colegas como hacia la co-
munidad.

Por ello, es importante analizar qué acciones ha rea-
lizado el Colegio de Escribanos de la Provincia de 
Buenos Aires luego del lanzamiento de la Platafor-
ma de Actuación Notarial a Distancia.

En principio, se implementaron diferentes modali-
dades de capacitación. Una de las más desafiantes 
fue la realización de una serie de talleres en cada 
una de las diecisiete delegaciones con las que cuen-
ta la institución.

Llegar con los contenidos formativos a cada una de 
estas demarcaciones, que son representativas de las 
diferentes realidades sociales y culturales presentes 
en la provincia de Buenos Aires, permitió acercar el 
conocimiento a los notarios y, a la vez, retroalimen-
tar el desarrollo permanente de las herramientas 
técnicas con las devoluciones obtenidas en el inter-
cambio basado en el uso y la reflexión sobre su fun-
cionamiento.

De igual forma, durante la I Asamblea Anual Ordi-
naria del Consejo Federal del Notariado Argentino y 
la 43 Jornada Notarial Bonaerense, desarrolladas en 
la ciudad de Mar del Plata en el mes de abril, con la 
presencia de alrededor de 400 escribanos y repre-
sentantes de todas las provincias argentinas, se pre-
sentó la plataforma con una demostración práctica 

y se puso a disposición de los asistentes la posibili-
dad de experimentar su funcionamiento.

Considerando que el objetivo de dotar al notariado 
de mejores opciones para adaptarse a los tiempos 
no podría cumplirse si no se piensa en la adopción 
de herramientas a una escala considerable, el desa-
rrollo de nuevas plataformas tiene que contemplar 
obligatoriamente su capacidad para expandir su 
uso a otras entidades de colegas.

Partiendo de ese tópico es que se consideró que la 
herramienta desarrollada por el Colegio de la Pro-
vincia de Buenos Aires debería poder ser utilizada 
sin mayores inconvenientes por otros colegios nota-
riales, ya que la universalización de estas iniciativas 
contribuirá a un mejor acceso de la sociedad en su 
conjunto a los servicios notariales.

Así, la Plataforma de Actuación Notarial a Distancia 
permite ser configurada o personalizada, con míni-
mos ajustes, para cualquier Colegio que requiera su 
utilización.

Amplia y diversa, la Argentina ofrece la posibilidad de 
intercambiar experiencias y conocimientos diferen-
tes. Por ello, contar con una plataforma que pueda 
adaptarse a lo que requieren las provincias permitirá 
diseñar hacia el futuro soluciones que abarquen a la 
mayor cantidad posible de personas, con una imple-
mentación acorde a las realidades locales. 

El espacio natural para llevar adelante este inter-
cambio colaborativo es el Consejo Federal del Nota-
riado Argentino, desde donde es posible fortalecer 
la interrelación entre los diferentes colegios notaria-
les para el engrandecimiento del notariado.

Capacitación y extensión a otros colegios



157

Notariados de América 2024				    Argentina

Frente al panorama complejo y desafiante que tenemos por delante como no-
tarios, con nuevas demandas y la necesidad de adaptarnos a los cambios de la 
sociedad en distintas dimensiones, debemos asumir una actitud protagonista 
que nos lleve a impulsar los cambios necesarios para dar las mejores respues-
tas, enfocados siempre en la garantía de la seguridad jurídica como valor fun-
damental.

El caso descripto, referente a la implementación de la nueva Plataforma de Ac-
tuación Notarial a Distancia del Colegio de Escribanos de la Provincia de Bue-
nos Aires, es un ejemplo de cómo es posible encarar este tipo de desarrollos 
para brindar opciones tecnológicamente actualizadas que estén en perfecta 
armonía con la labor notarial que ejercemos en nuestras notarías.

Es una de las respuestas que podemos dar al cambio de paradigmas, y tiene 
como objetivo ofrecer nuevas facilidades y prestaciones digitales, tanto para 
el escribano como para los ciudadanos, con la seguridad y garantía propias de 
nuestra función. En el análisis del acto notarial y el criterio profesional surgirán 
las respuestas sobre la oportunidad y circunstancias que ameritan su uso.

La universalidad del acceso a estas tecnologías será también un valor primor-
dial. Expandir su uso y ponerlas a disposición de quienes lo requieran hará posi-
ble una verdadera igualdad en términos de oportunidades.

Finalmente, quisiera resaltar que solo con la valiosa colaboración entre colegas, 
con el intercambio con otros profesionales y con el compromiso permanente 
con la sociedad, a la que debemos todos nuestros esfuerzos, podremos conti-
nuar avanzando para adaptarnos a lo que nos proponga el futuro.

Hemos iniciado el camino, pero aún tenemos mucho por recorrer, velando por 
la función de control jurídico y de legalidad e información del consentimiento 
que aporta el notario, valores irrenunciables de nuestra esencia a los que esta-
mos llamados a atender en la incorporación de las nuevas tecnologías.

Conclusión
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